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Acabamos de cumplir una década de la “Guerra contra el narcotráfico”  
que inició en el gobierno de Felipe Calderón y que ha continuado en el de 
Enrique Peña Nieto; por lo menos en su lógica inicial, ésta era una medi-
da extraordinaria de seguridad para combatir la violencia que ha azota-
do a nuestro país. A pesar de ello la violencia se triplicó en México entre 
el 2007-2011 y en años posteriores; aunque hubo un moderado descenso 
en los índices, a partir del 2015 estos se han incrementado nuevamente. 

En este contexto, a partir de un condenable ataque a las Fuerzas Arma-
das a finales de septiembre de 2016 en Sinaloa por parte de integrantes 
del crimen organizado, se generó una amplia corriente de opinión que ha 
vuelto a insistir en la necesidad de diseñar un marco jurídico ad hoc para el 
desempeño de las tareas que realizan el Ejército y la Marina en materia de 
seguridad pública. Hoy, como ocurrió a finales del sexenio pasado, se vuel-
ve a demandar una Ley de Seguridad Interior que dote a las instituciones 
castrenses de facultades propias de estados de excepción.

En la discusión sobre la Ley de Seguridad Interior y en el balance sobre 
los diez años de la guerra, lo que está realmente en juego es la visión sobre 
el modelo de seguridad que hemos adoptado como país. A nadie escapan 
los escandalosos niveles de corrupción policial y los esquemas de macro-
criminalidad que viven distintas regiones; territorios amplios del país se 
encuentran bajo el control del crimen organizado y del poder político que 

Introducción
debatir el modelo de seguridad1

1. Una versión de este texto fue publicada como opinión editorial del Director del Centro Prodh 
en el periódico El Universal. Véase: Patrón, M. (2016, 6 de diciembre). “Debatir el modelo de 
seguridad”, El Universal, Puede consultarse en http://eluni.mx/2gYDMz4

13
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lo auspicia, con niveles de debilidad institucional alarmantes. Que las Fuer-
zas Armadas dejen de realizar súbitamente en esas regiones las labores 
que hoy desempeñan es a todas luces inviable.

Sin embargo, también es inviable perpetuar indefinidamente la inter-
vención extraordinaria de militares y marinos en labores de seguridad. 
Los escenarios de crisis y violencia propician la adopción de alternativas 
de mano dura, como incrementar las penas a quienes delinquen, reducir 
derechos de debido proceso, practicar detenciones arbitrarias, aplicar la 
tortura como método de investigación, preservar figuras abusivas como 
el arraigo, justificar las ejecuciones arbitrarias, extender la prisión preven-
tiva como regla general o incluso proponer la portación generalizada de 
armas. Ésta ha sido en buena medida nuestra historia en los últimos diez 
años, pero los resultados no han sido los esperados ni en el combate a la 
violencia, ni en la reducción de la criminalidad, ni en el fortalecimiento de 
nuestras instituciones policiales y de justicia.

El fracaso de las políticas de seguridad del Estado mexicano no ha 
pasado desapercibido para las instancias internacionales de derechos 
humanos. En los últimos años, diversos mecanismos han emitido rele-
vantes informes y recomendaciones en torno a la participación del Ejér-
cito y la Marina en tareas de seguridad: tanto el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (oacnudh) como la Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos (cidh), después de sus visitas 
in loco, propusieron coincidentemente el retiro paulatino de los castren-
ses de las funciones de seguridad pública y preservación del orden interno.

Nadie a estas alturas puede regatear al relevante papel que han tenido 
en algunas regiones las Fuerzas Armadas, pero tampoco puede ignorar-
se que toda la experiencia comparada a nivel internacional indica que el 
modelo de seguridad más adecuado para la ciudadanía es aquel que des-
cansa sobre pilares civiles. Por ello, tanto el Relator de la onu sobre Ejecu-
ciones Extrajudiciales, Christoph Heyns, como el propio Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas, Zeid Ra’ad Hussein, han recomendado a México 
transitar de un modelo de seguridad de corte militar a un modelo de segu-
ridad de corte ciudadano mediante un programa de retiro paulatino de las 
Fuerzas Armadas de tareas ajenas a su naturaleza. 

Justamente ése fue el paradigma que se adoptó en la reforma consti-
tucional en materia penal del año 2008, por virtud de la cual se adicionó 
expresamente en el artículo 21 que las instituciones de seguridad pública 
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serán de carácter civil, disciplinado y profesional. Se reconoció, entonces, que 
la prioridad institucional en dicho ámbito no era la perpetuación del Ejérci-
to y de la Marina en el combate a la delincuencia, sino el fortalecimiento de 
las instituciones civiles de seguridad. 

En diversas entrevistas el general secretario de la Defensa Nacional 
ha reiterado que las tareas de seguridad no son propias del Ejército y que 
los castrenses han sido expuestos por una política en la que las institucio-
nes civiles no ponen ni han puesto de su parte. Este señalamiento es per-
tinente, pero la pretensión de aprobar una Ley de Seguridad Interior para 
responder a la exigencia pública de las Fuerzas Armadas terminará por 
perpetuar esta situación excepcional al fortalecer su papel preponderan-
te en estas tareas, en contra de lo reconocido por el secretario y dejando 
de lado que el problema de fondo es el modelo de seguridad y la imperio-
sa necesidad de reformar democráticamente a las policías del orden civil.

Los proyectos de la posible Ley de Seguridad Interior despiertan una 
alta preocupación desde la perspectiva de los derechos humanos. En un 
Estado Democrático de Derecho, regulaciones como la propuesta Ley de 
Seguridad Interior deben ser profundamente analizadas y debatidas, pues 
generan excepciones a los principios básicos que rigen el sistema. Deman-
dar este debate no es expresión de mezquindad para con las Fuerzas 
Armadas ni ingenuidad frente a las atrocidades de la delincuencia, mucho 
menos falta de solidaridad con las víctimas de la violencia –a no pocas de 
las cuales, por cierto, acompañamos los organismos civiles de derechos 
humanos en nuestra labor cotidiana. Por el contrario, llamar a debatir el 
modelo de seguridad es, lisa y llanamente, defender las bases constitucio-
nales de nuestra maltrecha democracia.

Tras diez años de guerra fallida, resulta impostergable, pero sobre todo 
políticamente prudente, convocar a un proceso de debate amplio en el 
que evaluemos por qué hasta ahora las políticas instrumentadas no han 
funcionado y diseñemos alternativas sólidas que permitan construir un 
modelo de seguridad de corte ciudadano. Ya en otros momentos hemos 
recurrido a medidas inmediatistas que no han funcionado.

Centro de Derechos Humanos
Miguel Agustín Pro Juárez A.C

Junio de 2017





172012-2018. el discurso oficial frente a la realidad: la continuidad de la política de seguridad

2012-2018
c a p í t u l o  u n o

el discurso oficial frente a la realidad: 
la continuidad de la política de seguridad





192012-2018. el discurso oficial frente a la realidad: la continuidad de la política de seguridad

Han pasado más de diez años desde que las Fuerzas Armadas (Ejérci-
to, Fuerza Aérea y Marina) comenzaron a desempeñar un papel cada vez 
más activo, notoriamente preponderante y prácticamente permanente en 
tareas de seguridad pública e incluso de investigación de los delitos. Su 
presencia se ha vuelto usual para sustituir en los hechos a las autoridades 
civiles en el ejercicio de funciones que constitucionalmente no son pro-
pias de los castrenses.

Aun cuando las justificaciones oficiales sobre la intervención del 
personal militar activo en el espacio público insisten en que ésta bus-
ca apoyar a “instaurar el orden” y “recuperar la paz” mediante el “auxilio 
temporal” a las fuerzas policiales civiles, la realidad es otra: en los hechos, 
la participación militar en tareas de seguridad tiene cada vez más visos 
de permanencia.

Esta tendencia no ha cambiado a largo de la presidencia de Enri-
que Peña Nieto, pese a que esta administración ha intentado una y otra 
vez –sobre todo al comienzo del sexenio– alejarse del discurso de gue-
rra que impulsó la presidencia de Felipe Calderón. En efecto, la estrategia 
gubernamental que inició en diciembre de 2006 no sólo continuó en la 
administración actual, sino que se intensificó. Hoy día, la Guerra contra el 
narcotráfico cada vez se vuelve más profunda y letal.

Los hechos, casos y cifras demuestran la continuidad, el incremento y la 
profundización de la intervención de las Fuerzas Armadas para el comba-
te al narcotráfico; también indican que ésta ha fracasado como política de 
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seguridad y que ha propiciado el abandono de la reforma democrática de 
las policías. Esto, como ya se dijo, a contrapelo del discurso oficial.

En este apartado se mostrará que la política de seguridad en el sexe-
nio de Enrique Peña Nieto no representó un cambio sustantivo respecto 
de la de su predecesor, sino que se vinculó a ésta en lógica de continuidad. 

Para mostrar que la política de seguridad siguió siendo la misma de un 
sexenio a otro destacaremos aquí cuatro elementos: 1.1 La contradictoria 
presencia de la militarización en la planeación del sexenio; 1.2 La continui-
dad del despliegue militar en el terreno; 1.3 El abandono de la democrati-
zación y el fortalecimiento de las policías civiles; 1.4 La permanencia de la 
violencia y 1.5 La recurrencia de las graves violaciones a derechos humanos 
cometidas por las Fuerzas Armadas

1.1. La contradictoria presencia de la militarización de la segu-
ridad pública en la planeación del sexenio 2012-2018

Una primera manera de abordar la continuidad de las políticas de seguri-
dad pasa por analizar a detalle la planeación de este sexenio en la dimen-
sión programática, a la luz de su vinculación con la perspectiva dominante 
durante la administración pasada.  

En diciembre de 2006, Felipe Calderón tomó posesión como presiden-
te de México. Casi inmediatamente, el nuevo mandatario declaró la Gue-
rra contra el narcotráfico: anunció que las cosas cambiarían en México, ya 
que su administración contaba con la estrategia correcta para emprender 
la batalla contra el crimen organizado2, básicamente centrada en operati-
vos conjuntos en los que el “Ejército, las Fuerzas Armadas, la Marina y la 
policía [tomarían] pleno control territorial donde estaba resquebrajado”.3 

Esta decisión significó un parteaguas, como lo ha dicho el Instituto 
Belisario Domínguez del Senado de la República:

[…] aunque la participación castrense en este tipo de tareas data de más 

atrás, lo cierto es que a partir de 2006 distintas series de tiempo con datos 

2. Herrera, C. (2006, 12 de diciembre). “El gobierno se declara en guerra contra el hampa; inicia 
acciones en Michoacán”. La Jornada. Puede consultarse en http://bit.ly/2urN7CH

3. Moreno, J. (2008, 15 de junio). “Yo no me considero de derechas”. El País. Puede consultarse 
en http://bit.ly/2tuaj5Z
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oficiales muestran un claro rompimiento de tendencias en 2006-2007 en 

indicadores relacionados con la seguridad pública, con las relaciones de 

convivencia entre el Ejército y la sociedad mexicana, y con presuntas viola-

ciones a derechos humanos.4

Relativizar hoy este cambio sustantivo, enfatizando los antecedentes 
históricos de la participación militar en las políticas de seguridad pública, 
sólo puede entenderse como un afán de disminuir la responsabilidad que 
pesa sobre la administración calderonista, máxime dado que hoy sabe-
mos, gracias al mismo Instituto Belisario Domínguez, que en realidad la 
justificación de este despliegue extraordinario siempre fue endeble: La 
información oficial disponible muestra que no existió una crisis de segu-
ridad, ni una ‘ola de violencia’ (salvo en el estado de Michoacán) que justi-
ficara el despliegue simultáneo de operativos con las Fuerzas Armadas, de 
carácter permanente, en diversos estados del país entre 2006 y 2007. Los 
datos oficiales revelan que la implementación de estos operativos, lejos 
de disminuir la violencia existente (que se encontraba en mínimos histó-
ricos), la incrementó de forma drástica.5

En su momento, el presidente Calderón advirtió que esta empresa cos-
taría mucho dinero y desgraciadamente vidas humanas, pero aseguró 
que México tenía la estrategia correcta y ganaría, “por supuesto, [la] gue-
rra”6. Prometió, así, hacer prevalecer el derecho por encima de la violencia 
y hacerla retroceder. La primera acción en esta lógica, el 11 de diciembre de 
2006, fue el inicio de la Operación Conjunta Michoacán que implicó, entre 
otras acciones, el despliegue de más de 5 mil elementos de la Policía Fede-
ral y el Ejército en esa entidad. Esa fecha sería recordada en la posteridad 
por el inusitado empleo de la vestimenta castrense por parte del presiden-
te de la República.

Esa nueva política de intervención de las Fuerzas Armadas en tareas 
de seguridad pública tuvo asidero en el Plan Nacional de Desarrollo (pnd) 
2007-2012, en el eje 1 Estado de Derecho y Seguridad; especialmente, en 

4. Galindo, C., et al. (2017). Seguridad interior: elementos para el debate. Temas estratégicos, No. 
39. Instituto Belisario Domínguez. (México: Senado de la República). p. 32. Puede consultarse 
en: http://bit.ly/2spvab6

5.  Ibid.

6. Moreno, J., op. cit.
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el objetivo 8: “Recuperar la fortaleza del Estado y la seguridad en la convi-
vencia social mediante el combate frontal y eficaz al narcotráfico y otras 
expresiones del crimen organizado”. 7 

La Directiva para el Combate Integral al Narcotráfico contemplada en 
el Programa Sectorial de Defensa Nacional 2007-20128, significó la forma-
lización de la intervención y participación del Ejército y la Fuerza Aérea en 
la política de seguridad pública del gobierno calderonista, cuyo eje rector, 
de acuerdo con dicho Programa, era recuperar la fortaleza del Estado y la 
seguridad en la convivencia social “mediante el combate frontal al narco-
tráfico y otras expresiones del crimen organizado”.9

En este contexto, el cumplimiento de las órdenes presidenciales no se 
hizo esperar, pues el entonces secretario de la Defensa Nacional, General 
Guillermo Galván Galván, instruyó a sus hombres y mujeres para ir con-
tra “el enemigo”, desarrollar “esquemas de combate”, apoyarse en “tropas 
amigas”, tener “amplia libertad e iniciativa” y disponer del mayor “fuego” 
posible para arremeter contra “los blancos” fijados por la “visión presiden-
cial”. La estrategia continuaba tomando forma y fortaleciéndose bajo el 
principio de “hostigar, capturar o neutralizar al enemigo”.10

De 2006 a 2012, bajo el mandato de combate frontal se ejecuta-
ron múltiples operaciones principalmente en los estados de Baja Cali-
fornia (Tijuana), Chihuahua (Ciudad Juárez), Frontera Sur (Istmo), 
Guerrero, Michoacán, Sinaloa (Culiacán-Navolato), Triángulo Dorado 
(Chihuahua-Sinaloa-Durango) y noreste (Nuevo León - Tamaulipas).11 

En cuanto a las consecuencias de esta guerra, lamentablemente la pre-
dicción presidencial fue atinada: las acciones instrumentadas en tal con-
texto se tradujeron pronto en dolor y pérdida de vidas humanas. El año 
anterior a la toma de posesión de Felipe Calderón, las estadísticas nacio-
nales e internacionales señalaban que el país vivía los menores índices de 

7. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de mayo de 2007

8. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de enero de 2008.

9. Secretaría de la Defensa Nacional (sedena). (2008) “Programa Sectorial de Defensa Nacional 
2007-2012”. (México: Diario Oficial de la Federación). Puede consultarse en http://bit.ly/2svh9E4

10. Carrasco, J. (2014, 12 de julio). “La ‘biblia’ militar de la ‘guerra’ de Calderón”. Proceso. Puede 
consultarse en http://bit.ly/2s9TNnV

11. Poiré, A. (2011). Los Operativos Conjuntos (México: Secretaría de Gobernación). Disponible en 
http://bit.ly/2spTt8L (Fecha de consulta: 3 de febrero del 2017).
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violencia de su historia: según el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi), se presentaban sólo 8.5 homicidios por cada cien mil habi-
tantes; esta cifra se triplicó para el 2011, pues el índice se situó en 24 por 
cada cien mil habitantes12. De igual forma, tomando en cuenta también las 
cifras del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca (sesnp), 2011 tuvo los índices más altos de homicidios dolosos del sexe-
nio con 22 852 muertes. Al término del sexenio, sumaban más de 104 mil 
civiles muertos.13

Ante los evidentes resultados de una política de seguridad errada, 
el discurso oficial calderonista se empecinó en no reconocer inmedia-
tamente que hubiera víctimas de violaciones a derechos humanos. En 
el triste conteo de los saldos de la guerra se reprodujo la lógica bélica: 
los muertos de la Guerra contra el narcotráfico eran sólo los “enemigos” 
(narcotraficantes) o los héroes (policías y militares que combatían con-
tra ellos).14 

A pesar de la grave situación y de que al inicio del sexenio se había afir-
mado que la estrategia militar sería de “respaldo temporal” y “transitorio”, 
ésta se prolongó durante todo el periodo de la gestión de Felipe Calderón. 
Al final de la misma el propio mandatario advirtió que existía un “gran 
riesgo” de que la presencia de las Fuerzas Armadas en las calles dejara de 
ser una “fuerza subsidiaria” para convertirse en “permanente”.15

En diciembre de 2012 Enrique Peña Nieto asumió la presidencia de un 
México inmerso en una espiral de delincuencia y violencia. Su discurso de 
campaña electoral y posteriormente de gobierno intentó tomar distancia 
del que se había vuelto común en el sexenio calderonista. La nueva admi-
nistración sostuvo que el problema del narcotráfico no debía ser enfoca-
do como una cuestión de seguridad nacional sino de salud pública; así, se 

12. Aguilar, G. et al. (2012, 17 de octubre). “La guerra antinarco, el gran fracaso de Calderón”. 
Proceso. Puede consultarse en http://bit.ly/2tuiajU

13. Ortega, O. (2016, 11 de diciembre). “Parte de Guerra”. Revista R. Puede consultarse http://bit.
ly/2usgLaC

14.  Pardo, J. L. (2016, 7 de septiembre). “México cumple una década de duelo por el fracaso de 
la Guerra contra el Narco”. The New York Times. Puede consultarse en: https://nyti.ms/2pIitDe     

15. Calderón, F. (Segunda Intervención en el evento “Jornada Ciudadana por la Seguridad y la 
Justicia”. Ciudad de México, 14 de octubre del 2011.). Puede consultarse en: http://bit.ly/2u7GZjE 
(Fecha de consulta: 24 de mayo del 2014).
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distanció del discurso de guerra frontal contra los carteles de la droga y la 
delincuencia organizada instaurada por su antecesor.16

Al inicio de su sexenio, el gobierno Peña Nieto fue en el discurso inclu-
so más allá: reconoció que la estrategia que se venía llevando a cabo no 
estaba disminuyendo la violencia en el país, enfatizando la necesidad de 
diseñar una nueva política de seguridad para “lograr un México en paz” a 
partir de una “estrategia nacional para reducir la violencia”.17

Bajo esta nueva línea discursiva, la política de seguridad peñista aspi-
raba a ser “una auténtica política de Estado”18. Así, el gobierno entrante 
adoptó una retórica en la que los pilares fundamentales eran la planea-
ción, la prevención del delito, la protección y respeto de los derechos huma-
nos, la coordinación, la transformación de las instituciones policiales, de 
procuración de justicia y la evaluación. 

Entre las acciones que se propusieron al inicio de sexenio para concre-
tar esta nueva orientación destacaban las siguientes19: 

• La creación de una gendarmería nacional integrada por 10 mil efectivos.

• La división del territorio nacional en cinco regiones operativas.

• Una inversión de más de mil millones de dólares en programas de pre-
vención del delito.

• La reorganización de la Policía Federal.

• La creación de un Programa Nacional de Derechos Humanos.

16. Paullier, J. (2016, 11 de diciembre). “10 años de la guerra contra el narcotráfico en México: Juan 
Villoro habla sobre la esquizofrenia del país y por qué ‘toda bala es una bala perdida’”. bbc. 
Puede consultarse en: http://bbc.in/2sa4S8w

17. Redacción. (2012, 2 de diciembre). “Peña Nieto presenta su propuesta de trabajo, cinco ejes y 
13 decisiones”. Excélsior. Puede consultarse en: http://bit.ly/2turmoc

18. Peña, E. (Intervención del Presidente de México en el evento “II Sesión Extraordinaria del 
Consejo Nacional de Seguridad Pública”, llevado a cabo en la Ciudad de México el 12 de diciem-
bre de 2012.) Puede consultarse en: http://bit.ly/2tulAmR 

19. Redacción. (2012, 18 de diciembre). “México: el plan de Peña Nieto contra el narcotráfico”. bbc. 
Puede consultarse en http://bbc.in/2sZBWmu
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• La creación de 15 unidades policiales dedicadas al combate del secuestro 
y la extorsión.

En cuanto a las Fuerzas Armadas, la nueva administración pública 
federal anunció que éstas continuarían en labores de apoyo, al menos 
hasta que se pusiera en marcha la Gendarmería y en tanto no concluyera 
el proceso de reestructuración de las policías estatales. Todo hacía supo-
ner que por fin los militares regresarían a los cuarteles progresivamente, 
en tanto que la atención a la disminución de la violencia quedaría, como 
constitucionalmente está mandatado, en manos de los cuerpos policia-
les civiles.

Este escenario también parecía apuntar a que el Gobierno federal 
asumiría sus obligaciones respecto a la anquilosada condición de las ins-
tituciones policiales civiles, sentando las bases para su democratización 
con perspectiva de derechos humanos. La insistencia en que se adoptaría 
un enfoque centrado en la reducción de la violencia y no en la imposible 
meta de ganar la Guerra contra el narcotráfico parecía también orienta-
do a enmendar el enfoque bélico prevaleciente. 

Lamentablemente no fue así: desde el momento en que se formalizó 
legalmente la planeación sobre el rumbo que tomaría la Administración, 
Peña Nieto rompió con ese discurso oficial. 

Dentro del Plan Nacional de Desarrollo (pnd) 2013-2018, en la prime-
ra de sus cinco metas nacionales, denominada México en Paz, se recono-
ció que el problema de inseguridad y violencia se debía atender desde la 
visión de prevención del delito y la transformación institucional de las 
fuerzas de seguridad pública, con el propósito de construir policías profe-
sionales. Sin embargo, en la misma meta y de forma paradójica se retomó 
y fortaleció el empleo de las Fuerzas Armadas como instrumento contra 
el narcotráfico y la delincuencia, como puede verse enseguida:

I.1. Diagnóstico: México demanda un pacto social más fuerte y con plena 

vigencia.

[…]

Defensa exterior y seguridad interior.

La misión de las Fuerzas Armadas de México es emplear el poder militar 

de la Federación para la defensa exterior y para coadyuvar en la seguridad 

interior del país. La colaboración de las Fuerzas Armadas para garantizar la 
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seguridad interior ha tomado un papel predominante en los últimos años, 

debido a la violencia generada por las organizaciones delictivas.

Ante esta coyuntura, las Fuerzas Armadas enfrentan retos importan-

tes. En primer lugar, destaca un marco jurídico que debe mejorarse para 

atender la realidad operativa. Las tareas que realizan las Fuerzas Armadas, 

particularmente las de coadyuvancia a la seguridad interior, deben basar-

se en un fortalecido marco jurídico que otorgue certeza a la actuación de 

su personal y procure el respeto a los derechos humanos.

Se requiere de un mayor intercambio de información y cooperación con 

las autoridades de los tres órdenes de gobierno en las tareas de seguridad in-

terior. La coordinación entre éstos debe reforzarse a través de procedimientos 

estandarizados, para el intercambio de inteligencia en el combate a la delin-

cuencia. […] se deberá propiciar que el equipo e infraestructura de las fuerzas 

militares se mantengan en condiciones adecuadas, a fin de evitar que ello 

debilite su capacidad de respuesta operativa. Se fortalecerá y se adecuará el 

adiestramiento para que responda a las exigencias de los tiempos actuales.20

A partir de la programación delineada en la meta nacional México en Paz, 
la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), en el Programa Sectorial de 
Defensa Nacional 2012-2018, como parte estructural de su diagnóstico y polí-
tica de actuación reconoció que en últimos años se ha presentado en algu-
nas regiones del país “una compleja realidad motivada por la presencia de 
grupos delictivos” que han elevado los índices de violencia e inseguridad que 
afectan a la población en general, “y que han requerido la participación de 
las Fuerzas Armadas para coadyuvar a reducirla y garantizar la paz social”.21

Por ello, la Sedena enfatizó desde entonces, en dicho documento ofi-
cial, la presunta necesidad de promover una Ley de Seguridad Interior y 
una Ley de Defensa Nacional, para –según se asentó ahí– dar “certeza jurí-
dica a la actuación de las Fuerzas Armadas” y otras instancias del Estado 
mexicano responsables en estas funciones.

Además, en sus instrumentos programáticos la Sedena asentó que, fren-
te a la problemática del país, durante el sexenio 2012-2018 se atendería la 

20. Gobierno de la República. (2013) “Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018”, (México: Diario 
Oficial de la Federación). Puede consultarse en http://bit.ly/2tyw3OH

21. Secretaría de la Defensa Nacional. “Programa Sectorial de Defensa Nacional 2013-2018” 
(México:  Diario Oficial de la Federación). Puede consultarse en http://bit.ly/2u7If6k
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demanda de “contar con mayor presencia de tropas en el territorio nacional”  
para continuar realizando operaciones militares en coadyuvancia con las 
autoridades civiles en la función de seguridad pública. Para este fin se propu-
so reorganizar y reubicar unidades militares, a fin de optimizar sus recursos 
humanos y materiales, y de hacerlas más ligeras, con gran movilidad, flexi-
bles, “con mayor potencia y volumen de fuego”.23

Siendo claro que la Sedena buscó desde el inicio de sexenio conti-
nuar, incrementar y potenciar su intervención ilegal en tareas de seguri-
dad pública, su programa sectorial dejó en el olvido cualquier intención 
de establecer un plan para el retiro paulatino de sus fuerzas del espacio 
público en tareas que estrictamente son de seguridad pública.

Empero, resulta de suma importancia enfatizar, como se hace en el 
apartado siguiente, que ni el Programa Sectorial de Gobernación 2013-
201824 ni el Programa Nacional de Seguridad Pública 2014-201825, en tanto 
documentos programáticos vinculados con el tema de seguridad pública, 
hacen alusión al uso de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad públi-
ca. Por el contrario, estos documentos legales confirman que la seguridad 
pública constituye un servicio público a cargo de las autoridades civiles de 
los tres órdenes de gobierno.

El Programa Nacional de Seguridad Pública 2014-2018, si bien habla 
de un reordenamiento funcional y territorial de la respuesta operativa 
ante las organizaciones delictivas, en el marco de acciones coordinadas 
entre la Policía Federal y las “instituciones que coadyuvan con las autori-
dades civiles en funciones de seguridad pública”26, aludiendo claramen-
te al Ejército y a la Marina, establecía claramente que debería avanzarse 
en “el retiro de las Fuerzas Armadas como apoyo en tareas de seguridad 
pública […] gradual, como respuesta a la consolidación de las institucio-
nes policiales”.27 

22. Ibid.

23. Ibid.

24. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de diciembre de 2013.

25. Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de abril de 2014.

26. Gobierno de la República. (2014). “Programa Nacional de Seguridad Pública” 2014-2018. 
México: Diario Oficial de la Federación. Puede consultarse en: http://bit.ly/2spKh4B

27. Ibid.
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 Las contradicciones en estos instrumentos de planeación son evidentes:

Ejes de la política de seguridad pública de Enrique Peña Nieto

Plan Nacional de 
Desarrollo

México en Paz

enfoque civil

• Acciones de prevención del delito.
• Transformación institucional de las fuerzas de seguridad pública 
(policías profesionales).

enfoque militar

• Incremento en el número de elementos militares asignados.
• Mayor presencia de las Fuerzas Armadas en el espacio público.
• Promoción de una Ley de Seguridad Interior.

Estrategias de Seguridad Pública (ESP)
Plan Nacional de Desarrollo (PND)

Felipe Calderón Hinojosa
2007-2012

Enrique Peña Nieto
2013-2018

Recuperar la fortaleza del Estado y la segu-
ridad en la convivencia social mediante el 
combate frontal y eficaz al narcotráfico y 
otras expresiones del crimen organizado.

Las tareas que realizan las Fuerzas Armadas, 
particularmente las de coadyuvancia a la 
seguridad interior, deben basarse en un for-
talecido marco jurídico que otorgue certeza 
a la actuación de su personal y procure el 
respeto a los derechos humanos.

[E]l intercambio de inteligencia en el comba-
te a la delincuencia. […] se deberá propiciar 
que el equipo e infraestructura de las fuer-
zas militares se mantengan en condiciones 
adecuadas, a fin de evitar que ello debilite 
su capacidad de respuesta operativa. Se 
fortalecerá y se adecuará el adiestramiento 
para que responda a las exigencias de los 
tiempos actuales.

Más allá de las modulaciones o los matices en el discurso público, des-
de los mismos instrumentos de planeación del Gobierno federal es claro 
que la estrategia de la guerra que comenzó durante la gestión de Feli-
pe Calderón no terminó con su sexenio, sino que fue continuada por el 
gobierno que encabeza Enrique Peña Nieto; los documentos, los hechos y 
las cifras lo demuestran:
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Estrategias de Seguridad Pública (ESP)
Plan Nacional de Desarrollo (PND)

Programa Sectorial de Defensa Nacional
Gral. Guillermo Galván Galván

2007-2012
Gral. Salvador Cienfuegos Zepeda

2013-2018

Recuperar la fortaleza del Estado y la segu-
ridad en la convivencia social “mediante 
el combate frontal al narcotráfico y otras 
expresiones del crimen organizado”.

Imprescindible necesidad de promover una 
Ley de Seguridad Interior y una Ley de Defen-
sa Nacional, para dar “certeza jurídica a la 
actuación de las Fuerzas Armadas”. 

Durante la presente administración es una 
“demanda contar con mayor presencia de 
tropas en el territorio nacional”, para conti-
nuar, […], realizando operaciones militares en 
coadyuvancia con las autoridades civiles en 
la función de seguridad pública; por lo que 
se requería reorganizar y reubicar unidades 
militares, a fin de optimizar sus recursos 
humanos y materiales; para hacerlas más 
ligeras, con gran movilidad, flexibles, “con 
mayor potencia y volumen de fuego”, explo-
tando las bondades de la tecnología.

Como puede verse, en la planeación del sexenio la presencia de las 
Fuerzas Armadas fue ambivalente; por un lado, en línea con el deslinde 
discursivo de esta administración respecto de la que le precedió, en algu-
nos documentos se atenuó la militarización; empero, en otros documen-
tos oficiales ésta quedó prevista desde el comienzo, en clara continuidad 
con las políticas adoptadas durante el gobierno de Felipe Calderón. 

Pero además de potencializar la militarización en la planeación de ini-
cios de sexenio, el gobierno de Enrique Peña Nieto continuó desplegando 
intensivamente a las Fuerzas Armadas en el territorio nacional, como se 
señala en el siguiente apartado.

1.2. La continuidad del despliegue militar en el terreno

Durante el actual sexenio, la política de seguridad se tradujo, entre otras 
cosas, en un continuado despliegue militar en el territorio nacional, el cual 
–en contra de las premisas formuladas a inicios de la administración– no 
aminoró sino que aumentó.
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Una manera de analizar cómo el despliegue militar no ha disminuido 
es revisar el número de las Bases de Operaciones Mixtas (bom). En el año 
2012, último de la administración calderonista, la Sedena reportó la exis-
tencia de 75 bases de operaciones mixtas desplegadas en el país, con un 
total de 1,680 elementos y 160 vehículos militares asignados a tareas que 
son propiamente de seguridad pública.28

En los cuatro años del actual sexenio estas cifras se han acrecentado 
de forma sostenida. En 2016 se contabilizaron 142 bases mixtas con 3 386 
elementos militares asignados de fijo en tareas de seguridad pública y con 
el apoyo de 368 vehículos, lo que representa un crecimiento del 100% del 
despliegue militar permanente. Aunado a ello, tan sólo en 2016 el Ejérci-
to y la Fuerza Aérea Mexicana realizaron 14 operaciones coordinadas con 
fuerzas policiales por situaciones coyunturales de violencia en los estados 
de Jalisco, Guerrero, Nuevo León y Tamaulipas.29

28. Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena). (2012) Sexto Informe de Labores. (México: 
Sedena). Puede consultarse en: http://bit.ly/2t0zXP1

29. Presidencia de la República. (2016). Cuarto informe de Gobierno 2015-2016. (México: Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos) 79. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tuVJek
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30. Secretaría de la Defensa Nacional. (2016). 4° Informe de Labores de la Sedena 2015-2016. 
(México: Sedena). Puede consultarse en: http://bit.ly/2t9M1fl

El incremento de bases de operación mixta y elementos castrenses en 
activo desde luego ha impactado de manera directa en el incremento de 
la militarización en gran parte del territorio nacional. En el año de 2012 las 
bases de operaciones de las Fuerzas Armadas se encontraban desplega-
das en 19 estados; para 2016 la presencia militar se extendió a 24 entida-
des federativas, lo que representa el 75% del territorio nacional.30
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Otra dimensión relevante para medir la no decreciente militarización 
es la concerniente a las operaciones contra el narcotráfico realizadas por 
las Fuerzas Armadas, según se reporta en los informes de gobierno. 

Al respecto, la Sedena y la Secretaría de Marina Armada de México 
(Semar) han reportado conforme a lo siguiente:

Operaciones contra el narcotráfico | Felipe Calderón Hinojosa

años Secretaría de Marina
Operaciones / elementos mensuales

Septiembre 2007 – agosto 2008 8 764 / 9 506

Septiembre 2008 – julio 2009 11 950 / 8 118

Septiembre 2009 – julio 2010 16 735 / 8 056

Septiembre 2010 – julio 2011 19 556 / 8 763

Septiembre 2011 – julio 2012 26 073 / 7 405

Operaciones contra el narcotráfico | Enrique Peña Nieto

años Secretaría de Marina
Operaciones / elementos mensuales

Diciembre 2012 – agosto 2013 21 868 / 6 867 

Septiembre 2013 – julio 2014 17 350 / 5 700

Septiembre 2014 – agosto 2015 13 302 / 3 698

Septiembre 2015 – agosto 2016 22 473 / 3 789

Operaciones contra el narcotráfico* | Enrique Peña Nieto

años Secretaría de la Defensa Nacional
Operaciones / elementos mensuales

Diciembre 2012 – agosto 2013 6 697

Septiembre 2013 – agosto 2014 9 779

Septiembre 2014 – julio 2015 8 935

Septiembre 2015 – julio 2016 12 964

*La Secretaría de la Defensa Nacional no reporta el total de operaciones contra el narcotráfico del Ejército Mexicano, única-
mente reporta este rubro con respecto a la Fuerza Aérea Mexicana en coordinación con el Ejército, la Secretaría de Marina 

Armada de México y otras dependencias de los tres niveles de gobierno. (Fuentes: Informes anuales de la Sedena y Semar de 
los sexenios de Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto). 

Como puede verse, al contrastar el sexenio de Felipe Calderón con el de 
Enrique Peña Nieto no se distingue un descenso relevante en las operacio-
nes castrenses contra el narcotráfico, como sería el caso si efectivamente 
se hubiese dejado atrás el paradigma militar en aras de fortalecer la inter-
vención civil en esta importante labor de Estado.  
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Presupuesto asignado a Fuerzas Armadas32 
años Sedena Semar

2007 $32 200 896 500 m.n. $10 951 321 100 m.n.

2008 $34 861 005 900 m.n. $13 382 746 100 m.n.

2009 $43 623 321 860 m.n. $16 059 281 110 m.n.

2010 $43 632 410 311 m.n. $15 991 869 193 m.n.

2011 $50 039 456 571 m.n. $18 270 177 440 m.n.

2012 $55 610 989 782 m.n. $19 679 681 622 m.n.

2013 $60 810 570 686 m.n. $21 864 854 169 m.n.

2014 $65 236 949 977 m.n. $24 599 681 183 m.n.

2015 $71 269 654 718 m.n. $27 024 522 576 m.n.

2016 $72 250 719 526 m.n. $27 401 156 874 m.n.

2017 $69 407 968 044 m.n. $26 336 892 497 m.n.

De acuerdo con el secretario de la Defensa Nacional, tan sólo en 2016 
los elementos del Ejército realizaron aproximadamente 54 operaciones 
regionales en tareas de seguridad pública, con un promedio diario de 
52 mil elementos desplegados; se firmaron 37 convenios con empresas 
paraestatales para dar seguridad a 210 instalaciones y se desplegaron 75 
puestos militares de seguridad31. Es decir, diariamente al menos 50 mil ele-
mentos del Ejército realizan funciones ajenas al mandato constitucional 
de las Fuerzas Armadas.

La continuidad e intensificación del despliegue en terreno de las Fuer-
zas Armadas ha generado un aumento continuado en el gasto militar. 
Esto puede verse tanto en el constante crecimiento del presupuesto des-
tinado a las Fuerzas Armadas como en el incremento del gasto específico 
en armamento y equipo.

En cuanto al presupuesto asignado tanto a la Sedena como a la Semar, 
éste ha aumentado poco más del 100% en los últimos 10 años, teniendo 
una pequeña disminución el último año como se puede corroborar en la 
siguiente tabla.

31. Cienfuegos, Salvador. (2016, 5 de diciembre). “No confundir seguridad interior con seguridad 
pública”, El Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/2gYzaZL

32. Revisión de los Presupuestos de Egresos de la Federación de 2007 a 2017.



34 capítulo uno

Por otro lado, durante los tres primeros años de la administración de 
Enrique Peña Nieto, entre 2013 y 2015, se han destinado más de 2 mil millo-
nes de dólares para la adquisición de armamento y equipamiento militar 
con el objetivo de modernizar y expandir las instalaciones castrenses para 
el combate del narcotráfico.33

En tanto, la inversión en la compra de armamento y equipamiento 
militar ha sido altamente privilegiada: como ya se mencionó, en los tres 
primeros años de su sexenio (2012-2015) se erogaron 2 mil 35 millones 822 
mil dólares en armamento y equipo militar adquirido a Estados Unidos 
que, al tipo de cambio de la época de compra, sería equivalente a 28 mil 
560 millones 37 mil 613 pesos. Entre las adquisiciones se encuentran heli-
cópteros, aviones y vehículos todo terreno. En 2014 se gastaron 97 millo-
nes de dólares, mientras que en 2015 fueron 500 millones de dólares, de 
los cuales 305 millones se destinaron a equipos de aviación34. La cantidad 
de material militar adquirido por México lo coloca como el primer compra-
dor de armas militares en Latinoamérica.35

En el primer año del actual sexenio, la Sedena creó 12 compañías de man-
tenimiento, el Centro de Investigación y Desarrollo del Ejército y Fuerza Aérea, 
cuatro escuadrones de detección y alarma avanzada, cuatro batallones de 
ingenieros de combate y dos compañías del Servicio Militar Nacional. Por 
su parte, en el último año, la Armada de México creó 4 estaciones navales.36

Este intenso despliegue territorial ha llevado también a que las Fuerzas 
Armadas crezcan en personal. En cuanto a recursos humanos, durante el 
período de Peña Nieto el número de trabajadores de las Fuerzas Armadas ha 
aumentado de 196 767 a 213 477 en la Sedena y de 47 471 a 54 741 en la Semar.

Por otro lado, la propia Función Pública ha documentado que el pre-
supuesto para las operaciones de seguridad pública y nacional se ha 
incrementado sin que se rindan cuentas de cómo se utilizan los fondos. 
Ejemplo de ello es el crecimiento de la partida 33701 “Gastos de seguridad 

33. Plasa, A. (2016, 7 de febrero). “Gasta más Peña que Calderón en armamento”. Contralínea. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/2sGPtfk

34. Atilano, T. (2016, 27 de diciembre) “Cuidado con las iniciativas sobre seguridad interior”. 
Animal Político. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tKbEX9

35. Plasa, A. op. cit.

36. Presidencia de la República. (2013). Primer Informe de Gobierno 2012-2013. (México: Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos). Puede consultarse en: http://bit.ly/2tKqsVK
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pública y nacional”, la cual ha crecido exponencialmente en los últimos 
años, y particularmente en el 2016 –el año más violento en la administra-
ción de Peña Nieto– creció veinte veces.37  

De acuerdo con la Secretaría de Hacienda, la partida mencionada debe 
destinarse “a la realización de programas, investigaciones, acciones y acti-
vidades en materia de seguridad pública y nacional, en cumplimiento de 
funciones y actividades oficiales, cuya realización implique riesgo, urgen-
cia o confidencialidad”, por lo que no se transparentan los datos de cómo 
se ejercen estos fondos. Así, durante la gestión de la actual administración 
se “adjudicaron 2 mil 915 millones de pesos para esos fines, en realidad se 
gastaron 40 mil 545 millones de pesos; lo que implica un aumento presu-
puestal de 1 291% en términos nominales”.38

Las consecuencias que pueden tener el crecimiento de las Fuerzas 
Armadas y el aumento de su presupuesto a lo largo de la última década 
no son menores. En sí mismos, estos incrementos desmedidos pueden vol-
verse un incentivo para que el Ejército y la Marina no dejen de realizar las 
tareas de seguridad que hoy realizan, en la medida en que provocan una 
inercia organizacional que a la larga puede ser difícil revertir.

En resumen, aun cuando la administración peñista desde antes de su 
arribo al poder se distanció del discurso de Guerra contra el narcotráfico 
–incluso eliminó en la formalidad utilizar frases como “batalla” o “com-
bate frontal”–, no hay lugar a dudas de que el despliegue castrense con-
tinuó y aumentó en este sexenio, generando un considerable impacto 
presupuestal. Esta decisión de Estado, como se verá enseguida, conllevó 
el abandono de la democratización de los cuerpos policiales civiles.

1.3. El abandono de la democratización y el fortalecimiento 
de las fuerzas policiales

Como ya se revisó, una de las promesas de la campaña electoral y uno de 
los posteriores compromisos gubernamentales asumidos por Enrique 
Peña Nieto como presidente de la República al inicio del sexenio tenía que 
ver con la construcción de una nueva estrategia nacional de seguridad 

37. Montalvo T. ( 2017, 8 de mayo) “Gobierno de Peña gasta 20 veces más en seguridad y además 
oculta en qué invierte los recursos”. Animal Político. Disponible en: http://bit.ly/2qJNdY9

38. Ibid.
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destinada básicamente a la reducción de la violencia. Para ello, el Gobierno 
federal propuso entre otras cosas la creación de la Gendarmería, la rees-
tructuración de la Policía Federal y el aumento de presupuesto para pro-
gramas de prevención del delito.

Esos compromisos no sólo quedaron en el ámbito del Ejecutivo federal. 
El 2 de diciembre de 2012, Enrique Peña Nieto y los dirigentes de las prin-
cipales fuerzas políticas del país suscribieron el acuerdo político nacional 
denominado Pacto por México39, mediante el cual el Gobierno y los parti-
dos se comprometieron a impulsar un conjunto de iniciativas y reformas 
de común acuerdo.

Si bien el Pacto por México no se tradujo en un documento jurídica-
mente vinculante y sin dejar de lado que la confección del mismo no estuvo 
exenta de críticas por su talante poco transparente y democrático40, en este 
informe es relevante revisar los acuerdos que este pacto produjo en materia 
de seguridad y justicia para enfatizar que la profundización del despliegue 
castrense no era parte de los acuerdos construidos en ese marco.

En el Pacto se acordó que la política de seguridad y justicia tendría 
como objetivo principal recuperar la paz y la libertad a través de la dismi-
nución de la violencia. La acción 3.2 fue la reforma de los cuerpos de policía 
a través de dos compromisos concretos: i) la transformación de las policías 
civiles municipales y estatales y ii) la creación de la Gendarmería Nacional.

Pacto por México41

Acuerdo 3.
Seguridad y

Justicia

Acción 3.2. Reformar los cuerpos policiales.

Compromiso 75

Se aplicará un esquema de Policías Estatales Coordina-
das, en el que las policías municipales se conviertan en 
policías de proximidad para cuidar los barrios, unidades 
habitacionales, mercados, zonas turísticas y otros espacios 
públicos, y las policías estatales asuman todas las labores 
de seguridad pública bajo un sistema de homologación 
de funciones y capacidades. Se impulsará un esquema en 
coordinación con las autoridades municipales.

39. Gobierno de la República. (2012). Pacto por México. Véase: http://pactopormexico.org

40. Merino, J. et al. (2014, 4 de septiembre) “Eficacia y democracia: la reconcentración del poder 
en México”. Animal Político. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tILgvQ

41. Gobierno de la República. (2012). Pacto por México. op. cit.
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Pacto por México

Acuerdo 3.
Seguridad y

Justicia

Acción 3.2. Reformar los cuerpos policiales.

Compromiso 
76

Se crearía la Gendarmería Nacional como un cuerpo de 
control territorial que permita el ejercicio de la soberanía 
del Estado mexicano en todos los rincones del país, sin im-
portar su lejanía, aislamiento o condición de vulnerabilidad.

42. Presidencia de la República. (2013). “Política Pública de Seguridad y Procuración de Justicia”. 
Véase: http://bit.ly/2bIjxUd

Una revisión integral de los acuerdos del Pacto por México muestra que 
iban destinados a que se fortalecieran los cuerpos policiales civiles en los 
tres órdenes de gobierno. Es decir, para la realización de las tareas de seguri-
dad el acuerdo partidista en ningún modo consideró la participación de las 
Fuerzas Armadas. Particularmente, la vinculación expresa de la creación de 
la Gendarmería con las tareas de control territorial y el ejercicio de la sobera-
nía evidencia que las diversas expresiones políticas pensaban en este cuer-
po para tales labores y no primordialmente en las Fuerzas Armadas.

Posteriormente, el Plan Nacional de Desarrollo (pnd) 2013-2018, den-
tro de la meta nacional México en Paz, proyectó como plan de acción para 
mejorar las condiciones de seguridad pública, focalizar el trabajo en: i) la 
prevención social de la violencia y ii) la contención del delito mediante 
intervenciones policiales oportunas y efectivas.

En esta línea, el Plan Nacional para alcanzar el cumplimiento del pro-
yecto de acción, a su vez, estableció dos estrategias: i) aplicar, evaluar y dar 
seguimiento del Programa Nacional para la Prevención Social de la Violen-
cia y la Delincuencia y ii) promover la transformación institucional y for-
talecer las capacidades de las fuerzas de seguridad. En particular, respecto 
de la última estrategia, se planteó la reestructuración de la Policía Federal 
hacia un esquema de proximidad y cercanía.

En el mes de agosto de 2013, el Ejecutivo federal publicó la Política Públi-
ca de Seguridad y Procuración de Justicia, mediante la cual se reafirmó como 
prioridad la profesionalización y fortalecimiento de los cuerpos de policía.42

De esta manera, el Pacto Por México, el Plan Nacional de Desarrollo y 
la Política Pública de Seguridad y Procuración de Justicia sentaron en la 
formalidad las bases del fortalecimiento de las policías civiles en el actual 
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sexenio. El Programa Sectorial de Gobernación 2013-2018 y el Programa 
Nacional de Seguridad Pública 2014-2018 complementaron la planeación.

El Programa Sectorial de Gobernación, en su objetivo relacionado con 
el mejoramiento de las condiciones de seguridad y justicia, incluyó como 
estrategia para su cumplimiento la promoción de la transformación ins-
titucional y fortalecimiento de las fuerzas de seguridad a través de la eje-
cución de siete líneas de acción, entre ellas la administración de recursos, 
la profesionalización y la homologación de la carrera policial en los tres 
órdenes de gobierno, la certificación y control de confianza del personal 
de seguridad en los tres órdenes de gobierno, la reorganización de la Poli-
cía Federal y la creación de la Gendarmería. Todo, como se ve, encaminado 
a la fortalecer a la policía civil.

El Programa Nacional de Seguridad Pública finalmente terminó de 
esbozar la Estrategia de Seguridad Pública, planteando sobre el fortaleci-
miento de la policía civil lo siguiente:

•  El reordenamiento funcional y territorial de la respuesta operativa 
ante las organizaciones delictivas, en el marco de acciones coordina-
das entre la Policía Federal y las instituciones que coadyuvan con las 
autoridades civiles en funciones de seguridad pública. Este reordena-
miento se realizará partiendo del entendimiento de las características 
de los grupos delictivos en cada región y de sus índices de violencia, así 
como de los ámbitos de acción territorial, la capacidad de respuesta 
diferenciada, la especialización y entrenamiento de cada institución.

• El retiro de las Fuerzas Armadas como apoyo en tareas de seguridad 
pública será gradual, como respuesta a la consolidación de las institu-
ciones policiales.

• El uso de inteligencia por encima de la fuerza, a partir de la definición de 
procedimientos claros para la integración, análisis, explotación, e inter-
cambio de información que apoye la toma de decisiones a nivel estraté-
gico y operativo en la desarticulación de las organizaciones delictivas.43

43. Gobierno de la República. (2014). “Programa Nacional de Seguridad Pública 2014-2018”. 
México: Diario Oficial de la Federación. Puede consultarse en: http://bit.ly/1hwdUQI
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La estrategia incluía también menciones sobre la pertinencia de avan-
zar en el fortalecimiento institucional en tres temas prioritarios: mando 
único policial en los estados, modelo nacional de evaluación y control de 
confianza y formación y desarrollo policial.

En estos términos, el análisis de los documentos programáticos que sus-
tentan la Estrategia de Seguridad Pública del actual sexenio confirma que 
en el diseño inicial esta administración planeó garantizar que dicho servi-
cio público estuviera a cargo de los cuerpos policiales civiles de los tres órde-
nes de gobierno.

Y si bien, como ya se dijo, la Estrategia de Seguridad Pública alude a 
las instituciones que “coadyuvan con las autoridades civiles en funcio-
nes de seguridad pública”, en una alusión a las Fuerzas Armadas llama-
tivamente velada pero al mismo tiempo obvia y evidente, lo cierto es que 
los documentos priorizaban el uso de inteligencia por parte de las fuerzas 
civiles por encima de la fuerza y aseguraban el retiro gradual de las Fuer-
zas Armadas en apoyo de tareas de seguridad pública como respuesta a la 
consolidación de las instituciones policiales.

En consecuencia, la Estrategia de Seguridad Pública del gobierno 
peñista en su planeación se propuso la reestructuración de la Policía Fede-
ral y la creación de la Gendarmería Nacional, lo mismo que la creación del 
mando único policial en los estados, el modelo nacional de evaluación y 
control de confianza y formación y desarrollo policial. Pero en los hechos, 
estando próximos a concluir el sexenio, estas metas lucen incumplidas en 
su mayoría. La propia intensificación de la presencia castrense, median-
te instrumentos como la Ley de Seguridad Interior, explicita este fracaso.

El limitado desarrollo de la Gendarmería es emblemático en este sen-
tido. Siendo candidato, Enrique Peña Nieto declaró que la creación de la 
Gendarmería sería uno de sus proyectos centrales y que ésta surgiría para

apoyar a los municipios de gran debilidad institucional o […] algunos que tie-

nen muy poca policía o no la tienen, o la tienen pero muy disminuida en ca-

pacidad y donde me parece que se está refugiando el crimen organizado”44.

44. Arteaga, A, et al. (2016, 06 de junio) “Crear una gendarmería Nacional: Peña Nieto”. Milenio. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/2sJkP5j
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En ese entonces, la creación de este cuerpo estaba vinculada a refor-
zar las capacidades del Estado donde las policías locales habían sido coop-
tadas por la delincuencia y para resguardar las instalaciones estratégicas.

Este énfasis se repitió el 17 de diciembre de 2012, en el marco de la 
segunda reunión extraordinaria del Consejo de Seguridad Nacional, cuan-
do se anunció la inminente creación de la Gendarmería

como un cuerpo de apoyo al control territorial que permita reforzar la 

atención a zonas con alta presencia de grupos de la delincuencia organiza-

da [que] extenderá gradualmente sus funciones a la vigilancia de instala-

ciones estratégicas, aeropuertos y puntos fronterizos prioritarios.45

El 3 de enero de 2013 entraron en vigor las reformas mediante las cuales 
se rediseñó el marco institucional de la administración pública federal. Las 
facultades de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, que fue extingui-
da, se trasladaron a la Secretaría de Gobernación (Segob). A cargo de esta 
Secretaría se creó en abril de ese mismo año la Comisión Nacional de Segu-
ridad (cns), a la cual quedó adscrita la Policía Federal.

El 22 de agosto de 201446, por medio de una serie de reformas al Regla-
mento de la Ley de la Policía Federal, se creó la División de Gendarmería de 
la Policía Federal, que se sumó a las seis divisiones ya existentes: Fuerzas 
Federales, Seguridad Regional, Investigación, Científica, Antidrogas e Inte-
ligencia. Es decir, la Gendarmería terminó siendo solamente la séptima 
división de la Policía Federal.

De este modo, el compromiso de transformar y reorganizar institu-
cionalmente la Policía Federal básicamente se materializó en su cambio 
orgánico de adscripción de una dependencia extinta a la Secretaría de 
Gobernación a través de la Comisión Nacional de Seguridad y a la rees-
tructuración interna de ésta para crear la Gendarmería.

Cuando este nuevo cuerpo policial fue creado, se le presentó como la 
institución clave para revertir la violencia y colmar las ausencias del Esta-
do en las regiones donde ha perdido control territorial. En la ceremonia de 

45. Ibid. 

46. Gobierno de la República. (2014) “Decreto por el que se reforman diversas disposiciones 
del Reglamento de la Ley de la Policía Federal”. México: Diario Oficial de la Federación. Puede 
consultarse en: http://bit.ly/XFfgpF



412012-2018. el discurso oficial frente a la realidad: la continuidad de la política de seguridad

abanderamiento de la Gendarmería, realizada el mismo 22 de agosto de 
2014, el presidente de la República insistió en ello al afirmar que: 

La Gendarmería contribuirá a contener y desarticular aquellas organiza-

ciones delincuenciales que minan la actividad económica en un territorio 

determinado, a través de ilícitos como el robo, la extorsión o el secuestro.47   

Sin embargo, en el sexenio de Peña Nieto la Gendarmería no logró con-
solidarse como ese cuerpo policial especializado que se proponía al inicio 
de la administración.

Por lo que hace al fortalecimiento de sus recursos humanos, los resul-
tados son hasta ahora insatisfactorios: el número de elementos efectivos 
del año 2012 al 2016 prácticamente se ha mantenido en el mismo nivel, 
aun cuando en agosto de 2014 entró en funciones la División de la Gen-
darmería a la que se adscribieron cadetes de nuevo ingreso48, esto en fran-
co contraste con el crecimiento de efectivos castrenses en Sedena y Semar, 
como ya se ha analizado.

Entre el estado de fuerza de la Policía Federal que dejó Felipe Calderón 
en el año 2012 y el existente a julio de 2016, en términos reales el incre-
mento de elementos fue tan solo de 931 personas.

47. Ibid. 

48. Secretaría de Gobernación. (2014). Programa Nacional de Seguridad Pública-Logros 2014. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/2tNFCJN
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Considerando estas cifras, es claro que pese a lo propuesto durante la 
campaña presidencial del 2012 y en los albores del sexenio, el crecimien-
to y el fortalecimiento de la Policía Federal –como alternativa nacional de 
fortalecimiento policial civil– no ha sido una prioridad. 

El gran proyecto de la administración de Peña Nieto, una Gendarmería 
que cubriría todo el territorio nacional, quedó reducido a una división más 
de la Policía Federal, a la que se adscribieron originalmente 5 024 elemen-
tos. Para el año 2015 sólo había aumentado en 100 elementos, alcanzan-
do así los 5 124 efectivos49. Evidentemente se trata de cifras que están muy 
lejos del compromiso asumido en campaña de dotar a esta policía de un 
estado de fuerza de 10 mil elementos.

Respecto de la efectividad de este cuerpo, en la revisión de la cuenta 
pública de 2015 la Auditoria Superior de la Federación (asf) concluyó que, 
para ese año, la División de la Gendarmería logró “un cero por ciento” de 
avance en sus metas para realizar operativos de disuasión del delito y res-
tablecimiento del orden público, al acreditar que efectuó sólo 75 operati-
vos de los 10 mil previstos.

La información de estos 75 operativos, además, fue tan deficientemen-
te registrada que de acuerdo con la asf no fue posible advertir si estos die-
ron o no resultados porque “no se definieron mecanismos de seguimiento 
y evaluación de sus objetivos y metas”. En consecuencia, según el máxi-
mo órgano de rendición de cuentas en el ámbito de ejercicio presupuestal 
federal, esas deficiencias “impidieron el fortalecimiento de la presencia de 
la División de Gendarmería en las zonas que registraron mayores índices 
delictivos de alto impacto”.50

Si el nulo crecimiento de la Gendarmería muestra que una de las 
metas principales del sexenio no fue alcanzada, los problemas que se 
han registrado respecto del mando único, del fortalecimiento de los con-
troles de confianza y del mejoramiento de las policías civiles confirman 
que la continuidad de la política de guerra impide avanzar en los aspectos 
estructurales que permitirían el necesario cambio de rumbo. 

49. Secretaría de Gobernación. (2015). Programa Nacional de Seguridad- Logros 2015. Puede 
consultarse en: http://bit.ly/2umx4qg

50. Rodríguez, S. (2017, 20 de febrero). “¿Qué hace? ¿Sirve? No se sabe, la Gendarmería es un 
hoyo negro que chupó 2,800 mdp en 2015: asf”. Sin Embargo. Puede consultarse en http://bit.
ly/2kQjvti
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Por lo que toca a la instauración del mando único, en realidad se trata de 
una propuesta de rediseño institucional sobre el que ya existían anteceden-
tes: en octubre de 2010, Felipe Calderón presentó ante el Senado de la Repú-
blica una iniciativa de ley que buscaba instaurar los mandos únicos policiales 
en cada entidad federativa51, pero la iniciativa no prosperó en ese sexenio.

Cuatro años después, Enrique Peña Nieto, obligado por la crisis que 
agudizó el caso Ayotzinapa, publicó su “Decálogo” para fortalecer la segu-
ridad, la justicia y el Estado de derecho52. En ese contexto, el titular del Eje-
cutivo federal presentó el 1 de diciembre de 2014, también ante la Cámara 
Alta, la iniciativa de reforma constitucional para la creación de las policías 
estatales únicas. Sin embargo, en el 2015 el Partido Acción Nacional (pan) 
presentó otra iniciativa de reforma en materia de seguridad pública, vincu-
lada con el mismo tema53. Fue hasta el 17 junio de 2016 cuando finalmente 
el Senado desechó la figura del mando único y aprobó la reforma constitu-
cional que permite la creación del mando mixto policial, la cual turnó a la 
Cámara de Diputados para su discusión y eventual ratificación. Pero hasta 
el momento de la publicación de este informe, la reforma no ha prospera-
do pues el proceso parlamentario permanece empantanado en las comi-
siones de la Cámara de Diputados.

En cuanto a la evaluación y el control de confianza que se traduciría 
en la depuración y saneamiento de los cuerpos estatales y municipales de 
seguridad pública a través de su certificación, la meta sigue incumplida. 
De acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública, aunque hay algunos avances en la evaluación, estos no han 
tenido el correlato esperado respecto de la depuración de los elementos 
que no aprueban tales ejercicios.54 

51. Presidencia de la República. (2010). “Iniciativa de ley que reforma diversos artículos de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (Mando Único Policial)”. (México: 
Gobierno Federal).

52. Presidencia de la República. (2014). “10 medidas para mejorar el Estado de Derecho”. (México: 
Gobierno Federal). Véase: http://bit.ly/2tG3deY

53. Redacción. (2015, 3 de noviembre). “pan presenta iniciativa de reforma en seguridad; va con-
tra el mando único”. Animal Político. Puede consultarse en: http://bit.ly/1iDpCzP

54. Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. (2016). Informe al 31 de diciem-
bre de 2016. Seguimiento a la evaluación en control de confianza al personal del servicio profesional de 
carrera de las Instituciones de Seguridad Pública. (México: Secretaría de Gobernación).
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Sin embargo, en algunas entidades la cantidad de policías estatales no 
aprobados y que permanecen en servicio ha aumentado del 2015 al 2016, 
del 7.1% a 7.6% y, respecto a las policías municipales del 11.18% al 12%55.  Los 
estados con cifras preocupantes en cuanto a policías municipales no com-
petentes son: Sinaloa con el 53%, Baja California Sur con 42%, Nayarit con 
42%; Guerrero con 32% y Sonora con el 25%56. Destaca también el caso de 
Sinaloa: de una plantilla en activo de 4 759 policías del total de munici-
pios, las autoridades mantienen uniformados y armados en las calles a 
2 522 de sus elementos que fueron descalificados en la valoración de con-
trol y confianza.

55. Ángel, A. (2017, 17 de enero). “¿Enemigo en casa? En un año aumentaron los policías activos 
reprobados en control de confianza”. Animal Político. Puede consultarse en: http://bit.ly/2k0Q2Rj

56. Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. (2016). op. cit.

Por lo que hace a policías estatales, las entidades con un número 
considerable de elementos no aptos resultaron ser: Sinaloa con 41%, 
Michoacán con 31%, Veracruz con 28% y Baja California Sur con 22%. Es 
de precisarse que si bien las entidades de Veracruz y Baja California Sur 
presentaron un avance por el decremento en el porcentaje de elementos 
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57. Open Society Justice Initiative. (2016) Informe Atrocidades Innegables. (New York: Open 
Society Foundations) p. 60. Puede consultarse en: https://osf.to/2bcJr27

En suma, como lo reseña este apartado, la reforma democrática de la 
policía no ha sido una prioridad: a nivel federal, la Gendarmería no ha cre-
cido como se había prometido, mientras que, a nivel municipal y estatal, la 
depuración de las policías no ha concluido. En muchas de estas, además, se 
continuó con la incorporación de cuadros directivos, medios y operativos 
de extracción castrense. Como lo señaló Open Society Justice Initiative:

[…] la estrategia de militarización del gobierno sobrepasó la movilización 

directa del Ejército y la Marina: los comandantes militares o ex militares 

reemplazaron el control civil de la policía […] Esta militarización continuó 

hasta 2012, en el momento cuando el personal militar dirigía las secreta-

rías de seguridad pública en casi la mitad de las entidades federales.57

estatales reprobados, las cifras reflejadas para 2016 siguen siendo llama-
tivas: en Veracruz, con un estado de fuerza de 6 123 elementos estatales 
en activo, 1 714, es decir, cerca de la tercera parte, siguen prestando el ser-
vicio de seguridad pública a pesar de no estar certificados.
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Este abandono del fortalecimiento de las policías civiles facilita que 
el recurso a la militarización se siga presentando como la única alterna-
tiva viable. Tal opción, sin embargo, entraña sus propios riesgos, como se 
verá enseguida.

1.4. La permanencia de la violencia 

Una forma adicional de mostrar que las políticas de seguridad y justicia no 
han cambiado tiene que ver con la continuidad de la violencia.

A lo largo de estos diez años, las regiones más violentas del país han 
sobrevivido a una interminable espiral en la que la sociedad ha quedado 
inerme entre la violencia que generan actores no estatales, por un lado, y 
la violencia que generan actores estatales, por el otro. 

Por el lado de los actores no estatales, como ya se dijo, a partir de 
2008 la tasa de homicidios dolosos prácticamente se triplicó, pasando 
de casi 8 muertes violentas por cada cien mil habitantes a alrededor 
de 2458. Se trata de un incremento inédito por su magnitud en un país 
que en las dos décadas anteriores había presentado los menores índi-
ces de homicidios.

En la administración de Enrique Peña Nieto los datos no son nada 
alentadores pese a los denunciados intentos de manipular las cifras ofi-
ciales59. Aunque hubo un decremento en los índices de homicidios duran-
te los años 2014 y 2015, en 2016 se llegó a la cúspide de la violencia en lo 
que va del sexenio. Todo apunta a que 2017 será el año más sangriento, 
pues durante el primer trimestre de este año se registraron 5 775 homi-
cidios dolosos, lo que representa un incremento de 1 100 homicidios con 
respecto a los primeros trimestres de los cuatro años de gobierno transi-
tados, lo que equivale a un crecimiento mayor al 23%.60

58. Escalante Gonzalo, F. (2011, 1 de enero) “Homicidios 2008-2009 La muerte tiene permiso”. 
Nexos.  Puede consultarse en: http://bit.ly/1EC0rUi

59. Véase: Mendoza, E. (2015, 31 de agosto) “Van más de 57 mil asesinatos en lo que va del 
sexenio; gobierno oculta 9 mil: ‘Zeta’”. Aristegui Noticias. Puede consultarse en: http://bit.
ly/1IzVwTp

60. Véase: Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. (2017). Cifras 
de homicidio doloso, secuestro, extorsión y robo de vehículos 1997-2017. (México: Secretaría de 
Gobernación). Puede consultarse en: http://bit.ly/2oSn2wj
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La perspectiva hacia 2017 dista de ser promisoria. Como ha señalado 
el analista Alejandro Hope:

Desde hace un buen tiempo, el sesnsp reporta menos homicidios que el 

inegi […] si 2017 se parece a años recientes, el número de víctimas que aca-

be reportando el inegi se ubicará en torno a 29 mil. Eso, claro, si el resto de 

2017 se parece al primer trimestre del año. Si es ligeramente más violento 

en promedio […] el total de asesinados bien podría llegar a 30 mil. Repito: 

30 mil personas asesinadas en un año. ¿Y cómo se compara eso con la his-

toria reciente? Bastante mal. En 2011, en el pico de la escalada de violencia 

del sexenio de Felipe Calderón, se acumularon 27 mil 213 víctimas. Diez por 

ciento menos que el resultado posible y hasta probable de este año […] po-

dríamos tener en 2017 la tasa de homicidio más elevada desde mediados 

de los años sesenta. […] No queda entonces más que una conclusión: esto 

ya es una crisis de grandes proporciones.62

61. Es importante mencionar que, tal como lo refiere Alejandro Hope, el sesnsp reporta cifras 
menores sobre homicidios con respecto a lo reportado por el inegi. Ello se debe a que mientras 
el sesnsp documenta registros de averiguaciones previas; el inegi documenta principalmente 
certificados de defunción y el cuaderno de defunciones accidentales y violentas del Ministerio 
Público. Así, el inegi ha reportó lo siguiente: 2007, 8 867 homicidios; 2008, 14 006 homicidios; 
2009, 19 803 homicidios; 2010, 25 757 homicidios; 2011, 27 213 homicidios; 2012, 25 967 homici-
dios; 2013, 23 063 homicidios; 2014, 20 010 homicidios; 2015, 20 762 homicidios.

62. Hope, Alejandro. (2017, 24 de abril). “Los 30 mil muertos de 2017”. El Universal. Puede consul-
tarse en: http://eluni.mx/2pcDNTy
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Este escenario de rampantes homicidios impunes en sí mismo com-
promete la responsabilidad del Gobierno en cuanto a su deber de garan-
tía y protección de los derechos a la vida e integridad personales. Desde 
una perspectiva de derechos humanos, puede afirmarse que las autorida-
des han sido omisas o deficientes en implementar todas aquellas medi-
das concretas y eficaces para evitar los homicidios violentos, así como su 
efectiva investigación y sanción. Al respecto, el Índice Global de Impunidad 
México 2016 señala que en nuestro país la impunidad alcanza la cifra del 
99%, es decir, tal como lo refiere el documento, “menos del 1% de los deli-
tos en México son castigados”.63

Esta responsabilidad es mayor si se considera que, como se empezó a 
documentar desde 2011, hay evidencia empírica que sugiere cómo en los 
estados donde se realizaron operativos conjuntos con participación cas-
trense la violencia aumentó64. Por ejemplo, recientemente la investiga-
dora Laura Atuesta del Centro de Investigación y Docencia Económicas 
(cide) concluyó que “el número de homicidios a nivel municipal sí se incre-
menta por la existencia de enfrentamientos entre fuerzas públicas y pre-
suntos delincuentes en la guerra contra las drogas’”65. Es decir, donde la 
intervención estatal ha sido más intensa y se ha traducido en más enfren-
tamientos, el resultado a la postre ha sido de un aumento en las tasas de 
homicidio, lo que indicaría que esta estrategia genera más violencia por 
sí misma. Los datos analizados en esta investigación indican, además, 
que cuando la Sedena intervino en dichos enfrentamientos, el número de 
homicidios a nivel municipal aumenta en un 9%66. Este dato es especial-
mente relevante, sobre todo si se asume –como se hizo formalmente al 
comienzo del sexenio– que la finalidad de la política de seguridad es dis-
minuir la violencia, pues muestra que en algunas regiones el despliegue  

63. Le Clercq Ortega, José Antonio y Rodríguez Sánchez Lara, Gerardo (coords.) igi-mex índice 
Global de Impunidad México 2016. (México: cesij, udlap, Consejo Ciudadano de Seguridad y 
Justicia; 2016) Puede consultarse en: http://bit.ly/2qP9Vxa

64.  Escalante, op. cit. Véase también: Merino, José (2011, 1 de junio). “Los operativos conjuntos y 
la tasa de homicidios: una medición”. Nexos. Puede consultarse en: http://bit.ly/1zN470Z

65. Atuesta, Laura, (2017, 1 de marzo). “Las cuentas de la militarización”. Nexos. Puede consultar-
se en: http://bit.ly/2mRBSnu

66. Ibid.
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militar no sólo no redujo la violencia, sino que la aumentó. De ahí que 
Atuesta concluya que hoy:

[…] sabemos que la militarización en temas de seguridad pública, acom-

pañada con el prohibicionismo de las drogas ilícitas es el peor escenario 

posible. Esta combinación genera la situación perfecta para que el crimen 

organizado crezca, evolucione y sea cada vez más difícil de controlar.67

En efecto, la relación existente entre el despliegue militar sobre terre-
no y el comportamiento de la tasa de muertes dolosas arroja elemen-
tos para afirmar que la intervención de las Fuerzas Armadas en tareas de 
seguridad pública no ha contribuido a reducir la violencia; antes bien, la 
evidencia sugiere que en algunos contextos regionales este despliegue 
incrementó la violencia.

Ahora bien, además de esta responsabilidad derivada de la obliga-
ción estatal de garantía de los derechos, del lado de los actores estata-
les indudablemente también existen responsabilidades concretas frente 
a eventos donde las propias autoridades no han respetado los derechos 
humanos a la vida y a la integridad personal. Ciertamente, sería incorrec-
to atribuir a servidores públicos el repunte de los homicidios o señalar-
les como autores de la gran mayoría de estas privaciones arbitrarias de 
la vida. Sin embargo, existe suficiente evidencia como para afirmar que 
un número no menor de estos homicidios están vinculados con la acción 
directa de fuerzas de seguridad y son por tanto ejecuciones arbitrarias; 
si el volumen total de estos eventos se desconoce es fundamentalmen-
te porque el Estado es omiso en sus obligaciones de transparencia proac-
tiva en esta materia, pues no existen datos suficientes y confiables sobre 
el fenómeno. Tal situación se agrava dado que, al permanecer impunes la 
gran mayoría de estos casos, no existen registros judiciales de sentencias 
por este tipo de delitos en lo específico.

El monitoreo de estos casos es en extremo relevante. Aunque los homi-
cidios causados por actores no estatales sean mayoritarios y aunque cual-
quier privación arbitraria de una vida humana merezca el mismo repudio 
extremo desde una perspectiva de derechos humanos, los cometidos por 

67. Ibid.
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actores estatales en la modalidad de ejecuciones arbitrarias adquiere com-
plejidades adicionales: cuando los propios encargados de proteger la vida 
y la integridad de las personas atentan contra éstas, el quiebre de la con-
fianza en las instituciones que generan tales eventos y las dificultades para 
remontar el encubrimiento oficial en las indagatorias presentan especifi-
cidades propias.

Así pues, es indispensable indagar cómo se ha ejercido el uso de la 
fuerza pública a lo largo de la década de Guerra contra el narcotráfico y, 
especialmente, cómo se ha empleado la fuerza letal. Se trata de un ejer-
cicio insoslayable si se quiere hacer un balance serio sobre la política de 
seguridad de los últimos años.

En este sentido, investigadoras e investigadores del cide han hecho 
contribuciones de primera relevancia68. De acuerdo con sus investigacio-
nes, las operaciones de las Fuerzas Federales contra el narcotráfico y la 
delincuencia muestran índices de letalidad inusualmente altos69, sobre 
todo cuando se revisan las cifras relativas a eventos en los que participan 
las Fuerzas Armadas.  Y es que, de acuerdo con estos estudios académicos, 
se esperaría que en un enfrentamiento entre civiles y fuerzas de seguridad 
el número de civiles muertos en dichos enfrentamientos no sobrepasara 
por mucho al de heridos.

Así, en un primer análisis publicado en 2011 que se basó en registros 
de fuente hemerográfica, Gutiérrez, Pérez Correa y Silva concluyeron ini-
cialmente que:

en los enfrentamientos en los que participó la policía federal fallecieron 

2.6 presuntos delincuentes por cada uno que resultó herido. [Mientras 

que] [l]os muertos por cada herido se elevan a nueve y a 17 para el caso del 

Ejército y la Marina, respectivamente70.

68. Véase: Pérez. C, et al. (2011, 1 de noviembre). “Índice letal: los operativos y los muertos”. 
Nexos. Puede consultarse en: http://bit.ly/1pmEM9R Véase también: Pérez, C, et al. (2015, 1 de 
julio). “Índice de letalidad. Menos enfrentamientos, más opacidad”. Nexos. Puede consultarse 
en: http://bit.ly/1MyJVNm

69. El índice de letalidad, medición desarrollada en Brasil por el sociólogo Ignacio Cano, analiza 
la relación numérica prevaleciente entre el número de muertos y de heridos civiles cuando 
existen enfrentamientos entre alguna fuerza policial o militar y presuntos delincuentes. 

70. Pérez. C, et al. (2011, 1 de noviembre). op. cit. 
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En ese mismo estudio, al analizar con base en solicitudes de acceso 
a la información pública, la autora y los autores señalaron que el índice 
general de letalidad del Ejército, correspondiente a los años 2008 a 2011, 
se ubicaría en torno a 6.3 civiles muertos por cada civil herido. A partir de 
esas cifras, concluyeron que:

Los datos del estudio […] muestran que la actuación del Ejército y la Marina 

en tareas de seguridad pública tiene resultados alarmantes. Estas institu-

ciones están diseñadas para cumplir funciones distintas a las de seguridad 

pública y sus miembros entrenados para combatir en contextos de guerra. 

A partir de las características de la formación militar, no es razonable espe-

rar otros resultados y éstos no pueden ser ignorados en la reflexión pública 

sobre los límites de la participación del Ejército y Marina en tareas de segu-

ridad. Las decisiones que se tomen hoy en torno a este punto definirán el 

tipo de Estado en que viviremos.71 

Posteriormente, en 2015, la autora y los autores volvieron a realizar el 
mismo estudio incluyendo ya las cifras correspondientes al inicio del sexe-
nio de Enrique Peña Nieto. En ese entonces concluyeron que aunque los 
enfrentamientos parecían ir a la baja, la letalidad del Ejército mantenía 
valores alarmantes, al tiempo que la transparencia cedía terreno a la opa-
cidad en la actual administración72. Respecto de la Sedena, dicha investi-
gación incluyó tanto solicitudes de acceso a la información como registros 
hemerográficos. Utilizando las primeras, determinaron que:

En el caso del Ejército el índice de letalidad fue creciendo año con año des-

de 2007 (1.6) hasta 2012 (14.7), en lo que podría ser un aprendizaje sobre 

el uso de la fuerza letal durante los años de la administración de Felipe 

Calderón. En los dos primeros años del gobierno de Peña Nieto el índice 

de letalidad del Ejército disminuye a 7.7 en 2013, pero luego se incrementa 

alcanzando en [el primer trimestre de] 2014 un valor de 11.6 muertos por 

cada herido.73

71. Ibid.

72. Pérez, C, et al. (2015, 1 de julio). op. cit.

73. Ibid.
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Y usando los registros de prensa, la autora y los autores advirtieron 
que: “Si consideramos la base de datos de prensa, el índice de letalidad del 
Ejército crece desde 2008 (3.4) hasta 2011 (19.5) y luego comienza a descen-
der, aunque sigue permaneciendo en valores elevados: 16.1 en 2012, 11.8 en 
2013 y 7.3 en 2014”.74

A partir de estos análisis, Pérez Correa, Silva y Gutiérrez concluye-
ron que:

En el pasado estudio concluimos que la inclusión del Ejército en tareas de 

seguridad pública parecía traer consigo un inevitable uso de la fuerza bajo 

una lógica de guerra. La conclusión, extensible a otras fuerzas militariza-

das, es válida hoy como entonces. Eventos recientes como los de Tlatlaya, 

Apatzingán y Ecuandureo han llamado la atención de los medios de comu-

nicación y de la sociedad por sus elevados saldos de muertos y por la con-

firmación –o las dudas– acerca del uso excesivo de la fuerza por parte de 

las fuerzas federales de seguridad. […] Estos eventos, al ser analizados de 

forma agregada, muestran un patrón de comportamiento de las fuerzas 

federales que se aleja de los estándares nacionales e internacionales que 

exigen que la fuerza se use respetando los principios de excepcionalidad, 

necesidad y proporcionalidad.75

Después de acceder a una base de datos especialmente relevante 
para conocer la evolución de la Guerra contra el narcotráfico, la llama-
da base cide-ppd76, investigadores e investigadoras del cide volvieron 
a analizar el índice de letalidad de las Fuerzas Armadas. De esta mane-
ra, Madrazo Lajous, Romero Vadillo y Calzada Olvera concluyeron que 
respecto de los operativos registrados en dicha base donde participó el 
Ejército, el “90% de los muertos ocurrieron en combates sin heridos”77. 
Es decir, se trataría de eventos con letalidad perfecta, donde sólo hubo 

74. Ibid.

75. Ibid.

76. Base de datos elaborada por el Programa de Política de Drogas del Centro de Investigación 
y Docencia Económica (cide), a partir de información anónima que le fue allegada a dicha insti-
tución, en su momento debidamente validada como se explica en Atuesta, op. cit.

77. Madrazo, A. et al. (2017, 1 de abril). “Los combates. La ‘guerra contra las drogas’ de Felipe 
Calderón”. Nexos. Puede consultarse en: http://bit.ly/2sCUISr
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muertos y ningún herido. Por tanto, también este estudio alertó sobre 
el posible uso excesivo de la fuerza letal por parte de las corporaciones 
federales y especialmente por parte de las castrenses; sobre el particular, 
dicha investigación sostuvo que “las fuerzas armadas fueron los cuerpos 
que más fallecidos produjeron en sus combates”.78

En suma, los estudios académicos cada vez apuntan con mayor 
precisión a que en el creciente número de homicidios podría existir  
un porcentaje relevante de muertes causadas por un uso excesivo y des-
proporcionado de la fuerza letal. Incluso siendo este número proporcio-
nalmente mucho menor al asociado a las muertes cometidas por actores 
no estatales, se trata sin duda de un porcentaje muy relevante en tér-
minos de la merma de legitimidad democrática que al Estado le gene-
ra emplear la fuerza pública contra los estándares de derechos humanos 
aceptados internacionalmente.

Ahora bien, estos hallazgos empíricos que apuntan a la posibilidad de 
que el despliegue militar haya aumentado la violencia deben complemen-
tarse con otro tipo de evidencia sobre las consecuencias de la militariza-
ción de la seguridad púbica; nos referimos, específicamente, a la evidencia 
que arrojan los múltiples casos de violaciones a derechos humanos.

1.5. La continuidad de las graves violaciones a derechos hu-
manos

Otra vertiente de análisis que muestra la continuidad entre la anterior 
administración y la actual tiene que ver con que han seguido ocurriendo 
graves violaciones a derechos humanos que recurrentemente son acom-
pañadas de una penosa secuela de impunidad.

Hoy día es indiscutible que México vive una inédita crisis de vio-
lencia y graves violaciones a derechos humanos. Desafortunadamen-
te, las miles de víctimas directas, indirectas y potenciales de esta guerra 
son quienes dan cuenta de ello. En este marco, el despliegue militar en 
tareas de seguridad no ha sido un factor para revertir el aumento de 
violaciones a derechos humanos; por el contrario, su presencia en labo-
res ajenas al mandato que la Constitución les confiere ha incrementa-
do los abusos. 

78. Ibid.
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Después de su visita in loco en el año 2015, la cidh dijo que:

[…] constató en terreno la grave crisis de derechos humanos que vive Mé-

xico, caracterizada por una situación extrema de inseguridad y violencia; 

graves violaciones, en especial desapariciones forzadas, ejecuciones extra-

judiciales y tortura; niveles críticos de impunidad y una atención inadecua-

da e insuficiente a las víctimas y familiares.79

Y en su posterior Informe, la misma Comisión señaló:

Este contexto de lucha contra el narcotráfico y la consecuente militariza-

ción de zonas del país ha resultado en varias ocasiones en un incremento 

de la violencia y de las violaciones a los derechos humanos, así como en 

mayores niveles de impunidad. Es decir, la atribución a las Fuerzas Arma-

das de roles que corresponderían a las fuerzas policiales civiles y el desplie-

gue de operativos conjuntos entre las Fuerzas Armadas y las instituciones 

de seguridad estatales y municipales en distintas partes del país, han dado 

lugar a mayores violaciones de derechos humanos.

[…]

Frente la situación de militarización que atraviesa México, la Comi-

sión Interamericana manifiesta su preocupación ante la participación 

de las fuerzas armadas en tareas profesionales que, por su naturaleza, 

corresponderían exclusivamente a las fuerzas policiales. En reiteradas 

ocasiones, la Comisión y la Corte han señalado que, dado que las fuerzas 

armadas carecen del entrenamiento adecuado para el control de la se-

guridad ciudadana, corresponde a una fuerza policial civil, eficiente y res-

petuosa de los derechos humanos combatir la inseguridad, la delincuen-

cia y la violencia en el ámbito interno. Conforme la Comisión estableció 

en su informe sobre Seguridad Ciudadana, una política pública sobre 

seguridad ciudadana, que se constituya en una herramienta eficiente 

para que los Estados Miembros cumplan adecuadamente sus obligacio-

nes de respetar y garantizar los derechos humanos de todas las perso-

nas que habitan en su territorio, debe contar con una institucionalidad  

79. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). (2015). “Observaciones Preliminares 
de la Visita in Loco de la cidh a México”.  (Washington: oea) Puede consultarse en http://bit.
ly/1WC7DJi (Revisado el 24 de febrero de 2017).
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y una estructura operativa profesional adecuadas a esos fines. La distin-

ción entre las funciones que le competen a las fuerzas armadas, limi-

tadas a la defensa de la soberanía nacional, y las que le competen a las 

fuerzas policiales, como responsables exclusivas de la seguridad ciuda-

dana, resulta un punto de partida esencial que no puede obviarse en el 

diseño e implementación de esa política pública. La Corte ha señalado en 

relación con este punto que “(...) los Estados deben limitar al máximo el 

uso de las fuerzas armadas para el control de disturbios internos, puesto 

que el entrenamiento que reciben está dirigido a derrotar al enemigo, y 

no a la protección y control de civiles, entrenamiento que es propio de 

los entes policiales.80

La regularidad con que las Fuerzas Armadas cometen abusos se ha 
traducido en el incremento de quejas y denuncias interpuestas ante la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh). Entre 2007 y mar-
zo de 2017 se han dirigido 140 instrumentos recomendatorios contra 
ambas Fuerzas Armadas: 138 recomendaciones y 2 recomendaciones por 
violaciones graves, de las cuales 109 fueron dirigidas a la Sedena y 31 a la 
Semar81. En este sentido, las recomendaciones del ombudsman por con-
ductas graves no han cesado:

80. cidh. (2015). Informe sobre la situación de los derechos humanos en México. oea/Ser.L/V/II. 
Doc. 44/15, párr. 88 y 91.

81. Recomendaciones por tortura: 37/2007,38/2007, 39/2007, 29/2008, 30/2008, 31/2008, 
32/2008, 33/2008,60/2008, 67/2008, 13/2009, 18/2009, 28/2009, 31/2009, 33/2009, 34/2009, 
37/2009,  38/2009, 48/2009, 53/2009, 54/2009, 55/2009, 59/2009, 61/2009, 66 /2009, 70 
/2009, 71 /2009, 73/2009, 77/2009, 11/2010, 19/2010, 22/2010, 42/2010, 49/2010, 50/2010, 
52/2010, 57/2010, 75/2010, 77/2010, 86/2010, 14/2011, 31/2011, 40/2011, 41/2011, 49/2011, 52/2011, 
86/2011, 87/2011, 88/2011, 91/2011, 63/2011, 71/2011, 29/2012, 38/2012, 45/2012, 52/2012, 53/2012, 
62/2012, 67/2012, 72/2012, 74/2012, 10/2012, 50/2012, 68/2012, 69/2012, 73/2012, 2/2013, 15/2013, 
16/2013, 37/2013, 41/2013, 52/2013, 53/2013, 68/2013, 51/2014, 31/2014, 33/2015, 3/2015, 37/2016, 
1/2016, 10/2016, 20/2016, 30/2016, 43 / 2016, 62/2016, 1/17 y 4/17. Recomendaciones por desapa-
rición forzada: 44/2009, 40/2011, 43/2011, 34/2012, 39/2012 y 11/2016. Recomendaciones por eje-
cución extrajudicial: 34/2007, 40/2007, 31/2008, 34/2008, 35/2008, 36/2008, 75/2009, 36/2010, 
45/2010, 79/2010, 80/2010, 34/2010, 61/2010, 72/2010, 83/2010, 8/2011, 10/2011, 19/2011, 22/2011, 
28/2011, 38/2011, 40/2011, 42/2011, 55/2011, 59/2011, 66/2011, 67/2011, 33/2011, 5/2012, 7/2012, 
16/2012, 18/2012, 29/2012, 38/2012, 74/2012, 57/2013, 42/2016, 65/2016, 11/2016. Recomendaciones 
por violaciones graves (ejecución extrajudicial): 51/2014 y 3VG/2015. Recomendaciones por uso 
ilegal de la fuerza: 28/2009, 45/2010, 75/2010, 31/2010 y 72/2012. Recuperado de: http://bit.
ly/2tmSzqU
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Recomendaciones de la CNDH dirigidas a las Fuerzas Armadas (FA)
Enero 2007-marzo de 2017 

institución
derecho a la vida

tortura desaparición 
forzada totalejecución 

arbitraria
uso ilegal 

de la fuerza

Secretaría de 
la Defensa 
Nacional

35 6 63 5 109

Secretaría 
de Marina

6 - 24 1 31

total 
Fuerzas 

Armadas
41 6 87 6 140

Sobre las recomendaciones de la cndh, es importante señalar que 
para evaluar si las Fuerzas Armadas están mejorando en el respeto a los 
derechos humanos, el contraste entre un año y el inmediato anterior  
–comparación que con frecuencia realiza el Gobierno federal– puede ser 
engañoso. En efecto, como ocurre respecto de los índices de homicidio, lo 
ideal sería regresar a las cifras prevalecientes antes del inicio de la gue-
rra. Por ejemplo, tomando las cifras de cndh, si entre el año 2000 y el 
2006 se presentaron 1 135 quejas contra las Fuerzas Armadas y se emitie-
ron 11 recomendaciones, en los últimos 10 años se han presentado más 
de 10 751 quejas y se han emitido 146 recomendaciones. Es decir, antes de 
estos 10 años el promedio anual de quejas contra las fuerzas castrenses 
era de alrededor de 190 y de recomendaciones menos de 2; tras el des-
pliegue intensificado en 2006, el promedio anual de quejas ha sido 1 075 
y de recomendaciones más de 14. Tan sólo del 1º de enero al 31 de diciem-
bre del 2016 se registraron casi 700 quejas contra las Fuerzas Armadas y 
se emitieron 12 recomendaciones. Si cuantitativamente estos números 
son preocupantes, lo que muestran cualitativamente estos casos es toda-
vía más alarmante: hablamos de casos de ejecuciones arbitrarias, casos 
de tortura, casos de desaparición forzada o incluso casos de inhumacio-
nes clandestinas.

En efecto, los casos documentados este sexenio dan cuenta que con 
excesiva frecuencia el despliegue militar en tareas de seguridad pública 
se ha seguido asociando a violaciones a derechos humanos que tienden a 
culminar con un desenlace común de impunidad:
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Ejecuciones 

2014 | Tlatlaya, 
Estado de México

La madrugada del 30 de junio de 2014 ocurrió un enfrentamiento 
entre civiles y elementos del 102 Batallón de Infantería del Ejército. 

Murieron 22 personas y un soldado resultó con graves heridas. 
Aunque inicialmente los hechos se presentaron como una acción 
exitosa de la Sedena que incluso fue aplaudida por el gobernador 
del Estado de México, trabajos periodísticos revelaron que habían 
ocurrido ejecuciones, lo que se corroboró con el testimonio de so-
brevivientes. La cndh reconoció entre 12 y 15 víctimas de ejecución 
arbitraria y la Procuraduría General de la República (pgr) ejercitó 

acción penal contra 7 militares por el homicidio de 8 personas. Tres 
sobrevivientes fueron víctimas de tortura, malos tratos e intimida-
ción para auto inculparse de integrar una organización delictiva y 
para que no hablaran de lo que vieron. El Centro Prodh reveló que 
la unidad castrense involucrada en los hechos había recibió unas 
semanas antes de estos la orden de “abatir delincuentes en horas 

de oscuridad”82.  A la fecha, el caso permanece impune.

2015 | Calera, 
Zacatecas

En 7 de julio de 2015 en Calera, Zacatecas, elementos del 97 Bata-
llón de Infantería de la 11 Zona Militar sacaron de sus hogares a 

cinco hombres y dos mujeres, que estuvieron desaparecidos hasta 
que sus cadáveres fueron encontrados once días después con 

huellas de tortura y con tiro de gracia. Las autoridades estatales 
señalaron que las víctimas eran delincuentes y el Ejército recono-
ció “indicios” de la participación de sus elementos en la masacre. 
La pgr atrajo la investigación y, paralelamente, la Procuraduría de 
Justicia Militar sometió a proceso a cuatro elementos castrenses.  

A la fecha el caso se encuentra en proceso, siendo el primer caso de 
abusos militares que se ventila en audiencias públicas del nuevo 

sistema de justicia penal.

82. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C. Tlatlaya a un año: la orden fue 
abatir. (México: Centro Prodh, 2015).  Puede consultarse en: http://bit.ly/1KARXkK

Algunos casos emblemáticos de graves violaciones a derechos  
humanos ocurridos en México en el sexenio 2012-2018
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Desapariciones

2013 | D.R. | 
Michoacán

D.R., de 21 años, se desempeñaba como capacitador del Consejo 
Nacional de Fomento Educativo (conafe). El 2 de octubre de 2013, 

alrededor de las 4:00 de la tarde, salió de Betania en Uruapan, 
Michoacán, con dirección al poblado Nuevo San Martín, pero no 

llegó a su destino. Tres días después, aproximadamente cinco kiló-
metros adelante de Betania, fueron encontradas las pertenencias 
del joven (un portafolio, una maleta y su cartera). El mismo día de 
la desaparición, elementos del Ejército Nacional habían arribado 
a la zona. Diversos testigos han manifestado que el mismo día 2 
de octubre, alrededor de las 12:00 horas, el joven mantuvo una 

conversación con estos elementos en la escuela donde él estaba 
laborando. La encargada de conafe dijo que la cuadrilla pertenecía 
a la zona militar de Carácuaro y que ellos estuvieron por esa zona 

desde el miércoles 02 hasta el sábado 05 de octubre83. A la fecha, el 
caso permanece impune.

2013 | A.H.B. |
Nuevo León

El 3 de agosto de 2013, en la comunidad de Colombia, municipio de 
Anáhuac, Nuevo León, a.h.b. de 33 años, fue sacado de su vehículo, 
tirado al piso, amarrado y finalmente subido a un vehículo militar 

por elementos de la Marina. El padre de a.h.b. lo seguía en su auto-
móvil y fue testigo de lo ocurrido por lo que, al llegar al campamen-
to de la Marina, identificó al capitán que lo detuvo y lo enfrentó. En 

primera instancia le dijo que iba a interrogar a su hijo respecto a 
la denuncia y horas después negó conocerlo y haberlo detenido84. 
Dos meses después de su detención, a.h.b. fue hallado muerto. El 

capitán involucrado y cuatro subalternos serían procesados por los 
hechos hasta tres años después, en marzo de 2016. La cndh emitió 

también en ese año la Recomendación 11/2016 a la Secretaría de 
Marina por desaparición forzada y ejecución arbitraria.

83. Cfr. Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de Derechos Humanos (cmdpdh). “Caso 
Daniel Ramos”. Puede consultarse en: http://bit.ly/2sD8hkF

84. Martínez, S. (2013, 13 de octubre). “El caso Del Bosque Villarreal, ‘primera ejecución extrajudi-
cial del gobierno de Peña’”. La Jornada. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tJ4ode
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Tortura

2013 | J.C.S.B. | 
San Luis Potosí

En junio de 2013, el domicilio de j.c.s.b. fue allanado en dos ocasio-
nes por elementos de la Marina. La madrugada del 9 de noviembre 
de 2013 esto se repitió, pero esta vez él y cuatro personas más, una 
de ellas menor de edad, fueron detenidos. Durante la detención los 

marinos le taparon los ojos, le amarraron las manos y lo llevaron 
a una bodega sin ventanas y poco iluminada. j.c.s.b. fue torturado 

mediante golpes, choques eléctricos, asfixia y abuso sexual88. Él y los 
otros detenidos fueron acusados por la pgr por los delitos de porta-
ción de arma de fuego, posesión de cartuchos para arma de fuego 

y delitos contra la salud, siendo absueltos en marzo de 2015. Al 
respecto, la cndh emitió, el 14 de septiembre de 2016, la Recomen-

dación 43/2016 a la Secretaría de Marina por violaciones al derecho 
a la libertad y seguridad personal, a la inviolabilidad del domicilio, a 

la integridad personal, y al acceso a la justicia y tortura.

85. Ferri, P. (2016, 11 de marzo). “El Ejército detiene a un oficial por el caso del mecánico asesinado 
en Veracruz”. El País. Puede consultarse en: http://bit.ly/24VDgT8

86.Gómez, E. (2016, 4 de marzo). “Otra desaparición forzada en Veracruz”. La Jornada. Puede 
consultarse en: http://bit.ly/2tNGVby

87. Vela, S. (2016, 10 de marzo). “Ejército detiene a militar por muerte de un mecánico en 
Veracruz”. El Financiero. Puede consultarse en: http://bit.ly/1pkpbhX

88. Associated Press. (2016, 18 de noviembre). “Impune, tortura de fuerzas armadas, denuncian”. 
La Jornada. Puede consultarse en: http://bit.ly/2fprfAo

Desapariciones

2016| V.G.G. |
Veracruz

El 29 de febrero de 2016, v.g.g. de 29 años, manejaba por un tramo 
de terracería entre los poblados de El Mango y Cerrito en Tierra 

Blanca, Veracruz, cuando fue abordado por supuestos elementos del 
Ejército Mexicano, de acuerdo a un testigo que señaló que dos mili-
tares lo tenían sometido85. Veinticuatro horas después su camione-
ta fue encontrada quemada86. El 3 de marzo, v.g.g. fue encontrado 
sin vida con signos de tortura y descomposición. El 8 de marzo del 
mismo año la Sexta Región Militar anunció el inicio de una investi-
gación contra el personal del 80 Batallón de Infantería87. Derivado 

de lo anterior, la Sedena inició una investigación de carácter militar 
en contra elementos del Batallón 80 de Infantería. Los hechos no 

han sido esclarecidos.
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Tortura

2013 | X | 
San Luis Potosí

La noche del 27 de octubre de 2013 “X” se encontraba en su domicilio 
cuando militares se saltaron la barda de su casa. Al salir de su cuarto, 
un militar lo aseguró y lo llevo a los corrales, donde le dieron patadas 
en el estómago y con un palo le pegaron en las piernas, en los brazos 

y en la cabeza; le pusieron una bolsa en la cabeza y le ordenaron 
que aceptara que un tractor y una propiedad eran de otra persona 
y que, si él y su hermano no lo hacían, regresarían a golpearlos y se 
desquitarían con su sobrina. Una noche antes, los 6 militares junto 

con su comandante habían estado en el billar que se encuentra en el 
mismo domicilio, amenazándolos con que volverían al día siguiente y 
que dejaran las puertas abiertas. Ese día también fueron golpeados y 
les fue colocada una bolsa en la cabeza con la intención de asfixiar-

los. Después de interponer una queja ante la cndh, ésta emitió la 
Recomendación 37/2016 a la Sedena por  violación a los derechos 

humanos a la inviolabilidad del domicilio, a la seguridad jurídica e in-
tegridad personal, por allanamiento del domicilio y actos de tortura.89

2014| X |
Sinaloa

La madrugada del 14 de noviembre de 2014, X se encontraba en su 
domicilio junto con su esposa y sus tres hijos. Al escuchar golpes 

en la puerta de su casa, se levantó de la cama, percatándose que 6 
elementos de la Sedena y la Semar, quienes entraron a su domi-
cilio.  Lo llamaban por un sobrenombre que él desconocía, él se 
los manifestó, sin embargo, ellos no hicieron caso. Lo golpearon 

frente a su familia y cuando su esposa cuestionó a los elementos 
de las Fuerzas Armadas, éstos le respondieron con 2 cachetadas, a 
uno de sus hijos lo golpearon en la costilla con un arma. X aceptó 
ser culpable para que dejaran en paz a su familia. Saliendo de su 
domicilio fue golpeado en la cabeza con la mano y en el resto del 

cuerpo con un palo. Las agresiones continuaron, golpeándolo en la 
cabeza para que no reconociera el camino, mientras lo llevaban a 

distintos domicilios para que reconociera gente. Posteriormente fue 
llevado a una casa donde lo vendaron y le pusieron una toalla en 

el pecho para darle toques eléctricos, lo tiraron al piso, le colocaron 
bolsas en la cabeza y le quemaron y arrancaron la piel de los pies y 
lo siguieron golpeando con un palo en el cuerpo. Fue llevado a un 

destacamento de marinos, ahí lo golpearon y amenazaron de muer-
te para que hablara y lo pudieran grabar. Ahí mismo fue revisado 

por una doctora a quien tuvo que decirle que sus lesiones eran por 
una caída porque también había sido amenazado. Fue presentado 

ante la pgr 9 horas después, siendo acusado de portación de armas 
y cartuchos de uso exclusivo del Ejército. Por los hechos ocurridos, 

el 26 de enero de 2017 la cndh emitió la Recomendación 1/2017 a la 
Secretaría de Marina por cateo ilegal, detención arbitraria, reten-

ción ilegal y tortura.90
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89. Extraído de la Recomendación 37/2016 de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh).

90. Extraído de la Recomendación 1/2017 de la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh).

91. Véanse: Recomendaciones 40/2007, 36/2010, 45/2010, 42/2011, 59/2011, 67/2011 y 51/2014 de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh).

92. Consejo de Derechos Humanos (onu). Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extra-
judiciales, sumarias o arbitrarias, Christof Heyns, Misión a México, a/hrc/26/36/add.1. (onu, 2014). 
párr. 8. Puede consultarse en: http://bit.ly/1Mgr0F2

Enseguida buscaremos identificar las notas distintivas de los patro-
nes conforme a los cuales se han cometido estos abusos, señalando 
también lo que al respecto han externado los mecanismos internacio-
nales de derechos humanos y enfatizando algunos casos documenta-
dos este sexenio: 

1.5.1. Ejecuciones
Del cúmulo de recomendaciones emitidas por la cndh a las Fuerzas Arma-
das a lo largo de la década de Guerra contra el narcotráfico, 47 instru-
mentos recomendatorios fueron por violaciones al derecho a la vida por 
ejecución extrajudicial y uso ilegal de la fuerza, entre ellas se ubican las 
dos recomendaciones emitidas por violaciones graves derivadas de la 
investigación de los casos Tlatlaya y Apatzingán. Además, en 7 de esas 
recomendaciones el organismo nacional también acreditó violaciones al 
debido proceso legal por alteración al lugar de los hechos por parte de ele-
mentos del Ejército.91

En abril de 2014, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre las Ejecu-
ciones extrajudiciales, sumarias, o arbitrarias, Christof Heyns, en su informe 
sobre México, manifestó su preocupación, porque el país “sigue sufriendo 
niveles alarmantes de violencia. Se siguen produciendo incidentes extre-
madamente violentos, en particular atentados contra el derecho a la vida, 
a un nivel intolerable”92. Desde ese entonces, el Relator Especial recomendó 
a México apartarse del paradigma militar y específicamente señaló:

El Relator Especial observa además que es bien sabido que, en cualquier 

país, a los soldados que realizan labores policiales les cuesta mucho re-

nunciar al paradigma militar. Por lo general, la forma en que han sido 

adiestrados hace que no sean aptos para mantener el orden público. El 

principal objetivo de un cuerpo militar es someter al enemigo valiéndose  
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de la superioridad de su fuerza, mientras que el enfoque de derechos hu-

manos, que debe ser el criterio para juzgar cualquier operación policial, 

se centra en la prevención, la detención, la investigación y el enjuicia-

miento, y solo contempla el uso de la fuerza como último recurso, per-

mitiendo el recurso a la fuerza letal únicamente para evitar la pérdida 

de vidas humanas. El Relator Especial advierte que la aplicación de un 

enfoque militar al mantenimiento de la seguridad pública puede crear 

una situación en que la población civil se vea expuesta a toda una serie 

de atropellos. Además, no hay suficiente rendición de cuentas por esos 

actos en el sistema de justicia militar, el cual carece de independencia 

y transparencia y ha sido sistemáticamente incapaz de enjuiciar de ma-

nera efectiva a los soldados acusados de haber cometido abusos graves. 

Estos problemas son particularmente acuciantes en México y deben ser 

objeto de medidas inmediatas.93

Un caso emblemático del uso arbitrario de la fuerza letal es sin duda el 
caso Tlatlaya, ocurrido el 30 junio de 2014 en el Estado de México. Como es 
sabido, la versión oficial de este caso daba cuenta de que se había tratado 
de un enfrentamiento entre un “grupo de delincuentes” y militares, que 
había arrojado como saldo la muerte de 22 de los primeros. La Sedena94, el 
Gobierno del Estado de México95 y la Procuraduría General de la Repúbli-
ca (pgr)96, sobre todo, generaron una versión aparentemente indiscutible 

93. Ibid. párr. 2 y 22. 

94. Aunque la Sedena retiró su comunicado inicial de su portal de internet, obra en nuestros 
archivos una copia de dicho boletín donde se lee que la muerte de los presuntos “agresores” 
se debió a que personal militar repelió dicha agresión. Cfr. Comunicado de prensa “Personal 
militar repele una agresión en Tlatlaya, Méx.”, 30 de junio de 2014.

95. Eruviel Ávila Villegas declaró en su momento que: “El Ejército en su legítima defensa aba-
tió a los delincuentes”. Cfr. Fernández, E. (2014, 1 de julio). “Eruviel reconoce labor de Ejército 
en Tlatlaya”, El Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/1qNZ3rg Por su parte, el 
Procurador General de Justicia del Estado de México, Alejandro Jaime González, “rechazó que la 
muerte de 22 presuntos delincuentes en el municipio de Tlatlaya […] haya sido resultado de un 
ajusticiamiento o fusilamiento por parte del Ejército Mexicano, como fue sugerido en algunos 
medios internacionales” Cfr. Montaño, T. (2014, 19 de julio) “Niegan fusilamiento por parte del 
Ejército”. El Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/2sJvfBJ

96. Procuraduría General de la República (pgr). “Boletín 175/14”. (Palabras del ex procurador 
General de la República, Jesús Murillo Karam, ante medios de comunicación en la conferencia 
de prensa de fecha 30 de septiembre de 2014). Puede consultarse en: http://bit.ly/2umqJLz
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que fue evidenciada en su falsedad por la verdad expuesta a la luz públi-
ca por Associated Press97 y la revista Esquire98, esta última haciendo eco de 
la voz de una testigo sobreviviente y a la vez víctima, Clara Gómez Gon-
zález, identificada inicialmente como Julia. Gracias al testimonio de esta 
valiente mujer, representada por el Centro Prodh, en su momento la pgr 
ejercitó acción penal en contra de siete militares por el homicidio de ocho 
personas. Por su parte la cndh, en su Recomendación 51/2014, estimó que 
el número de víctimas de ejecución se situaba entre 12 y 15. Paralelamente, 
al conmemorarse el primer aniversario de la masacre, el Centro Prodh pre-
sentó el Informe Tlatlaya a un año: la orden fue abatir99, en el que docu-
mentó la existencia de una Orden de Relevo y Designación de Mando, de 
fecha 11 de junio de 2014, emitida por el mando del 102 Batallón de Infan-
tería, que instruía en la disposición marcada con el número VII: “Las tropas 
deberán operar en la noche en forma masiva y en el día reducir la actividad 
a fin de abatir delincuentes en horas de oscuridad, ya que el mayor núme-
ro de delitos se comete en ese horario”. Pese a la gravedad de esta revela-
ción, que en su momento el Gobierno federal buscó minimizar100, la orden 
que instruyó a la tropa “abatir delincuentes en horas de oscuridad” no ha 
sido investigada y los hechos permanecen impunes: en mayo de 2016 un 
Magistrado del Sexto Tribunal Unitario en el Estado de México decretó 
la libertad de los tres elementos del Ejército que enfrentaban un proceso 

97. Stevenson, M. (2014, 8 de julio). “In Mexico, lopsided death tolls draw suspicion”. Associated 
Press. Puede consultarse en:  http://bit.ly/2uH1XoO  Posteriormente, los medios nacionales 
retomaron la información difundida por AP. Cfr. Redacción. (2014, 11 de julio). “Difunde AP que 
elementos de la Sedena fusilaron a 22 personas en el Edomex”. Proceso. Puede consultarse en: 
http://bit.ly/1noOr27

98. Ferri, P. et al.  (2014, 19 de septiembre). “Exclusiva: Testigo revela ejecuciones en el Estado de 
México”. Esquire Latinoamérica. Puede consultarse en: http://bit.ly/1qMyXHV

99. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C. Tlatlaya a un año: la orden fue 
abatir. (México: Centro Prodh, 2015).  Puede consultarse en: http://bit.ly/1KARXkK

100. Como en su momento lo señalara el director del Centro Prodh: “Tras la revelación del 
Prodh, la respuesta del Gobierno federal fue errática. Sucesivamente, desde los ámbitos civiles 
y militares se argumentó que la orden de abatir no era una instrucción de violentar los dere-
chos humanos;2 que el documento revelado contenía salvaguardas para evitar los abusos que 
no estaban referidas en el Informe;3 y, finalmente, la orden se debía a un “lamentable error 
de transcripción”. Cada una de estas respuestas fue contestada contundentemente”. Véase: 
Patrón, M. (2015, 20 de octubre) “Tlatlaya: Recuento, pendientes y un riesgo latente”. Nexos. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/1Ln4oAr
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penal en el fuero civil por homicidio calificado y encubrimiento, dando por 
probados los hechos pero alegando falta de elementos para responsabi-
lizar en lo individual a los soldados. Es importante reiterar que los solda-
dos no fueron exonerados, sino que su liberación se debió a deficiencias 
en la investigación.

Tomando tanto el caso Tlatlaya como lo documentado por la cndh, 
por otras instancias civiles y por instituciones académicas respecto de las 
ejecuciones cometidas por las Fuerzas Armadas es posible afirmar que 
éstas se caracterizan por el uso desproporcionado y arbitrario de la fuerza 
letal por los elementos castrenses; este uso puede darse en el contexto de 
los llamados “enfrentamientos”, en operaciones reactivas del Ejército y la 
Marina donde no necesariamente acontecen propiamente enfrentamien-
tos o incluso en circunstancias donde la disposición de los castrenses es 
de clara ventaja, como es el caso de los retenes. En tales casos, una vez que 
un civil es privado de la vida, con frecuencia son las propias Fuerzas Arma-
das las que intervienen en las primeras diligencias, registrándose casos de 
alteración de la escena. Esta situación se agrava dado que las instancias 
civiles de investigación tienden a inhibirse de conducir investigaciones 
exhaustivas y, cuando lo hacen, las autoridades jurisdiccionales no actúan 
como verdaderos órganos de contrapeso al poder militar. Tal circunstancia 
se ve beneficiada por el uso de figuras legales inadecuadas, sea para tipi-
ficar los hechos –como cuando estos homicidios se consideran culposos, 
sin considerar el dolo eventual que les es inherente– o bien para estable-
cer la responsabilidad de los mandos, que como lo ilustra el caso Tlatlaya, 
es siempre ignorada.

1.5.2. Desapariciones
De acuerdo con el Informe de país emitido por la cidh, las desapariciones 
alcanzan en México unas dimensiones extremadamente preocupantes. 
Dicha instancia retomó en el informe lo establecido por otros organismos 
y señaló que:

[…] Las cifras oficiales proporcionadas, junto con la información recibida de 

diversas regiones del país evidencian que las desapariciones son genera-

lizadas en México. En este sentido, los altos números reportados también 

llevaron a que el Comité de las Naciones Unidas contra la Desaparición 

Forzada se refiera a un “contexto de desapariciones generalizadas en gran 
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parte del territorio del Estado [mexicano] muchas de las cuales podrían 

calificarse como desapariciones forzadas”. En agosto de 2014, la oficina del 

Alto Comisionado de la onu para los Derechos Humanos aseveró que Mé-

xico presentaba “una situación crítica en materia de desaparición”.101

Según cifras del Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o 
Desaparecidas (rnped), del año 2007 a los primeros cuatro meses de 2017 
existían 31 522 personas “no localizadas” (fuero común y fuero federal), de 
las cuales aproximadamente 75% son hombres y 25% son mujeres, cifras 
que aumentan a un ritmo de más de 10 desapariciones al día. Durante seis 
años de la administración de Felipe Calderón (2007-2012) desaparecieron 
13 632 de estas personas, mientras que en los cuatro primeros años y pri-
meros meses del quinto año del sexenio de Enrique Peña Nieto han desa-
parecido 17 890 personas102.

101. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre la situación de los dere-
chos humanos en México. oea/Ser.L/V/II. Doc. 44/15”. (Washington: oea, 2015) Puede consultarse 
en: http://bit.ly/2suvB2Q

102. Registro Nacional de Datos de Personas Extraviadas o Desaparecidas. (2017). Estadísticas 
fuero común y fuero federal. Disponible en http://bit.ly/1bvegtZ. Las estadísticas del fuero 
común están actualizadas hasta el 31 de enero de 2017 y las del fuero federal hasta el 31 de 
marzo de 2017.  Ahora bien, anterior al año 2007 y sin año de desaparición especificado, existen 
631 personas desaparecidas.
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No obstante lo alarmante de esas cifras, es de precisarse que los datos 
oficiales no incluyen a todas las personas desparecidas. De considerarse 
la cifra negra –si se toma en cuenta tanto la falta de denuncias por temor 
como los obstáculos que enfrentan aquellas familias que sí denuncian– 
se evidenciaría el nivel descomunal que ha alcanzado el fenómeno. Al res-
pecto, diversas organizaciones de la sociedad civil que documentan casos 
de desapariciones revisaron el registro oficial y descubrieron que sólo una 
fracción de sus casos aparecía en los registros oficiales; tomando nota de 
esta realidad, la cidh refirió que existe una grave problemática sustancial 
en la recopilación y sistematización de la información103. Por otro lado, si se 
incluyeran todos los casos de personas migrantes que han desaparecido 
en nuestro territorio, el número se desbordaría, pues según cifras oficiales, 
entre los años 2009 y 2010 aproximadamente 20 mil personas migrantes 
fueron víctimas anualmente de secuestro a manos del crimen organiza-
do y autoridades coludidas, que es un delito que puede llevar a la desapa-
rición forzada.104

En este contexto, el fenómeno de desapariciones no es ajeno a la mili-
tarización de las tareas de seguridad pública. En el informe de la cidh se 
da cuenta, por ejemplo, de que conforme a los datos generados por la 
cndh, entre 2006 y 2015 este órgano emitió 5 recomendaciones dirigidas 
al Secretario de Defensa Nacional por 13 víctimas y 2 recomendaciones al 
Secretario de Marina por 7 víctimas, todas en casos de desaparición forza-
da105. Es decir, es un hecho objetivo y probado que las Fuerzas Armadas se 
han visto involucradas en casos de desaparición forzada.

El fenómeno de la desaparición forzada de personas por parte de acti-
vos de las Fuerzas Armadas ha ocurrido en nuestro país en diferentes 
momentos y con diversas intensidades, como en los años sesenta en el 
contexto de la llamada “Guerra Sucia”. Algunos casos han llevado a Méxi-
co a instancias internacionales, como el caso Radilla Pacheco en el que la 

103. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre la situación de los 
derechos humanos en México. oea/Ser.L/V/II. Doc. 44/15. op. cit., párr. 107.

104. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C. La magnitud de la crisis de 
derechos humanos en México en el marco de las políticas de seguridad pública y del sistema de 
justicia penal. (México: Centro Prodh, 2016). 10-11.

105. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre la situación de los 
derechos humanos en México. cidh/Ser.L/V/II. Doc. 44/15. op. cit., párr. 119.
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Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) determinó la res-
ponsabilidad internacional del Estado mexicano106. El propio Centro Prodh 
ha elevado ante el Sistema Interamericano casos en los que elementos 
castrenses se involucraron en la práctica de la desaparición forzada, inclu-
so en casos que abarcaron a varios miembros de una misma familia, como 
es el caso de los cinco integrantes de la familia Guzmán Cruz, oriunda de 
Michoacán, desaparecidos en la década de los setenta107. Pese a que en 
estos casos y muchos más se probó la participación de elementos castren-
ses en desapariciones, las Fuerzas Armadas nunca iniciaron en su interior 
un proceso de justicia transicional que les llevara a reconocer este pasa-
do oprobioso y a rechazar explícitamente estas conductas; de hecho, ni la 
Sedena ni la Semar transparentaron nunca sus archivos sobre la Guerra 
Sucia y obstaculizaron las tímidas investigaciones comenzadas a inicios 
de la alternancia, por ejemplo, juzgando en su fuero a los mandos presun-
tamente implicados en hechos graves.108

Estos casos siguen ocurriendo. En la actualidad, el Estado mexicano 
deberá responder ante la Corte idh por el caso de desaparición forzada 
de Nitza Paola Alvarado Espinoza, José Ángel Alvarado Herrera y Rocío Ire-
ne Alvarado Reyes, perpetrada por elementos militares del 35 Batallón de 
Infantería en el ejido Benito Juárez, Chihuahua; de quienes desde el 29 de 
diciembre de 2009 se desconoce su paradero. El caso, acompañado de for-
ma comprometida por el Centro de Derechos Humanos de las Mujeres 
(cedehm)109 de Chihuahua, resulta de la mayor trascendencia ya que el tri-
bunal internacional tendrá la oportunidad de establecer su postura res-
pecto a la forma en que la militarización de las tareas de seguridad pública 
propició la desaparición forzada.

Como lo expresó la cidh al anunciar en un boletín la presentación del 
caso ante la Corte Interamericana:

106. Véase, sobre este caso, la información generada por la Comisión Mexicana de Defensa y 
Promoción de los Derechos Humanos (cmdpdh). Puede consultarse en: http://bit.ly/1vrpB7C

107. Véase: http://bit.ly/2tG8m71

108. Cfr. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C., et al.  Esclarecimiento y 
sanción a los delitos del pasado en el sexenio 2000-2006: compromisos quebrantados y justicia 
aplazada. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tGivk0

109. Puede consultarse su sitio web: www.cedehm.org.mx/internacional/
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Este caso constituye el primero en cuanto a la desaparición forzada en el 

contexto de la lucha contra el narcotráfico y la delincuencia organizada 

en México. En ese sentido, la relevancia del caso obedece a que se trata de 

una problemática actual que ha venido en aumento en los últimos años 

y que ha merecido pronunciamientos, recomendaciones y expresiones de 

profunda preocupación por parte de la Comisión [Interamericana de De-

rechos Humanos] y de múltiples organismos internacionales y mandatos 

especiales en el ámbito de las Naciones Unidas. Los hechos del caso cons-

tituyen un ejemplo de los factores que contribuyen a que esta grave vio-

lación de derechos humanos tenga lugar en dicho contexto y que no sea 

debidamente investigada y sancionada como consecuencia de múltiples 

mecanismos de encubrimiento y obstrucción. Asimismo, el caso ofrece a la 

Corte Interamericana la posibilidad de pronunciarse sobre otras violacio-

nes conexas derivadas de las amenazas y hostigamientos que sufren los 

núcleos familiares de las víctimas desaparecidas.110

(Las negritas no son parte del original)

Uno de los casos emblemáticos del sexenio de Peña Nieto en este 
rubro es sin duda el de Armando Humberto del Bosque, desaparecido en 
Anáhuac, Nuevo León, que derivó en la Recomendación 11/2016 de la cndh. 
En este caso, documentado gracias a la persistente denuncia de la familia 
y a la intervención del Comité de Derechos Humanos de Nuevo Laredo, el 
ombudsman nacional estableció que elementos de la Marina perpetraron 
la desaparición de dicho joven, acontecida el 3 de agosto de 2013; es decir, 
ya en el actual sexenio.111

En otro nivel de responsabilidad, al hacer referencia a casos emble-
máticos de desaparición forzada no es posible soslayar el doloso y erráti-
co actuar del Ejército mexicano en el caso Ayotzinapa, acompañado por el 
Centro Prodh y otras organizaciones. En efecto, si bien hasta el momen-
to no hay pruebas plenas sobre la participación activa de los elementos 
castrenses en la desaparición de los 43 normalistas, de acuerdo con las 
investigaciones del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes 

110. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. (2016, 22 de noviembre). “cidh envía caso 
sobre México a la Corte idh”. (Washington: cidh) Puede consultarse en: http://bit.ly/2fpfXyM 
(Revisado el 24 de febrero de 2017) .

111. Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh). Recomendación 11/2016.
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(giei) designado por la cidh para brindar asistencia técnica en el caso112,  
sí existen pruebas contundentes sobre conductas irregulares de activos 
castrenses antes, durante y después de los hechos, que impiden exone-
rarles de toda responsabilidad por los eventos. En efecto, se ha acreditado 
que antes de los hechos, elementos del 27 Batallón de Infantería del Ejér-
cito conocieron el contexto de macrocriminalidad en Iguala sin adoptar 
medidas y –más aún– pudieron haber participado del mismo, por ejemplo, 
en virtud de sus vínculos familiares o de su intervención en el tráfico de 
armas. Durante los hechos del 26 y 27 de septiembre de 2014, por otro lado, 
la prueba confirma que elementos de un cuerpo irregular del Batallón –los 
llamados Órganos de Búsqueda de Inteligencia (obis)– atestiguaron pre-
sencialmente el momento exacto de la detención de algunos estudiantes, 
sin siquiera brindarles apoyo ni intervenir, amén de que otros elementos 
operativos fueron omisos en dar asistencia a los heridos en otros pun-
tos, estuvieron en lugares de especial relevancia o mantuvieron comuni-
cación con actores clave. Finalmente, respecto de lo acontecido tras los 
hechos, el comportamiento irregular de las Fuerzas Armadas abarcó tan-
to la sospechosa omisión de información fundamental durante las prime-
ras declaraciones de sus elementos como su ulterior negativa, reiterada en 
varias ocasiones e incluso de manera pública por el general secretario, a 
ser entrevistados por las y los integrantes del giei, en abierto desacato del 
régimen internacional en materia de derechos humanos.

Con base en el análisis de las recomendaciones emitidas por la cndh 
y en los casos documentados por los organismos civiles, es claro que las 
Fuerzas Armadas cometen en el presente desapariciones forzadas en 
México. El patrón observable en estos casos estaría relacionado con deten-
ciones arbitrarias que evolucionan a desapariciones a efecto de encubrir 
la ilegalidad de éstas o bien las consecuencias de la tortura infligida a la 
víctima; destacan, en este sentido, los casos donde las Fuerzas Armadas 
han participado en inhumaciones clandestinas113. En estos casos, es fre-
cuente que las Fuerzas Armadas sean omisas en colaborar activamente en 

112. Véanse los informes I y II del Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes (giei). 
Pueden consultarse en: http://bit.ly/2mbOEfX

113. Ver por ejemplo el caso de Jethro Ramssés Sánchez Santana, acompañado por la Comisión 
Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (cmdpdh). Puede consultarse 
información en: http://bit.ly/2tmYAnt
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las investigaciones, absteniéndose de entregar su documentación o bien 
omitiendo entregar sus registros de fotografía y video, así como sus radio-
transmisiones. Esta opacidad aumenta dado que la Sedena y la Semar no 
han implementado registros de detención pese a que en la práctica reali-
zan detenciones. Finalmente, estos casos se ven beneficiados también por 
la pasividad de las instancias civiles de procuración de justicia frente a los 
abusos castrenses, expresados por ejemplo en la nula investigación de la 
responsabilidad de los mandos.

1.5.3. Tortura
De conformidad con datos de la cndh, del año 2007 a enero 2017 del total 
de recomendaciones emitidas, 86 fueron dirigidas a las Fuerzas Armadas 
por tortura y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes.

Esta cifra, cabe señalar, debe tomarse con cuidado pues diversas ins-
tancias han referido en el pasado que la distinción entre tortura y tratos 
crueles que practica el sistema ombudsman no se ajusta a los más altos 
estándares internacionales. En este sentido, por ejemplo, en su ya citado 
Informe de País la cidh expresó: 

[…] la cndh debe actuar de manera uniforme y de acuerdo a criterios claros 

sobre qué constituye una violación grave a los derechos humanos. Por ejem-

plo se ha recibido información que la cndh ha clasificado hechos de tortura 

como tratos crueles, inhumanos y degradantes o abuso de autoridad.114

Para darnos una idea de la relación entre quejas clasificadas como tor-
tura y aquellas clasificadas como tratos crueles, es relevante recordar que 
en el año 2015 se denunciaron mil 985 casos de tortura y 11 mil 504 tratos 
crueles, inhumanos o degradantes ante los organismos públicos de dere-
chos humanos del país.115

En mayo de 2003, el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas 
consideró que “sí hay práctica sistemática de la tortura cuando parece que 

114. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre la situación de los 
derechos humanos en México. oea/Ser.L/V/II. Doc. 44/15”.  op. cit., párr. 534.

115. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi). (2016). “Estadísticas a propósito 
del… Día de los Derechos Humanos (10 de diciembre).” p. 1. Puede consultarse en http://bit.
ly/2umsc4J
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los casos de tortura […] no son fortuitos ni se han producido en un solo 
lugar o en un momento concreto, y se observan en ellos elementos de hábi-
to, generalidad y finalidad determinada por lo menos en una parte impor-
tante del territorio del país”116.  Once años después, al concluir su visita 
oficial al país en mayo de 2014, el ex Relator Especial de las Naciones Uni-
das sobre la Tortura, Juan Méndez, confirmó que:

[la] tortura y los malos tratos […] son generalizados en México y ocurren en 

un contexto de impunidad. Generalmente la finalidad es castigar o extraer 

confesiones o información. Hay evidencia de la participación activa de las 

fuerzas policiales y ministeriales de casi todas las jurisdicciones y de las 

Fuerzas Armadas, pero también de tolerancia, indiferencia o complicidad 

por parte de algunos médicos, defensores púbicos, fiscales y jueces.117

El aumento de la tortura a causa de la Guerra contra el narcotráfico 
ha sido bien documentado. En un estudio reciente, Ana Laura Magalo-
ni y Beatriz Magaloni concluyeron que la tortura había aumentado en el 
sexenio de Felipe Calderón y que la intervención de las Fuerzas Armadas 
en tareas ajenas a su mandato podía haber sido un factor determinan-
te en ello. Así, a partir de encuestas realizadas por el cide, ambas autoras 
señalaron que: 

[…] el mayor involucramiento del Ejército en labores de persecución crimi-

nal incrementó de forma importante las detenciones violentas por parte 

de los militares. Según los datos de la encuesta, antes de 2006 los militares 

golpearon o maltrataron a los detenidos en 23% de los casos en donde ellos 

llevaron a cabo la detención, mientras que durante el sexenio de Calderón 

el porcentaje de detenidos por el Ejército que reportaron ser violentados 

aumentó a 78%. Cabe destacar que antes de 2006 era poco frecuente que 

116. Comité contra la Tortura (onu). Informe sobre México preparado por el Comité en el marco 
del artículo 20 de la Convención, y respuesta del gobierno de México, adoptadas por el Comité en 
su 30º período de sesiones. cat/c/75. (Ginebra: onu, 2003) párr. 218. Puede consultarse en http://
bit.ly/2tdZjc7

117. Consejo de Derechos Humanos (onu).  Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Juan E. Méndez. a/hcr/28/68/add.3 (Ginebra: 
onu, 2014) párr. 76. Puede consultarse en: http://bit.ly/2sn2f3D
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un militar detuviera a un sospechoso. En cambio, durante la administra-

ción de Calderón los militares se involucraron de manera generalizada en 

labores de seguridad y, lamentablemente, ejercieron su autoridad violen-

tando los procesos legales y los derechos humanos de los detenidos.118

La pgr informó a Amnistía Internacional que había recibido 4 mil 55 
denuncias por tortura de diciembre de 2005 a 2014, con un aumento anual 
continuo a partir de 2007; por ejemplo, recibió mil 165 denuncias en 2013 y 
dos mil 403 de enero al 30 de octubre de 2014119. La tortura y los tratos crue-
les, inhumanos y degradantes, hoy por hoy, constituyen el “método” de un 
patrón casi ordinario de la investigación criminal de los operadores del sis-
tema de seguridad y justicia.

Pero si el aspecto cuantitativo es alarmante, el aspecto cualitativo 
de algunos casos perpetrados por el Ejército y la Marina llama a la alar-
ma. El uso de la violencia sexual como forma de tortura es una constan-
te en agravio de mujeres y mujeres adolescentes que se encuentran a su 
disposición. Desnudez forzada, insultos y humillaciones verbales, mano-
seos en senos y genitales, introducción de objetos en genitales y viola-
ción sexual reiterada y por varias personas120 constituyen algunas las 
formas en que elementos de las Fuerzas Armadas llegan a cometer actos 
de tortura.

A lo largo del sexenio 2012-2018 se han documentado diversos casos 
de esta índole. En enero de 2017, la cndh emitió la recomendación 1/2017, 
dirigida al titular de la Secretaría de Marina por diversas violaciones a 
derechos humanos cometidas en agravio de un hombre y su familia, entre 
ellos tres menores de edad. La víctima, después de ser detenida de forma 
arbitraria, fue llevada por los marinos a distintos lugares y, con la finali-
dad que dijera “dónde estaban los demás” fue sometida a varios métodos 
de tortura, entre ellos, cubrirle la cabeza con bolsas de plástico, además 

118. Magaloni, A. et al. (2016, 1 de marzo). “Un método de investigación llamado tortura”. Nexos. 
Puede consultarse en:  http://bit.ly/2tNL3Zn

119. Amnistía Internacional. Promesas en el papel, impunidad diaria: La epidemia de tortura en 
México continúa. 2015, pág. 5. Puede consultarse en http://bit.ly/1Rp7ndv   

120. Consejo de Derechos Humanos (onu). Informe del Relator especial sobre la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Juan E. Méndez. a/hcr/28/68/add.3 op. cit., 
párr. 28
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de quemarle y arrancarle la piel de las plantas de los pies. El hombre fue 
absuelto por las instancias judiciales que conocieron de la causa penal 
iniciada por las imputaciones formuladas en su contra por los marinos.121

Sin duda uno de los casos más emblemáticos ocurridos en el sexe-
nio es el vinculado con la tortura de una mujer en Ajuchitlán del Progre-
so, Guerrero, cometida por elementos del Ejército y de la Policía Federal. 
El conocimiento público de este evento, acontecido en febrero de 2015, 
ocurrió cuando se difundió en redes sociales un video de la tortura en 
el que se aprecia cómo ésta se inflige conforme a un método específi-
co para obtener confesiones122. La difusión de este video orilló al gene-
ral secretario de la Defensa Nacional a pedir disculpas a la sociedad123, 
lo que no habían logrado ni siquiera las sentencias de la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos que así lo ordenaron, si bien el perdón 
público no alcanzó a la víctima de la tortura quien –de acuerdo con la 
información disponible– permanecería aún privada de la libertad. A la 
fecha no se ha hecho público que los militares involucrados directamen-
te en estos hechos hayan sido sentenciados por el delito de tortura en 
el fuero civil; tampoco se ha hecho público que se haya conducido algu-
na investigación sobre la responsabilidad de mando tendiente a indagar 
si los castrenses involucrados habrían recibido una orden expresa para 
conducirse como lo hicieron.

En suma, el patrón de tortura que puede distinguirse en la actuación 
de las Fuerzas Armadas a lo largo de la Guerra contra el narcotráfico está 
muy vinculado con la práctica de las detenciones arbitrarias y con la pre-
tendida búsqueda de información sobre las organizaciones delictivas. En 
este marco, es frecuente que la tortura ocurra durante el traslado a insta-
laciones militares o a sitios que materialmente bajo el control de las Fuer-
zas Armadas. La propia cndh dio cuenta de la existencia de este patrón en 

121. Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh). (2017). “Dirige la cndh recomendación 
a la Secretaría de Marina por tortura, detención arbitraria, retención y cateo ilegales contra un 
hombre, en Culiacán, Sinaloa que fue absuelto de la acusación del Ministerio Público”. (7 de 
febrero). Puede consultarse en http://bit.ly/2tdHx92 (Revisado el 28 de febrero de 2017).

122. Véase por ejemplo: Veledíaz, J. (2016, 23 de abril). “Historia de una tortura videograbada”, 
Proceso. Puede consultarse en: http://bit.ly/2texfWf

123. Véase por ejemplo: Castillo, G. (2016, 17 de abril). “Cienfuegos ofrece disculpa pública por 
tortura que cometieron militares”, La Jornada. Puede consultarse en: http://bit.ly/2te9X2D
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el presente sexenio; así, en el documento “Agenda Nacional de Derechos 
Humanos 2013”124, el ombudsman nacional señaló:

“80. La práctica de los elementos militares de retener en sus instalacio-

nes a las personas que detienen, en donde formalizan su puesta a dispo-

sición y los certifican médicamente, en tanto comunican dicha detención 

a la autoridad ministerial también, es recurrente y muy delicada; ya que, 

dentro de éstas, las personas detenidas son objeto de cualquier tipo de 

agravios en su integridad física y emocional […] 81. Lo más preocupante, 

es que en algunos casos, los agentes del Ministerio Público la convalidan, 

ya que cuando tienen conocimiento de que una persona está detenida en 

las instalaciones militares, se trasladan a dicho lugar para realizar diversas 

diligencias y ahí los retienen hasta antes de ponerlos a disposición de la 

autoridad judicial vulnerando con ello la legalidad y seguridad jurídica”.125

En efecto, el patrón de tortura característico de las Fuerzas Armadas 
reiteradamente incluye la intervención de médicos militares que encu-
bren dicha práctica emitiendo certificados de integridad física sin siquiera 
tener facultades para ello al carecer de condiciones mínimas de indepen-
dencia e imparcialidad.126

En suma, la evidencia muestra que en la última década las Fuer-
zas Armadas se han visto involucradas en graves violaciones a derechos 
humanos, como ejecuciones, desapariciones y tortura. En estos casos 
son distinguibles patrones que permiten hablar de continuidades en los 
modos de perpetración de estas atrocidades.

***

A lo largo del primer capítulo de este informe hemos intentado mostrar 
que entre el sexenio de Felipe Calderón Hinojosa y el de Enrique Peña Nie-
to no ha habido un cambio sustantivo en las políticas de seguridad; antes 

124. Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh), Agenda de derechos humanos, 2013. 
(México: cndh, 2013) Puede consultarse en: http://bit.ly/2sJFaHB 

125. Ibid, pág. 37 y ss. Subrayado en el original.

126. Véase por ejemplo: Torres, J. (2010, 27 de enero) “Médicos ayudaban en interrogatorios, 
acusan cndh y ai”. El Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/2tJ7mhX
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bien, la continuidad ha sido profunda y significativa. Aspectos como la 
contradictoria presencia de la militarización en los documentos oficia-
les de planeación; la continuidad del despliegue castrense en el territo-
rio nacional; el abandono de la democratización y el fortalecimiento de las 
policías civiles; la persistencia de la violencia homicida y la continuidad de 
las graves violaciones a derechos humanos dan cuenta de esta continui-
dad y explican que el saldo de la década de Guerra contra el narcotráfico 
arroje saldos tan lamentables. 

Ha sido, bien puede decirse, la verdadera década perdida en términos 
de la posibilidad de repensar la justicia y la seguridad desde otras coorde-
nadas donde la dignidad humana esté en el centro de la acción pública; 
como también de las vidas que se han perdido y del dolor que se ha cau-
sado. La continuidad ininterrumpida de esta política tiene al país donde 
ahora está.  

Pero aunque este saldo pernicioso es reconocido casi unánimemente 
desde las más diversas perspectivas y posiciones, hacia el final del sexe-
nio de Enrique Peña Nieto se ha perfilado la adopción de una medida 
que en vez de aprender de la experiencia acumulada le da la espalda a la 
evidencia empírica para institucionalizar a perpetuidad la intervención 
castrense en tareas de seguridad: nos referimos a la Ley de Seguridad 
Interior, a cuyo análisis se dedica el siguiente apartado.
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Como vimos en el apartado anterior, en el sexenio de Enrique Peña Nie-
to se continuó sin mayores correctivos reales la política de seguridad ini-
ciada durante la administración de Felipe Calderón, caracterizada por el 
despliegue de las Fuerzas Armadas para combatir frontalmente el narco-
tráfico. Pese a que al inicio de la administración se tomó distancia discur-
siva de la lógica bélica, en los hechos ésta fue reproducida en las políticas 
implementadas a partir de 2012.

Hacia finales del sexenio, el derrotero seguido por la administración 
peñista no es sólo de continuidad sino incluso de profundización de esta 
tendencia. La intensificación de la presencia militar en tareas de seguri-
dad puede observarse en diversos aspectos de la vida pública, pero, sin 
duda, se ha vuelto especialmente tangible a partir de que se reactivó la 
exigencia castrense de contar con un marco jurídico a modo para reali-
zar labores en el ámbito de la seguridad.

En este segundo capítulo de nuestro informe nos referiremos preci-
samente a cómo surgió el debate sobre esta legislación exigida por las 
Fuerzas Armadas y aludiremos a cuáles son los riesgos que observamos 
en la aprobación de una legislación de esta índole desde una perspecti-
va de derechos humanos.

Para este fin, en primer lugar, recordaremos los antecedentes de la 
discusión, tanto en el sexenio calderonista como en el actual; enseguida 
mencionaremos los problemas de constitucionalidad y derechos huma-
nos que podría generar una legislación de este corte.
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2.1. Los antecedentes sobre la discusión de una Ley de Seguri-
dad Interior en el sexenio de Felipe Calderón

La insistencia con que las Fuerzas Armadas han exigido que se les dote 
de un marco jurídico para regularizar su intervención en labores de segu-
ridad pública no es nueva: prácticamente comenzó desde que se intensi-
ficó su presencia en dichas tareas en el sexenio de Felipe Calderón.

Los registros hemerográficos dan cuenta de que al menos desde 
2007, mandos militares acudieron a cabildear directamente ante el Con-
greso de la Unión una ley acorde con sus intereses. Así, por ejemplo, 
está documentado que en ese año el secretario de la Defensa Nacional 
demandó apoyo en el Senado para una legislación en la materia. Estos 
mismos registros indican que el 25 de octubre de 2008, 

el entonces Secretario de la Defensa Nacional, General Guillermo Galván 

Galván, se reunió con los senadores de la Comisión de la Defensa Nacional 

de la LX Legislatura; les comentó que la participación militar en tareas de 

seguridad pública iba a ser de un máximo de dos años, pero que era nece-

sario tener un sustento legislativo para esas tareas”.127

Durante el año 2011 se buscó aprobar precipitadamente una legis-
lación de seguridad acorde con las exigencias de las Fuerzas Armadas. 
Empero, las críticas de especialistas, partidos de oposición y organizacio-
nes de la sociedad civil lograron detener ese intento.

En ese contexto fueron especialmente relevantes las intervenciones 
que realizaron las víctimas de la violencia, articuladas en el Movimiento 
por la Paz con Justicia y Dignidad, ante el Congreso de la Unión. Así, por 
ejemplo, ante legisladores y legisladoras Javier Sicilia expresó:

Lo repito, no proponemos que se claudique ante la delincuencia. Lo que que-

remos son leyes, procuradores, ministerios públicos, policías y jueces que ase-

guren que los crímenes serán perseguidos y castigados, y que sus víctimas 

tendrán acceso a la justicia y al resarcimiento del daño, y no marcos legales 

que, mediante eufemismos –como el de llamar seguridad interior a lo que en 

127. Robles, L. (2016, 20 de octubre). “Ejército, 9 años sin respuesta del Congreso”. Excélsior. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/2u5pe4Q
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realidad es seguridad pública–, se justifique la omisión o complicidad de las 

autoridades civiles, la actuación anticonstitucional de las Fuerzas Armadas y 

el uso del fuero para violar garantías y derechos con absoluta impunidad […]

Rechazamos categóricamente la Ley de Seguridad Nacional y volve-

mos a exigirles que trabajemos juntos en una Ley de Seguridad Humana 

y Ciudadana que considere la seguridad económica y social, alimentaria, 

sanitaria, medioambiental, comunitaria, educativa, cultural y política de la 

nación y de sus pueblos.128

En buena medida gracias a intervenciones como ésta, en el 2011 pudo 
ser detenido el intento de aprobar con premura la legislación exigida 
por el Ejército y la Marina. Esto, sin embargo, no supuso que las Fuer-
zas Armadas dejaran de lado por completo sus pretensiones, como se ha 
acreditado durante el sexenio de Enrique Peña Nieto.

2.2. Los antecedentes sobre la discusión de una Ley de Seguri-
dad Interior en sexenio de Enrique Peña Nieto: legislar a pedi-
do de las Fuerzas Armadas

En la administración de Enrique Peña Nieto, los intentos de satisfacer las 
exigencias legales de las Fuerzas Armadas pueden rastrearse en los infor-
mes de gobierno. Como parte de la meta denominada 1. México en Paz del 
Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, el Gobierno federal, dentro de los 
cuatro informes de gobierno que hasta el momento de editar este docu-
mento se han publicado, hizo referencia al anteproyecto de la Ley de Segu-
ridad Interior.

En el primer informe de gobierno, el Ejecutivo anunció que se había 
propuesto “mejorar el marco jurídico de las fuerzas armadas para aten-
der su realidad operativa, particularmente coadyuvar con la seguridad 
interior”129. Dentro de la estrategia 1.2.2 Preservar la Paz, la independen-
cia y la soberanía de la Nación130, el Gobierno federal dio a conocer que 

128. Gil, J. (2011, 17 de agosto). “Convoca Sicilia a Fuerzas Armadas a discutir la Ley de Seguridad”. 
Proceso. Puede consultarse en: http://bit.ly/2vyFbzP 

129. Presidencia de la República. (2013). Primer Informe de Gobierno 2012-2013. (México: Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos) 17. Puede consultarse en: http://bit.ly/2veEpsr
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se estableció “el mecanismo para que el Colegio de la Defensa Nacional 
convoque y presida un comité que formule “[…] la Ley de Seguridad Inte-
rior, y se consulte a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena)”131 con 
el fin de que ésta analizara el tema.

En el segundo informe de gobierno (2013-2014) se reiteró que el 
Gobierno federal mantenía el

firme compromiso de fortalecer sus capacidades [de las Fuerzas Armadas] 

a través de la adecuación del marco jurídico para su eficaz participación en 

la atención de las demandas de la Nación”132.

En lo tocante a la estrategia 1.2.3 Fortalecer la inteligencia del Estado 
mexicano para identificar, prevenir y contrarrestar riesgos y amenazas a 
la Seguridad Nacional133, también se dio a conocer que

el 20 de febrero de 2014, [la Sedena] llevó a cabo una reunión de trabajo 

con la Semar, para coordinar los trabajos relacionados con el anteproyecto 

de la Ley de Seguridad Interior, que incluirá al servicio de inteligencia”.134

En el tercer informe de gobierno (2014-2015) como parte de la estra-
tegia 1.1.2 Fortalecer la relación con el Honorable Congreso de la Unión 
y el Poder Judicial, e impulsar la construcción de acuerdos políticos para 
las reformas que el país requiere135, el gobierno informó que:

con el propósito de diseñar, promover y construir acuerdos con organiza-

ciones políticas que puedan derivar en proyectos legislativos, se participó 

en 124 reuniones con diversos grupos de trabajo para analizar las posibles 

reformas en los temas de […] seguridad interior […].136

130. La cual es parte de la meta “1. México en Paz” del pnd. 

131. Presidencia de la República. (2013). Primer Informe de Gobierno 2012-2013. op. cit. 45

132. Presidencia de la República. (2014). Segundo Informe de Gobierno 2013-2014. (México: 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos). 29. Puede consultarse en: http://bit.ly/1A1Cdis

133. La cual es parte de la meta “1. México en Paz” del pnd.

134. Presidencia de la República. (2014). Segundo Informe de Gobierno 2013-2014. op. cit. 57.

135. La cual es parte de la meta “1. México en Paz” del pnd. 
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Igualmente, como parte de la estrategia 1.2.1 Preservar la Integridad, 
estabilidad y permanencia del Estado mexicano137, el Tercer Informe dio a 
conocer que:

Se analizó, diseñó y desarrolló un anteproyecto de Ley de Seguridad Inte-

rior, entre las diversas dependencias de la Administración Pública Federal 

con competencia en la materia, a efecto de fortalecer sus capacidades de 

atención y respuesta en el mantenimiento de la seguridad interior.138

Finalmente, en el cuarto informe de gobierno (2015-2016) como par-
te de la estrategia 1.2.2 Preservar la Paz, la independencia y la soberanía 
de la Nación, el gobierno dio a conocer que:

En el marco del impulso a la creación de instrumentos jurídicos para for-

talecer el sustento legal a la actuación de las Fuerzas Armadas en activi-

dades de defensa exterior y seguridad interior […] La Segob continuó con 

el proceso institucional de revisión y análisis de un anteproyecto de Ley de 

Seguridad Interior, para su aprobación en el ámbito del Ejecutivo Federal.139

Pero aun cuando la mención sobre proyectos legislativos en mate-
ria de seguridad interior puede rastrearse en los informes de gobierno, 
lo cierto es que este debate inició públicamente a partir de una serie 
de interpelaciones notorias de las Fuerzas Armadas a diversos actores 
políticos.

En 2016, el General Salvador Cienfuegos, titular de la Sedena, exigió 
públicamente el marco normativo que regularizar la participación de las 
Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública, expresando en distin-
tos momentos y frente a distintos actores que:

136. Presidencia de la República. (2015). Tercer Informe de Gobierno 2014-2015. (México: Gobierno 
de los Estados Unidos Mexicanos) 39. Puede consultarse en: http://bit.ly/1LV5Cpw

137. La cual es parte de la meta “1. México en Paz” del pnd.

138. Presidencia de la República. (2015). Tercer Informe de Gobierno 2014-2015. op. cit. p. 54

139. Presidencia de la República. (2016). Cuarto informe de Gobierno 2015-2016. (México: 
Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos) 77. Puede consultarse en: http://bit.ly/2bGrhBy
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[p]ara hacer más eficiente nuestra labor, se requiere contar con el marco ju-

rídico que defina y regule el actuar de las tropas, para dar certeza a la socie-

dad sobre lo que hacemos, cómo lo hacemos y cuándo debemos hacerlo.140

Así en noviembre del 2016, en una reunión con diputados de las frac-
ciones del Partido Revolucionario Institucional (pri) y del Partido Verde 
Ecologista (pvem) –quienes cuentan con mayoría en la cámara de dipu-
tados del Congreso de la Unión– les expresó:

Tenemos la seguridad que el trabajo parlamentario que ustedes realizan 

con profesionalismo y de manera indubitable en beneficio de los mexicanos, 

será determinante para contar con los instrumentos legales que sustenten 

nuestra actuación en las actividades de apoyo a la seguridad pública.141

La exigencia se tornó más insistente cuando el pasado 8 de diciem-
bre de 2016, después de un lamentable ataque contra una unidad militar 
en Sinaloa, el general Cienfuegos expresó en un evento público: “[n]oso-
tros no pedimos estar aquí […] no nos sentimos a gusto, los que estamos 
aquí con ustedes no estudiamos para perseguir delincuentes.”142

Con un mensaje de reclamo inédito por parte de un secretario de Defen-
sa a las autoridades civiles, el general secretario se refirió a los distintos 
poderes del Estado mexicano diciendo que:

[d]ebemos definir el gobierno, me refiero a los poderes, los tres, deben de-

cidir en qué momento deben participar las Fuerzas Armadas para cumplir 

qué tarea, en qué superficie de terreno y por cuánto tiempo. Eso es los que 

debe buscar esta ley. 143

140. Palabras pronunciadas por el C. General Salvador Cienfuegos Zepeda, secretario de la 
Defensa Nacional, el 7 de noviembre de 2016, durante la comida con senadores del Grupo 
Parlamentario y representantes del pri y pvem, en el Campo Mil. No. 1-A, Cd. de Méx. 7 de 
Noviembre de 2016. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tnaktp

141. Ibíd.

142. Torres, J. (2016, 9 de diciembre). “Urge Cienfuegos plazo para vuelta a los cuarteles”, El 
Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/2haH13D

143. Ibíd.
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En particular, el alto mando castrense reclamó públicamente que 
correspondía a la Secretaría de Gobernación impulsar una Ley de Seguri-
dad Interior acorde con las exigencias castrenses, al decir que:

La Seguridad Interior no es responsabilidad de la Defensa Nacional ni de la 

Marina, es responsabilidad de la Secretaría de Gobernación y es precisamen-

te la Secretaría de Gobernación la que debe estar insistiendo en que esta ley 

se promulgue, pero tampoco hay prisa y no ha habido prisa en muchos años 

y los que estamos confrontando los problemas somos nosotros.144

Incluso, el general secretario se refirió de manera inusualmente críti-
ca al funcionamiento del Poder Judicial al señalar que “este nuevo siste-
ma penal acusatorio, que ninguno de nosotros podrá decir que es malo, 
lo que hace falta, no está funcionando como debiera de ser para que ten-
gamos en la cárcel a quien está haciendo daño a la sociedad”. 145

Más grave aún, el titular de la Defensa Nacional aludió a lo que desde 
su perspectiva puede entenderse como la incompatibilidad entre el cumpli-
miento del servicio castrense y el respeto a los derechos humanos. Así, dijo:

[…] nuestros soldados ya le están pensando si le entran a seguir enfrentando 

a estos grupos (de la delincuencia), con el riesgo de ser procesados por un 

delito que tenga que ver con derechos humanos o a lo mejor les conviene 

más que los procesemos por no obedecer, entonces les sale más barato.146

Es decir, conforme a la visión del responsable del Ejército mexicano, los 
elementos de este cuerpo estarían ante una disyuntiva irreconciliable en 
la que deben elegir entre respetar los derechos humanos o cumplir lo que 
les encomienda el mando. Es relevante enfatizar que este tema ha sido 
destacado uno y otra vez en los posicionamientos públicos de las Fuer-
zas Armadas, lo que parece no estar en sintonía con lo que se ha invoca-
do como justificación de la ley. En efecto, más que certeza jurídica para el 

144. Ibíd. 

145. Garduño, J. (2016, 8 de diciembre). “Que las tropas regresen a los cuarteles, dice Cienfuegos”, 
El Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/2h7VixP

146. Aranda, J. (2016, 9 de diciembre). “Exige Cienfuegos regularizar la función de las Fuerzas 
Armadas”, La Jornada. Puede consultarse en: http://bit.ly/2gsalV3
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desempeño de tareas de seguridad en zonas donde el Estado ha perdido el 
monopolio de la violencia, aludir a que la ley atemperaría el supuesto ries-
go de que los militares sean señalados por violaciones a derechos huma-
nos cometidas en el ejercicio de sus funciones supone implícitamente 
demandar un blindaje jurídico de impunidad.

Después de estas declaraciones, la discusión pública sobre la partici-
pación de las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública a 10 años 
de la llamada Guerra contra el narcotráfico se trasladó hacia el Poder 
Legislativo, que de manera inédita quedó emplazado por el estamento 
militar para discutir marcos jurídicos que sustenten la función que hoy 
realizan irregularmente las Fuerzas Armadas.

Posteriormente, incluso, el alto mando militar perfilaría en la prensa 
con notoria precisión las exigencias centrales del sector castrense sobre 
los contenidos a satisfacer por la Ley de Seguridad Interior:

1. Regular la función del Estado para preservar la seguridad interior. 

2. Que su aplicación le corresponda al Ejecutivo federal, por conducto de 
la Secretaría de Gobernación, con participación de los tres órdenes de 
gobierno, fuerzas federales y Fuerzas Armadas. 

3. Que se determinen las circunstancias y condiciones para el empleo de 
las Fuerzas Armadas en tareas de seguridad interior. 

4. Que determine las facultades para que las autoridades federales y las 
Fuerzas Armadas realicen acciones de orden interno orientadas a prevenir 
amenazas a través de destacamentos de seguridad, patrullajes, reconoci-
mientos, puestos de vigilancia y seguridad a instalaciones estratégicas.

5. Que norme las acciones de seguridad interior orientadas a la norma-
lización del orden interno, mediante operaciones de restauración del 
orden o de auxilio a la población civil, en caso de necesidades públicas 
y de desastres. 

6. Normar las acciones que realice el gobierno federal en materia de 
seguridad interior, sin eximir a los gobiernos de los estados o munici-
pios para que asuman sus responsabilidades y exigir que los principios 
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que rijan la seguridad interior incluyan de manera irrestricta el respeto 
a los derechos humanos.147

Mario Arroyo resumió atinadamente este peculiar emplazamiento: 

En el Congreso de la Unión se analizará con urgencia y sin diagnóstico una 

nueva iniciativa de Ley de Seguridad Interior. La premura tiene una explica-

ción clara: el secretario de la Defensa Nacional, general Salvador Cienfue-

gos Zepeda, alzó la voz y solicitó legislar en la materia.148 

2.3. Iniciativas presentadas

El emplazamiento del secretario de la Defensa Nacional trascendió de 
manera efectiva al Poder Legislativo. A partir de diciembre de 2016 y 
durante los primeros meses de 2017, legisladores y legisladoras de prácti-
camente todos los partidos políticos presentaron diversas iniciativas en la 
materia, tanto en el Senado de la República como en la Cámara de Diputa-
dos. A éstas, además, se adicionan otras propuestas legislativas presenta-
das con antelación. Así, a la fecha, deben ser dictaminadas las siguientes:

• Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la 
Ley de Seguridad Nacional presentada por el Diputado Jorge Ramos 
Hernández del Partido Acción Nacional (pan).

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de Seguridad 
Interior, presentada por los Diputados Martha Tamayo Morales y César 
Camacho Quiroz del Partido Revolucionario Institucional (pri).

• Iniciativa que reforma, adiciona y deroga disposiciones contenidas en 
la Ley de Seguridad Nacional del Diputado Manuel Espino Barrientos 
(Movimiento Ciudadano).

• Iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley de Seguridad Interior 
presentada por la Diputada Sofía González Torres (pvem).

147. Cienfuegos, Salvador. (2016, 5 de diciembre). op. cit.  

148. Arroyo, M. (2017, 12 de febrero). “Seguridad sin adjetivos”. Reforma. Puede consultarse en: 
http://bit.ly/2u6LkFB



88 capítulo dos

• Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se expide la Ley de 
Seguridad Interior del Senador Roberto Gil Zuarth (pan).

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley de 
Seguridad Interior del Senador Miguel Barbosa Huerta (prd).

Este cúmulo de iniciativas conforma la base sobre la que se preten-
de discutir y en su momento aprobar la legislación en materia de segu-
ridad interior. Conforme a las reglas del procedimiento legislativo, todas 
las iniciativas tendrían que ser dictaminadas y analizadas. Sin embargo, es 
indudable que, en el debate público y político sobre el tema, son dos las ini-
ciativas que han delimitado los contornos de la discusión: la presentada 
conjuntamente por el diputado Camacho y por la diputada Tamayo del pri, 
y la presentada por el senador Gil Zuarth, del pan.

Ambas propuestas legislativas, conviene señalar desde ahora, coin-
ciden en sugerir un esquema en que el presidente de la República, con 
diversos matices respecto del procedimiento, pueda ordenar el desplie-
gue intensivo de las fuerzas federales –incluyendo desde luego a las 
Fuerzas Armadas– en algún municipio, región o estado del país cuando 
ahí se considere que ha ocurrido una afectación a la seguridad interior. 
Tal despliegue, como se verá más adelante, ocurriría según estas iniciati-
vas a partir de esquemas que no garantizan la preeminencia de los con-
troles civiles, la rendición de cuentas, la transparencia ni el respeto a los 
derechos humanos. Adicionalmente, ambas iniciativas son omisas en 
generar incentivos claros para el retiro paulatino de las Fuerzas Armadas 
de las tareas de seguridad pública que hoy realizan, lo mismo que para el 
fortalecimiento progresivo de las policías civiles.

2.4. Principales problemas y deficiencias de las iniciativas en 
materia de seguridad interior
Enseguida nos referiremos a los principales problemas y deficiencias de las 
iniciativas presentadas; estos, cabe señalar, han sido señalados y desarrolla-
dos por el colectivo #SeguridadSinGuerra149, que intenta aportar al debate 
público mostrando que hay alternativas al paradigma militar de la seguridad.

149. Véase el sitio de internet: www.seguridadsinguerra.org
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Así, aludiremos a problemas de constitucionalidad, de convencionali-
dad, de previsible inefectividad para reducir la violencia, de abierta viola-
ción a los derechos humanos y, finalmente, a las deficiencias específicas 
de las iniciativas presentadas.

2.4.1. Problemas de constitucionalidad de las iniciativas presentadas
A continuación, nos referiremos a los problemas de constitucionalidad de 
las iniciativas, en dos dimensiones: la ausencia de facultades expresas del 
Congreso para legislar en la materia y la expresa atribución constitucional 
de las tareas de seguridad a las autoridades civiles. 

2.4.1.1. Ausencia de facultades explícitas del Congreso de la Unión para 
legislar en materia de seguridad interior
Un primer problema de constitucionalidad común a todas las iniciati-
vas tiene que ver con la ausencia de facultades expresas de la Cámara de 
Diputados y la de Senadores para aprobar una Ley de Seguridad Interior. 
Esto supondría que, de adoptarse esta norma, el Congreso de la Unión 
estaría infringiendo el principio de legalidad.

El principio de legalidad es un principio fundamental. Es por ello que 
las constituciones democráticas, para prevenir esos abusos y desvíos de 
poder, como leyes fundamentales reconocen el principio de legalidad y 
lo concretan al precisar en su parte orgánica los ámbitos de competen-
cia de los diversos poderes. Esto, a su vez implica, que todo poder público 
debe apegar su actuación rigurosamente al límite y ámbito de faculta-
des y competencias que la propia Constitución autoriza; de manera que 
sólo pueden hacer lo que la misma les permite.

En México, las facultades del Congreso de la Unión para legislar 
están enumeradas en el artículo 73 de la Constitución. Éste, sin embargo,  

5 razones para rechazar la aprobación
de una Ley de Seguridad Interior

1. Contravendría la Constitución
2. Contravendría los tratados internacionales de derechos humanos
3. Perpetuaría un modelo que ha probado ser inefectivo para reducir la 
violencia.
4. Incentivaría la violación de los derechos humanos
5. Partiría de iniciativas deficientes
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en ninguna fracción habilita al Poder Legislativo Federal para “expedir 
leyes en materia de seguridad interior”.

En efecto, la única mención constitucional del concepto de seguridad 
interior se encuentra en otro artículos de dicha norma: es el artículo 89, en 
su fracción VI, el que incorpora este concepto al señalar en su actual redac-
ción que es facultad y obligación del presidente: “Preservar la seguridad 
nacional, en los términos de la ley respectiva, y disponer de la totalidad de 
la Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la Armada y de la Fuer-
za Aérea para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación”.

Como puede verse, al no hacer referencia el artículo 73 a ninguna 
facultad del Congreso de la Unión “para expedir leyes en materia de 
seguridad interior”, sin duda es posible afirmar que el Poder Legislativo 
carece de facultades expresas para legislar en la materia.

En otros temas discutidos en el pasado, la falta de facultad expresa del 
Congreso para legislar en una materia ha motivado que ésta no se abor-
de en una ley secundaria hasta en tanto no se realice la correspondiente 
reforma constitucional. Así ocurrió, por ejemplo, para que el Congreso de 
la Unión expidiera en 2005 la Ley de Seguridad Nacional hoy vigente; en 
ese entonces, se consideró necesario que primero se reformara la Consti-
tución para que ésta incluyera, como hoy lo hace en la fracción xxix-m del 
artículo 73, la facultad expresa de las cámaras de Diputados y Senadores 
para legislar sobre el particular.

Las advertencias sobre lo que especialistas como Alejandro Madrazo 
Lajous han llamado “dudosa constitucionalidad”150 de una eventual Ley 
de Seguridad Interior, sin embargo, ha sido respondido por quienes pro-
mueven esta legislación afirmando que el Congreso de la Unión sí tiene 
facultades en la materia, debido a que éstas serían de naturaleza implí-
cita. Desde esta perspectiva, como el artículo 73 xxix-m habilita al Con-
greso para legislar sobre Seguridad Nacional y como la seguridad interior 
es mencionada en el artículo 89 fracción vi, la Cámara de Diputados y de 
Senadores podría expedir la correspondiente legislación debido a que –
se dice– la seguridad interior es una dimensión de la seguridad nacional.

150. Madrazo, A. (Intervención en la “Tercera reunión de acercamiento y reflexiones: La segu-
ridad interior desde la perspectiva de derechos humanos” llevada a cabo en el Senado de la 
República en la Ciudad de México el 26 de enero de 2017). Min. 29:57. Puede consultarse en: 
http://bit.ly/2uyYuvF
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La deficiencia de esta argumentación es que no es absolutamente cla-
ro que en efecto esa facultad implícita exista, puesto que legalmente no 
se ha establecido que la seguridad interior sea una vertiente de la seguri-
dad nacional. 

En México, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, atendiendo el 
principio de legalidad, en el tema de distribución de facultades y compe-
tencias ha establecido que son facultades explícitas las conferidas por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a cualquiera de 
los poderes federales, concreta y determinadamente en alguna materia; 
mientras que son facultades implícitas las que el Poder Legislativo deten-
ta, aunque no se mencionen de forma expresa en el texto constitucional, 
debido a que son necesarias para que pueda materializarse el ejercicio de 
alguna de las facultades explícitas.151

No obstante lo anterior, es discutible que bajo estas facultades se pue-
da aprobar una legislación de seguridad interior del calado propuesto en las 
iniciativas que se analizan en la actualidad, pues éstas exceden por mucho 
la reglamentación del ejercicio de la facultad contenida en el artículo 89 
fracción VI: no se constriñen a disponer cómo podrá el titular del Ejecutivo 
disponer de la Fuerza Armada permanente para la seguridad interior sino 
que estas propuestas trastocan por completo la distribución de competen-
cias en el ámbito de la seguridad pública.

Por otro lado, en lo concerniente a entender la seguridad interior 
como una faceta de la seguridad nacional, aun cuando esto sea factible 
desde un punto de vista doctrinario conforme a algunas perspectivas 
teóricas, lo cierto es que las definiciones legales disponibles en el marco 
jurídico mexicano no lo entienden así. Por ejemplo, la Ley de Seguridad 
Nacional, aprobada el 31 de enero de 2005, no menciona en ninguno de 
sus artículos a la “seguridad interior” como un componente de la misma.

En suma, es dudoso que el Congreso de la Unión, a través de sus 
Cámaras de Senadores y Diputados, tenga facultades para aprobar una 
Ley de Seguridad Interior como se pretende.

Pero ésta no es la única razón por la que podría ser inconstitucional la 
aprobación de una Ley de Seguridad Interior. La posible incompatibilidad 

151. Véase por ejemplo la tesis de jurisprudencia de rubro “facultades implícitas y explícitas. mul-

tas”, en el semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito, Tomo 145-150, Sexta Parte, página 119.  Puede consultarse en: http://bit.ly/2tclYmG
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con lo que hoy dispone el artículo 21 Constitucional también debe tener-
se en consideración.

2.4.1.2. Expresa atribución constitucional de las tareas de seguridad a las 
autoridades civiles
Otro aspecto por el que una eventual de Ley de Seguridad Interior podría ser 
inconstitucional está vinculado a que muy probablemente ésta contraven-
dría disposiciones expresas de la Constitución como el propio artículo 21.

Como es sabido, en 2008 México realizó una reforma de gran pro-
fundidad a sus sistemas de justicia y seguridad. A consecuencia de esta 
reforma, fue modificado el artículo 21 de la Constitución en la parte rela-
tiva a la regulación de las funciones de seguridad pública y, específica-
mente, en lo tocante a la naturaleza de las instituciones que en este 
ámbito intervienen. 

En este sentido, actualmente el artículo 21 constitucional dispone a la 
letra: 

Artículo 21. [….]

[…] 

La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, las en-

tidades federativas y los Municipios, que comprende la prevención de los 

delitos; la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la 

sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en 

las respectivas competencias que esta Constitución señala. La actuación 

de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de le-

galidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución.

Las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, discipli-

nado y profesional […] 

Como puede observarse, desde 2008 la Constitución Mexicana expre-
samente dispone que la seguridad pública es una “función” –no un dere-
cho, cabe hacer notar– que comprende “la prevención de los delitos;  
la investigación y persecución para hacerla efectiva, así como la sanción 
de las infracciones administrativas”. También señala la Constitución desde 
entonces, de un modo explícito, que las “instituciones de seguridad pública”  
serán de “carácter civil”.
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Para entender la trascendencia de esta reforma vale la pena citar a Ser-
gio García Ramírez, quien específicamente sobre esta modificación señaló: 

En la prolija regulación que recoge la reforma constitucional figuran otras 

normas sobre las instituciones de seguridad pública. El párrafo décimo del ar-

tículo 21 dice que aquellas “serán de carácter civil, disciplinado y profesional”. 

Bien que destaque la naturaleza civil de dichas corporaciones –consecuen-

te con su naturaleza entre las funciones de Estado- integradas, se entiende, 

por personas de la misma procedencia y formación, rasgo este último que se 

acentúa con la exigencia de profesionalismo. Ha sido ampliamente reproba-

da la integración clientelar o patrimonialista de esas instituciones, verdadera 

plaga por la que nuestra sociedad ha cubierto un alto precio. También se ha 

discutido la intervención de fuerzas militares en la lucha contra la delincuen-

cia, y sobre todo el relevo de la función policial por la intervención militar. 

[…] Lo que se ha cuestionado es la asunción de las funciones policiales por 

parte de efectivos militares, que entraña riesgos en una doble dirección: para 

la misión de la policía y para el desempeño militar, ambas cosas en el mar-

co de la sociedad democrática y del Estado Constitucional. Por todo ello, es 

acertada la previsión que a este respecto contiene el citado párrafo décimo.152

Como este comentario lo indica, no hay duda de que la reforma cons-
titucional de 2008 iba encaminada a reforzar nuestro marco constitu-
cional, según el cual las funciones de seguridad pública están a cargo de 
instituciones civiles.

Igualmente, la Constitución ha dejado establecido desde su versión 
original en que, en tiempos de paz, las Fuerzas Armadas no pueden ejer-
cer funciones más allá de las relacionadas en la disciplina militar. Así se 
expresa en el artículo 129:

Artículo 129. En tiempo de paz, ninguna autoridad militar puede ejercer 

más funciones que las que tengan exacta conexión con la disciplina mili-

tar. Solamente habrá Comandancias Militares fijas y permanentes en los 

castillos, fortalezas y almacenes que dependan inmediatamente del Go-

bierno de la Unión; o en los campamentos, cuarteles o depósitos que, fuera 

de las poblaciones, estableciere para la estación de las tropas. 

152. García, S. La reforma penal constitucional. (México: Porrúa, 2008), 207.
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Ahora bien, para relativizar este mandato constitucional expreso, los 
promotores de la Ley de Seguridad Interior insisten en que la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ya avaló en el pasado la asunción de tareas 
de seguridad por las Fuerzas Armadas al resolver la Acción de Inconstitu-
cionalidad 1/96153 y citan dos tesis jurisprudenciales aprobadas por el Ple-
no del Máximo Tribunal en esa ocasión154. Esto es falso.

En dicha acción de inconstitucionalidad se analizó la presencia y la 
participación del Ejército y la Marina en el Sistema Nacional de Seguridad 
Pública; de suerte que es inexacto afirmar que la litis en ese proceso de con-
trol de constitucionalidad haya sido analizar un despliegue territorial del 
Ejército y la Marina en tareas de seguridad como el que hemos visto en los 
últimos diez años. Es decir, versaba –al menos en origen– sobre un aspecto 
de coordinación administrativa interinstitucional y no sobre un aspecto de 
funciones operativas sustantivas.

Por otro lado, en la citada acción de inconstitucionalidad la scjn con-
sideró que las Fuerzas Armadas podrían auxiliar a las autoridades civiles 
siempre y cuando los castrenses intervinieran a solicitud expresa, funda-
da y motivada de éstas, subordinándose a las mismas, en alguna acción 
puntual; estas condiciones han sido incumplidas y desbordadas en los 10 
años de guerra: no hay solicitud expresa, fundada y motivada por parte 
de las autoridades civiles que haya dado pie a los operativos conjuntos 
ni diseños que aseguren la subordinación castrense al poder civil. Tam-
poco el despliegue que hemos atestiguado se ha circunscrito a acciones 
específicas, sino que por el contrario en los hechos ha implicado la asun-
ción plena de las labores de seguridad pública por parte del Ejército y de 
la Marina en determinadas regiones del país.

Pero, además, la discusión de la scjn se llevó a cabo en un contexto nor-
mativo hoy rebasado: no había sido aprobada la reforma constitucional de 

153. Acción de Inconstitucionalidad 1/96, Leonel Godoy Rangel y otros. Novena Época, Pleno, 
Tomo III, marzo de 1996, página 351. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tmPSZG

154. Específicamente, se citan las tesis jurisprudenciales P./J. 38/2000 de rubro ejército y fuer-

za aérea. su participación en auxilio de las autoridades civiles es constitucional (inter-

pretación del artículo 129 de la constitución) y la tesis P./J. 37/2000 de rubro ejército y 

fuerza aérea y armada. pueden actuar acatando órdenes del presidente, con estricto 

apego agarantías individuales, cuando sin llegarse a situaciones, que requieran suspen-

sión de aquéllas, hagan temer, fundadamente, que de no enfrentarse de inmediato sería 

inminente caer en condiciones graves que obligaran a decretarla.
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derechos humanos que a partir de 2011 provocó un profundo cambio de 
paradigma en el sistema jurídico mexicano, asignando un carácter preemi-
nente a los derechos humanos reconocidos internacionalmente y –como 
se verá más abajo– a la interpretación autorizada que de estos realizan las 
instancias de los sistemas universal y regional. El Instituto Belisario Domín-
guez del Senado de la República ha señalado sobre las tesis de la scjn:

[fueron] emitidas por la SCJN en 1996, es decir, hace más de 20 años, cuan-

do el artículo 21 constitucional aún no tenía el contenido que hoy tiene, 

y en circunstancias muy diferentes a las actuales. Para estimar que este 

actuar tiene justificación constitucional, sería necesario solicitar de nuevo 

a la Corte que se pronuncie sobre el tema.155

Por otro lado, el artículo 21 no asignaba expresamente a autorida-
des civiles las funciones de seguridad, pues como se ha dicho esta refor-
ma data de 2008. De hecho, el actual artículo 21 de la Constitución no ha 
sido interpretado aún por la scjn, por lo que no existe una interpretación 
autorizada sobre los nuevos límites que impuso.

Finalmente, considerando que ese precedente legal es invocado para 
impulsar una decisión fundamental que puede cambiar de fondo las rela-
ciones cívico-militares en México, es pertinente recordar el contenido 
exacto de lo resuelto por la scjn en la Acción de Inconstitucionalidad 1/96 
para no olvidar la responsabilidad del Poder Judicial de la Federación fren-
te a la militarización del país que intensificó la resolución de esta contro-
versia a mediados de los años noventa.

Hasta aquí hemos expuesto los principales problemas de constitu-
cionalidad que enfrentaría una eventual Ley de Seguridad Interior. Como 
resume bien el Instituto Belisario Domínguez del Senado:

[…]ni el Constituyente Histórico, ni el de 1917, ni tampoco el Constituyente 

Permanente […], tuvieron la intención de concederle facultades al Poder 

Legislativo Federal para legislar en materia de seguridad interior, ni seña-

laron en momento alguno que se trataba de un vocablo inserto dentro del 

concepto de seguridad nacional.156

155. Galindo, C. et al. (2017). op. cit. 17.

156. Ibid. 13
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Estos problemas, como se ha dicho, no son los únicos. A partir de la muy 
relevante –y muy publicitada– reforma constitucional de derechos huma-
nos aprobada en 2011, cualquier ley aprobada en el país debe aprobar su 
confronta con los derechos humanos reconocidos en los tratados inter-
nacionales. Y en esa dimensión, también, legislar en esta materia supon-
dría un incumplimiento de las obligaciones a cargo del Estado mexicano.

2.4.2. Problemas de convencionalidad
Enseguida aludiremos a la manera en que la perspectiva de la seguridad 
interior contraviene los tratados internacionales de derechos humanos 
en al menos dos dimensiones: primero, al incorporar un concepto que los 
propios mecanismos de protección han estimado incompatible con esos 
instrumentos; segundo, al incumplir abiertamente las principales reco-
mendaciones de dichos mecanismos sobre las enmiendas que requiere la 
política de seguridad del Estado mexicano.

2.4.2.1. Incompatibilidad del concepto de seguridad interior con las obli-
gaciones internacionales de México
En diversas ocasiones, organismos internacionales han señalado la impor-
tancia de que los Estados adopten políticas de seguridad acordes con los 
derechos humanos con el objetivo central de proteger a las personas. Para 
ello han reiterado que se requieren condiciones necesarias como el forta-
lecimiento de las policías civiles y la limitación del involucramiento de las 
Fuerzas Armadas en tareas de seguridad pública, esto último dado el ries-
go que la presencia castrense en dichas labores conlleva para los dere-
chos humanos.

El concepto de seguridad compatible con la perspectiva de derechos 
humanos supone  que el Estado cumpla sus funciones asegurando una 
serie de derechos, como la vida, la libertad y la integridad, de manera que 
las políticas públicas y las acciones de las autoridades busquen asegu-
rar un ambiente adecuado para la convivencia pacífica de las personas.157 

157. Cantón, S. “Iniciativas de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en Materia de 
Seguridad Pública”. (Presentación de Santiago A. Cantón, Secretario Ejecutivo de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, ante el Grupo Especial de Trabajo para Preparar la 
Primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, en Washington 
DC el 20 de junio de 2008). Puede consultarse en: http://bit.ly/2tnaFw9
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Entendiéndolo así, en su Informe sobre Seguridad Ciudadana del año 
2009, la cidh señaló que en los regímenes autoritarios:

el concepto de seguridad está asociado a conceptos como el de ‘seguridad 

interior’ […] que se utilizan en referencia específica a la seguridad del Estado.

En oposición a conceptos como éste, la cidh señaló que:

en los regímenes democráticos, el concepto de seguridad frente a la ame-

naza de situaciones delictivas o violentas, se asocia a la “seguridad ciuda-

dana” y se utiliza en referencia a la seguridad primordial de las personas y 

grupos sociales.158

Claramente, para la cidh hay dos concepciones de la seguridad: 
una de corte democrático que se vincula con la asegurar los derechos, 
poniendo en el centro a las personas, al cual la Comisión alude como 
“seguridad ciudadana”; en contrapartida, existe otra concepción de cor-
te autoritario que prioriza la seguridad del Estado, con políticas de mano 
dura, que la cidh encuentra subyacente a perspectivas como la de segu-
ridad interior. De esta forma, el concepto de seguridad interior ya fue 
analizado por esta instancia internacional de derechos humanos, que 
consideró que se trata de un concepto autoritario.

La cidh observó desde entonces que los problemas de inseguridad y 
criminalidad que aquejan a la región han generado que los Estados pro-
pongan la intervención de efectivos militares en tareas de seguridad. 
Sin embargo, la cidh apuntó los riesgos de este enfoque señalando que:

este tipo de planteamientos responden a la confusión entre los conceptos 

de seguridad pública y seguridad nacional, cuando es indudable que la cri-

minalidad ordinaria –por muy grave que sea– no constituye una amenaza 

militar a la soberanía del Estado”.159

158. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre seguridad ciudadana 
y derechos humanos, 2009. oea/Ser.L/V/II, (Washington: OEA, 2009). párr. 21

159. Ibid. párr. 103 en el que se cita: Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh).  
Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, (Washington: oea, 1998) capí-
tulo V, párrafo 403.
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Por ello, la cidh enfatizó en su informe que:

es fundamental la separación clara y precisa entre la seguridad interior 

como función de la Policía y la defensa nacional como función de las Fuer-

zas Armadas, ya que se trata de dos instituciones substancialmente dife-

rentes en cuanto a los fines para los cuales fueron creadas y en cuanto a 

su entrenamiento y preparación […] corresponde a una fuerza policial civil, 

eficiente y respetuosa de los derechos humanos combatir la inseguridad, 

la delincuencia y la violencia en el ámbito interno.160

En el mismo sentido, aludiendo a la situación de Venezuela, que 
adoptó su Ley de Seguridad Interior, la cidh señaló que:

[…] en un sistema democrático es fundamental la separación clara y pre-

cisa entre la seguridad interior como función de la Policía y la defensa na-

cional como función de las Fuerzas Armadas, ya que se trata de dos insti-

tuciones substancialmente diferentes en cuanto a los fines para los cuales 

fueron creadas y en cuanto a su entrenamiento y preparación.161

La Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha sido 
enfática en resaltar la importancia de limitar la participación de elemen-
tos militares en tareas de seguridad interior propias de las policías civi-
les. Al respecto el Tribunal Interamericano señaló que:

[...] los Estados deben limitar al máximo el uso de las fuerzas armadas para 

el control de disturbios internos, puesto que el entrenamiento que reciben 

está dirigido a derrotar al enemigo, y no a la protección y control de civiles, 

entrenamiento que es propio de los entes policiales.162

160. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre seguridad ciudada-
na y derechos humanos, 2009. oea/Ser.L/V/II. op. cit. párr. 100 y 105

161. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh), Democracia y Derechos Humanos 
en Venezuela, oea/Ser.L/V/II, Doc. 54 (Washington: oea, 2009) párr. 682. Puede consultarse en: 
http://bit.ly/2u5qCV6

162. Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh), Caso Montero Aranguren y otros 
(Retén de Catia) Vs. Venezuela. Sentencia de 5 de julio de 2006, Serie C No. 150, párrafo 78. Puede 
consultarse en: http://bit.ly/1qtcsFt
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Asimismo, en su Informe Anual de 2015, la cidh expresó que: 

[…] corrobora la preocupación mostrada por los órganos internacionales 

de derechos humanos ante las intervenciones de las fuerzas armadas en 

funciones de orden y control interno.163

La Comisión reiteró que debido a su cobertura, funciones, acerca-
miento con las y los ciudadanos y capacitación, las fuerzas de la policía 
civil resultan insustituibles para el adecuado funcionamiento del siste-
ma democrático y para garantizar la seguridad de la población.164

En concordancia con la anterior, la cidh ha recomendado a los Estados:

Establecer en las normas de derecho interno una clara distinción entre las 

funciones de defensa nacional, a cargo de las fuerzas armadas, y de segu-

ridad ciudadana, a cargo de las fuerzas policiales. En este marco, determi-

nar, que por la naturaleza de las situaciones que deben enfrentarse; por 

la formación y especialización funcional; y por los antecedentes negativos 

verificados en la región respecto a la intervención militar en asuntos de 

seguridad interna, las funciones vinculadas a la prevención, disuasión y 

represión legítima de la violencia y el delito corresponden exclusivamente 

a las fuerzas policiales, bajo la dirección superior de las autoridades legíti-

mas del gobierno democrático.165

Este breve recuento de los pronunciamientos internacionales sobre el 
concepto que hoy se cita muestran que si se aprueba una Ley de Seguridad 

163. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh), “Capítulo IV.A Uso de la Fuerza” en 
Informe anual 2015, (Washington: oea, 2015) párr. 49. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tmKCW7.

164. Ibid. en el que se retoma la Consulta Regional. Función policial y derechos humanos en 
América Latina: Avances y desafíos, realizada del 12 al 13 de noviembre de 2015, en la Ciudad 
de Panamá, Panamá. Ver también: Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). 
“capítulo III, Seguridad del Estado: las Fuerzas Armadas y los Cuerpos Policiales de Seguridad” 
en Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en Venezuela, 2003, (Washington: 
oea, 2003) párr. 294. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tCVNVD; Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (cidh). Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos, 2009. oea/
Ser.L/V/II. op. cit. párr. 77. 107

165. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre seguridad ciudadana 
y derechos humanos, 2009. oea/Ser.L/V/II. op. cit. Recomendación 10.
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Interior, con certeza podemos pronosticar que el día de mañana el Estado 
mexicano será señalado en instancias internacionales por haber adopta-
do una legislación que contraviene el régimen de derechos humanos, en 
la medida en que se estaría construyendo tal ley a partir de un concepto 
que ya las instancias internacionales han considerado propio de regíme-
nes autoritarios.

Pero la incompatibilidad del concepto de seguridad interior con las 
obligaciones internacionales de México no surge sólo del análisis que ya 
se ha hecho de éste; es consecuencia, también, de que una ley como la 
que se propone se apartaría de las recomendaciones que específicamen-
te han formulado a nuestro país los mecanismos de derechos humanos.

2.4.2.2. Incumplimiento de las recomendaciones formuladas a México por 
instancias internacionales
Ateniendo a la situación particular de México, diversos organismos interna-
cionales han hecho énfasis en los riesgos que conlleva la presencia de las 
Fuerzas Armadas en tareas de seguridad. Por ello, en diversas ocasiones han 
recomendado a México el retiro de los militares de las tareas de seguridad y el 
fortalecimiento de un modelo de seguridad ciudadana como el antes descri-
to, a cargo de la autoridad civil y con pleno respeto a los derechos humanos.166

La presencia de elementos del Ejército en tareas de seguridad y la preo-
cupación por su relación en la comisión de violaciones a derechos humanos 
ha sido una constante en las recomendaciones formuladas a México. Desde 
1998, cuando se realizó la primera visita in loco al país por parte de la cidh, 
ya se advertía que:

la militarización se extiende a varios Estados, justificándose con argumen-

tos de combate al tráfico de drogas y la delincuencia. Sin embargo, esa 

presencia ha traído consigo el aumento de denuncias de violaciones a los 

derechos de la población civil, inclusive su derecho a la vida.167

166. En el Anexo 1 del presente informe se incluye un listado de Recomendaciones realizadas 
por organismos internacionales a México sobre la exclusión de las Fuerzas Armadas en tareas 
de seguridad (en particular por los titulares de Procedimientos especiales de la onu tras reali-
zar visitas al país, así como la cidh y la Corte idh).

167. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh), “Conclusiones y recomendaciones 
finales” en Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México, 1998. (Washington: 
oea, 1998) Párr. 682. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tCIip1
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En aquel entonces, la cidh recomendó a México revisar 

el contenido de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Pública, con el 

fin de mantener a las Fuerzas Armadas en el rol propio para el cual fueron 

creadas, de acuerdo a lo establecido por la legislación internacional en la 

materia, en especial por el artículo 27 de la Convención Americana.168

Algunos años después, ya en el contexto de la llamada Guerra contra 
el narcotráfico, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Dere-
chos Humanos (oacnudh) realizó una visita a México en la que conclu-
yó que una de las principales preocupaciones que había observado era 
el uso de militares en tareas relacionadas con hacer cumplir la ley. Aun 
reconociendo los desafíos que enfrentaba el Estado en materia de segu-
ridad –incluyendo las deficiencias y corrupción de las instituciones, así 
como la presencia de grupos fuertemente armados– la Alta Comisiona-
da señaló que:

utilizar a los militares continúa siendo problemático, pues es fundamen-

talmente inapropiado –en cuanto a la capacitación, la filosofía, el equipa-

miento y las perspectivas– en el desarrollo de funciones civiles para hacer 

cumplir la ley. La atención debe centrarse en dedicar urgentemente los re-

cursos necesarios para fortalecer las instituciones civiles para que trabajen 

con integridad y profesionalismo.169

A pesar de las recomendaciones anteriores, el paradigma de la militari-
zación continuó, tal y como lo reconoció el Grupo de Trabajo sobre las Des-
apariciones Forzadas o Involuntarias de la onu al señalar que:

en diciembre de 2006, el Gobierno federal decidió desplegar a las Fuerzas 

Armadas para realizar labores de seguridad pública. De acuerdo con la in-

formación recibida, las Fuerzas Armadas no se limitan a actuar como auxi-

liares de las autoridades civiles y a aceptar sus órdenes (como lo establecen 

168. Ibid. Párr. 738

169. Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
Comunicado de prensa “La Alta Comisionada, Louise Arbour, realizó la siguiente declaración al 
final de su visita a México, el 8 de febrero de 2008.” Puede consultarse en: http://bit.ly/2uFi9Lp
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la Constitución y los criterios de la scjn), sino que realizan tareas que co-

rresponden exclusivamente a las autoridades civiles […]”.170

En el mismo sentido, el Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes, manifestó su preocupación por 
el mantenimiento, en el año 2014, de la militarización como estrategia de 
política pública171. Ante dicho escenario, las recomendaciones de los exper-
tos internacionales coincidieron: el Grupo de Trabajo recomendó:

considerar en el corto plazo el retiro de las fuerzas militares de las opera-

ciones de seguridad pública172;

en tanto, el Relator contra la Tortura recomendó: 

retirar definitivamente a las fuerzas militares de labores relacionadas con 

la seguridad pública […].173

Por su parte, el Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, 
sumarias o arbitrarias enfatizó que:

deberían adoptarse todas las medidas necesarias, con efecto inmediato, 

para que la defensa de la seguridad pública esté en manos de civiles y no 

de las fuerzas de seguridad militares […] Para alejarse del paradigma militar 

170. Consejo de Derechos Humanos (onu). Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias Adición Misión a México, 20 de diciembre de 2011. A/HRC/19/58/Add.2. 
párr 23 Puede consultarse en: http://bit.ly/2tn1oUZ

171. Señaló que más de 32 mil militares aún cumplen tareas propias de corporaciones civiles. 
También se incorporaron militares retirados o en licencia a corporaciones civiles de seguri-
dad y se creó una Gendarmería con entrenamiento militar, lo que compromete los principios 
que deben regir la fuerza pública y las garantías de los detenidos. Cfr. Consejo de Derechos 
Humanos (onu).  Informe del Relator especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, Juan E. Méndez. a/hrc/28/68/add.3 op. cit. Párr. 22

172. Consejo de Derechos Humanos (onu). Informe del Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias Adición Misión a México, 20 de diciembre de 2011. a/hrc/19/58/Add.2. 
op. cit. párr 90

173. Consejo de Derechos Humanos (onu). Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Juan E. Méndez. Misión México. op. cit. Párr. 83 
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es importante centrarse en el fomento de la capacidad de las autoridades 

civiles –como los jueces, los fiscales, la policía judicial y demás funcionarios 

del poder judicial– para prevenir, investigar y enjuiciar los delitos.174

Como se observa, el diagnóstico es similar en todos los casos: las 
instancias internacionales estimaron que la intervención castrense en 
labores de seguridad pública podía poner en entredicho el cumplimien-
to de las obligaciones internacionales de México en materia de derechos 
humanos.

Esto quedó documentado, además, en sentencias de tribunales inter-
nacionales. La Corte idh enfatizó en su momento la importancia de limitar 
el papel de las Fuerzas Armadas en México. Dicho tribunal ha condenado a 
México en 7 ocasiones y en 4 de ellas el Ejército ha estado involucrado en 
la comisión de violaciones a derechos humanos. En particular en el caso 
Campesinos Ecologistas, la Corte sentenció que:

los Estados deben limitar al máximo el uso de las Fuerzas Armadas para el 

control de la criminalidad común o violencia interna, puesto que el entre-

namiento que reciben está dirigido a derrotar un objetivo legítimo, y no a 

la protección y control de civiles, entrenamiento que es propio de los entes 

policiales. El deslinde de las funciones militares y de policía debe guiar el 

estricto cumplimiento del deber de prevención y protección de los dere-

chos en riesgo a cargo de las autoridades internas.175

Sin embargo, las recomendaciones y sentencias no fueron atendidas, 
lo que ocasionó que en 2015 el diagnóstico se agravara. Por ejemplo, tras 
su visita al país, la cidh constató, como ya se dijo, la grave crisis de dere-
chos humanos que vive México.176

174. Consejo de Derechos Humanos (onu). Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones 
extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, Christof Heyns, Misión a México, a/hrc/26/36/add.1. op. 
cit. Párr. 25 y 103.

175. Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh), Caso Rodolfo Montiel y Teodoro 
Cabrera (“Campesinos Ecologistas”) vs. México, Sentencia de 26 de noviembre de 2010, Serie C 
No. 220. párr. 88. Puede consultarse en: http://bit.ly/1fnAwXa

176. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Observaciones Preliminares de la 
Visita in Loco de la cidh a México (cidh, 2015) Puede consultarse en: http://bit.ly/1WC7DJi
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Frente a un panorama de crisis, retomando las múltiples recomenda-
ciones en el tema la cidh propuso:

que el Gobierno federal presente un plan concreto y por escrito sobre el 

retiro gradual de estas tareas [de las fuerzas armadas en tareas de seguri-

dad], que por su naturaleza corresponderían a la policía.177

Así también lo manifestó el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, quien tras su visita al país enfatizó como medida clave:

adoptar un cronograma para el retiro de las fuerzas militares de las fun-

ciones de seguridad pública y fortalecer de manera urgente la capacidad 

de la policía para llevar a cabo sus funciones de seguridad pública en línea 

con las obligaciones de derechos humanos, incluyendo el desarrollo de un 

marco legal sobre el uso de la fuerza.178

En este mismo sentido, a inicios del presente año el Relator Especial de 
las Naciones Unidas sobre la situación de los defensores de los derechos 
humanos señaló que:

el uso de las fuerzas armadas en las funciones de seguridad pública y la 

falta de un programa para el regreso a un enfoque de seguridad comple-

tamente civil levanta varias preocupaciones en términos de gobernanza 

democrática. Sin tampoco haber puesto fin a la violencia […].179

Además mostró preocupación ante la existencia del proyecto de Ley 
sobre Seguridad Interior que de acuerdo a la información que recibió “nor-
malizaría el uso de las fuerzas armadas en tareas de seguridad”.180

177. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (cidh). Informe sobre la situación de 
derechos humanos en México (después de su visita in loco en septiembre de 2015), (cidh, 2015), 
párr 89.

178. Recomendación preliminar hecha en la Declaración del Alto Comisionado de la onu para los 
Derechos Humanos, Zeid Ra’ad Al Hussein, con motivo de su visita a México, octubre de 2015. 
Disponible en: http://bit.ly/1Nqf6tF

179. Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los defensores de los derechos 
humanos Michel Forst. Informe de cierre de misión. Visita a México, 24 de enero de 2017. (onu, 
2017) 4. Puede consultarse en: http://bit.ly/2u4WN6N
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En suma, los organismos internacionales han sido constantes y enfá-
ticos en señalar la necesidad de separar a las Fuerzas Armadas de las 
tareas de seguridad en las que actualmente están involucradas, a través 
de un retiro gradual y mediante el fortalecimiento de las policías civiles.

Cumplir con las obligaciones internacionales a las que está sujeto el 
país y avanzar rumbo al fortalecimiento de las instituciones democráti-
cas implica frenar las iniciativas señaladas para iniciar un proceso más 
amplio e integral, en el que se busque poner a las personas en el centro 
del debate y se adopte una política de seguridad que limite la presencia de 
las Fuerzas Armadas y se programe su retiro de manera paulatina, al mis-
mo tiempo que se fortalezca a las autoridades civiles en la atención de los 
problemas de seguridad y violencia que aquejan al país (con los controles, 
mecanismos y legislación adecuada para ello); solo así se avanzará en el 
efectivo cumplimiento de las obligaciones internacionales que en materia 
de derechos humanos se le han formulado a México.

2.4.3. Inefectividad de los diseños presentes en las iniciativas para dismi-
nuir la violencia
Otra razón que fundamenta los temores ante la posibilidad de que se 
apruebe una Ley de Seguridad Interior tiene que ver con la previsible 
inefectividad de este marco legal si lo que se pretende es responder ade-
cuadamente a los problemas de inseguridad y violencia que vive el país. 

Como ya se señaló, quienes promueven la adopción de una Ley de 
Seguridad Interior no han dudado en afirmar que esta legislación es per-
tinente dados los niveles de inseguridad que vive el país y considerando 
la crisis de violencia que se vive en diversas regiones; es decir, implícita-
mente sostienen que dicha legislación podría ser una respuesta efectiva 
frente a tales problemas.

No obstante, los diseños que incorporan las distintas iniciativas hasta 
ahora presentadas se limitan a brindar un marco idóneo para el desplie-
gue territorial del Ejército y la Marina, otorgando la “certeza jurídica” que 
han exigido ambas Fuerzas Armadas. En aquellos municipios, regiones o 
estados donde se decrete una afectación a la seguridad interior, este des-
pliegue sería intensivo y relevaría a las instituciones locales de sus funcio-
nes en materia de seguridad pública, sometiéndolas al mando castrense.

180. Ibid. 3.
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En esencia, éste es el mismo diseño que ha guiado los diversos ope-
rativos federales que se han realizado a partir de que en 2006 se intensi-
ficara el despliegue castrense en labores de seguridad.

Ahora bien, cuando en 2006 comenzaron a intensificarse estos ope-
rativos no existía bastante evidencia empírica sobre su efectividad frente 
a la violencia que campea en múltiples regiones del país. Pero ahora, tras 
más de una década de la llamada Guerra contra el narcotráfico, se han 
generado datos relevantes para evaluar si esta política de seguridad es 
adecuada para los objetivos que, según se enuncia, persigue.

Empero, las principales iniciativas que hoy se discuten, como son las 
presentadas por el senador Roberto Gil Zuarth (pan) y por el diputado 
César Camacho (pri), no incorporan estos aprendizajes. De hecho, en sus 
respectivas exposiciones de motivos no hay una sola mención de datos 
empíricos que confirmen o refuten la efectividad del despliegue militar 
para revertir la violencia. Tal parecería, en estas propuestas, que el cúmulo 
de datos generados después de una década por las instancias académicas 
es inexistente o bien irrelevante; tal parecería, además, que cualquier aná-
lisis que cuestione la efectividad de la militarización para reducir la violen-
cia es excluido de los planteamientos hoy debatidos.

En este sentido, como ya se dijo más arriba, la evidencia generada por 
el Programa de Política de Drogas del cide evidencia que podría haber 
datos sobre una preocupante relación entre el despliegue militar y el 
aumento de la violencia181. Como lo ha señalado Jorge Javier Romero: 

Después de la primera intervención en Michoacán, se sucedieron los ope-

rativos, pero en lugar de que ese despliegue de fuerza redujera la violen-

cia, esta se exacerbó, mientras que no se redujo la disponibilidad de dro-

gas en ninguno de los dos lados de la frontera ni disminuyeron los delitos 

colaterales.182

Y es que como se ha identificado en las investigaciones del Programa 
de Política de Drogas de dicha institución académica, el despliegue mili-
tar se ha caracterizado por ser reactivo y carente de planeación en sus 

181. Atuesta, Laura, (2017, 1 de marzo). op. cit.

182. Romero, J. (2017, 16 de febrero) “El embrollo de la Seguridad Interior”. Sin Embargo. Puede 
consultarse en: http://bit.ly/2lQoSO3
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intervenciones, de tal modo que termina contribuyendo a reproducir la 
violencia. Lo dicen de forma clara Madrazo, Romero y Calzada:

El ínfimo porcentaje que representa el universo de combates resultantes 

de un actuar juridificado alerta sobre el alto grado de improvisación en el 

uso de la fuerza pública. Si bien la estrategia es agresiva por el despliegue 

y uso de la fuerza pública, es improvisada (o reactiva) en términos de su 

juridificación, la planeación y la investigación. Al menos la planeación y la 

investigación deberían ser las precondiciones para hacer un uso controla-

do y estratégico de la fuerza pública.183

En otras palabras, el propio despliegue militar, al realizarse conforme 
a la lógica de la guerra y de la ocupación territorial, termina repercutien-
do muchas ocasiones en una agudización de la violencia que no abona a 
la desarticulación de las estructuras donde la connivencia entre la delin-
cuencia organizada y sectores del Estado conforma entramados que no se 
debilitan a base de enfrentamientos y fuerza letal.

Pese a esta evidencia empírica, la Ley de Seguridad Interior replica acrí-
ticamente la misma fórmula: en el diseño presente en cada una de las ini-
ciativas, la declaratoria de afectación a la seguridad interior supone un 
despliegue intensivo de las fuerzas federales –principalmente de las cas-
trenses– que no se acompaña de medidas destinadas a debilitar los cir-
cuitos de macrocriminalidad; es decir, de las estructuras que operan en las 
regiones del país donde la línea que separa a la delincuencia del Estado se 
ha vuelto borrosa o ha desaparecido. 

Frente a este tipo de entramados delictivos altamente organizados, 
el mero despliegue de fuerzas castrenses de ocupación es insuficiente y 
resulta fundamental emprender investigaciones criminales complejas. En 
ese sentido, por ejemplo, la cooptación de corporaciones enteras de segu-
ridad en el ámbito municipal, o bien de sectores relevantes de éstas en 
los niveles estatales y federal, no puede revertirse sólo desplegando mili-
tares y marinos pues combatir seriamente tales niveles de corrupción y 
connivencia demandaría actuar sobre todo en el ámbito de la justicia con 
investigaciones exhaustivas, que se articulen por ejemplo con las nuevas 

183. Madrazo, A. et al. (2017, 1 de abril). op. cit.
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instituciones del recientemente creado Sistema Nacional Anticorrupción 
(sna). Nada de esto se dice en las iniciativas.

Omisiones como ésta en las iniciativas revelan la verdadera intencio-
nalidad detrás de la discusión: no se trata de una legislación que busque 
mejorar la seguridad y disminuir la violencia; más bien, estamos ante una 
pieza legislativa pensada y diseñada para satisfacer las exigencias de las 
Fuerzas Armadas.

Siendo así, es previsible que, de aprobarse una Ley de Seguridad Inte-
rior, ésta no reducirá la violencia. Esto inevitablemente se traducirá en que 
aumenten las violaciones a derechos humanos, lo que como enseguida se 
verá es también una de las razones que fundamentan el rechazo a la posi-
bilidad de que se legisle en materia de seguridad interior.

2.4.4. Riesgos para los derechos humanos
La aprobación de una Ley de Seguridad Interior incrementará las violacio-
nes a derechos humanos, sin que en las iniciativas presentadas se advier-
tan medidas para incrementar el escrutinio en este renglón.

Como ya quedó señalado en el capítulo anterior, el despliegue castren-
se en el territorio nacional durante los últimos diez años incrementó los 
abusos y las violaciones a derechos humanos. Esto queda patente, más 
allá de toda duda, al revisarse las cifras de quejas interpuestas y recomen-
daciones emitidas por la cndh contra la Sedena y la Semar. Si antes tenía-
mos menos de 190 quejas por año y menos de 2 recomendaciones; hoy 
se presentan ante el ombudsman nacional cada año más de mil quejas y 
éste emite casi 15 recomendaciones por año, muchas de ellas por violacio-
nes graves. Este aspecto ya se abordó con amplitud en el primer capítulo 
de este informe y, para ilustrar mejor, se añade como anexo una sistemati-
zación de las recomendaciones emitidas por cndh a las Fuerzas Armadas 
en la última década.

La aprobación de una Ley de Seguridad Interior, a partir de las inicia-
tivas que hoy se discuten, aumentaría las violaciones a derechos huma-
nos como consecuencia de que las iniciativas no tienen en consideración 
el aumento de los abusos en los últimos diez años al diagnosticar la situa-
ción actual y, en consecuencia, no proponen medidas adicionales de rendi-
ción de cuentas para revertir los patrones de violación.

Respecto de lo primero, las iniciativas que hoy se discuten no incor-
poran en sus exposiciones de motivos el más mínimo reconocimiento al 
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legado de violaciones a derechos humanos que ha dejado la última déca-
da. Así como son omisas las propuestas en presentar evidencia empírica 
sobre el éxito de la militarización, también guardan silencio respecto del 
registrado aumento de las violaciones a derechos humanos.

Al omitir esta dimensión en su diagnóstico, las iniciativas fallan en 
diseñar mecanismos extraordinarios para vigilar el respeto a los derechos 
humanos, como los que serían necesarios frente a medidas inéditas como 
las declaratorias de afectación a la seguridad interior. A lo más que se lle-
ga, en algunas iniciativas, es a obligar a que la cndh sea notificada del ini-
cio de una declaratoria de afectación, sin que a esto se añada la obligación 
del Sistema Ombudsman de desplegar intensivamente a sus visitado-
res para que realicen sus labores de vigilancia, por ejemplo. Es decir, no se 
diseña ninguna medida adicional, como se verá enseguida al analizar más 
puntualmente las deficiencias de las iniciativas.

Este aumento en las cifras de abusos, cabe recordar, no es consecuen-
cia de las desviaciones en que pueden incurrir algunos “malos” elemen-
tos de las Fuerzas Armadas. Es, ante todo, consecuencia directa de que la 
formación castrense no es la adecuada para la realización de tareas de 
seguridad. Como lo recalca la Oficina de Washington para América Latina 
(wola, por sus siglas en inglés):

El Ejército y la Policía no son intercambiables. Las fuerzas militares están 

entrenadas para situaciones de combate en las que se usa la fuerza para 

oprimir a un enemigo armado. Por el contrario, la policía es un cuerpo civil, 

entrenado para manejar amenazas a la seguridad pública usando la me-

nor cantidad de fuerza posible y combatir delitos con la cooperación de la 

población. Como lo han vivido los mexicanos por más de una década, hay 

riesgos inherentes a tener fuerzas con entrenamiento militar en contacto 

cercano con la población civil.184

En este sentido, son muy ilustrativos y prácticamente únicos los testimo-
nios de soldados recopilados en el proyecto periodístico “Cadena de Man-
do”, en los que estos aluden también a las difíciles condiciones que enfrentan 

184. Suárez-Enriquez, X. et al. (2017, 8 de febrero) La Ley de Seguridad Interior de México: pasando 
por alto los abusos militares en las operaciones de seguridad pública. Washington Office on Latin 
America (wola). Puede consultarse en: http://bit.ly/2uwkoAe
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cuando sus superiores les dirigen órdenes contrarias al respeto a los derechos 
humanos. Un militar identificado como José refirió en entrevista:

El mando se aprovecha de que tú como elemento andas en la calle, de que 

si te tumbaron a un compañero ya tienes rencor en contra del crimen. En-

tonces el mando te dice ‘no hay pedo, mátenlos, que no quede nada vivo, 

ustedes mátenlos, yo los pago’, porque haciendo memoria en el Ejército sí 

me tocó recibir esa orden, que no queden vivos, los muertos no hablan. Esa 

era la norma número uno, los muertos no hablan, los muertos no declaran. 

Esa es la uno. Ah, pero cuando ya todo sale mal, que se chinguen las escalas 

básicas, que se chingue la tropa. El mando se lava las manos.185 

Lo anterior es aún más preocupante por el contexto de impunidad que pre-
valece en México. Como ha dicho José Antonio Guevara, director de la Comi-
sión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos (cmdpdh):

La impunidad en ese contexto parece ser una pieza clave para el funcio-

namiento de la política de seguridad. Resulta lugar común afirmar que la 

ausencia de castigo de los delitos en México es uno de los principales pro-

blemas del sistema de justicia. Los ciudadanos no denuncian por la falta de 

confianza en las instituciones, mientras que en los pocos casos que logran 

ingresar en la procuración de justicia no son profesionalmente investigados, 

menos llegan al conocimiento de un juez, las sentencias que se han emitido 

son irrisorias para el número de delitos cometidos y a las víctimas rara vez 

se les repara. Este panorama empeora cuando los responsables son agentes 

del Estado, y se torna aún más crítico cuando militares están involucrados, ya 

que prácticamente no hay acusados ni sentencias firmes en el país.186

Adicionalmente, es relevante recordar que ha sido el propio mando 
del Ejército el que ha sugerido la incompatibilidad entre el respeto a los 

185. Proyecto periodístico “Cadena de mando”, coordinado por Daniela Rea. Reportaje realizado 
como parte de la Beca Mike O´Connor del International Center for Journalists (icfj) y de la 
Iniciativa para el Periodismo de Investigación en las Américas, que ICFJ tiene en alianza con 
Connectas. Puede consultarse en: http://www.cadenademando.org/

186. Guevara, J. (2017, 9 de enero) “Militares, derechos humanos y seguridad interior”. Nexos. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/2iZeZJR
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derechos humanos y el acatamiento de las órdenes conferidas a los cas-
trenses en las labores de seguridad. Así, por ejemplo, entrevistado por el 
periódico El Universal, el secretario de la Defensa llegó a decir:

[…] Están poniendo al Ejército en situaciones muy sensibles, vulnerables, de-

licadas, en las que nuestro personal ahora piensa si lo procesan por desobe-

diencia, por no obedecer al Secretario, o lo procesan por violar derechos hu-

manos. Creo que al soldado le conviene que lo procesen por desobediencia, 

pero al país no le va a convenir. ¿A quién le conviene un Ejército que no obe-

dezca? ¿A quién le conviene un Ejército que no tenga disciplina? ¿A quién 

le conviene un Ejército que no esté entregado a su país, a su sociedad?187

Este tipo de mensajes públicos, al ser emitidos por el alto mando y al 
presentar como una disyuntiva irresoluble el optar por los derechos huma-
nos frente al cumplimiento del deber, en nada ayudan a que se asiente en 
las Fuerzas Armadas la cultura de los derechos humanos. Por el contrario, 
presagian un incremento de los abusos si se llega a aprobar una Ley de 
Seguridad Interior e incluso peores consecuencias. Erubiel Tirado ha adver-
tido que declaraciones como ésta irrumpen:

[…] en algo más que una amenaza velada contra quienes considere sus opo-

sitores, sociales o políticos, al afirmar que no sabe de dónde viene eso de 

que se regresen a sus cuarteles (los militares), porque es la propia sociedad 

la que demanda su presencia en las calles […] De ahí a pensar que la “so-

ciedad” pide a los militares quitar a los civiles del poder para “restaurar el 

orden” hay poca distancia, según nos lo muestra la experiencia histórica 

del hemisferio.188

Tras diez años de doloroso aprendizaje no hay margen para la duda: 
a mayor despliegue militar, mayor riesgo para los derechos humanos. 
Cuando se estigmatiza como enemigos a quienes así lo señalan, se avi-
zoran malos tiempos para la democracia.

187. Benavides C. (2015, 29 de junio) “Exige general Cienfuegos justicia en caso Tlatlaya”. El 
Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/1Tjq3gf

188. Tirado, E. (2017, 19 de abril) “Relación equívoca entre Peña Nieto y las Fuerzas Armadas”. 
Proceso. Puede consultarse en: http://bit.ly/2otekS1
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2.4.5. Otras deficiencias en las iniciativas
En cualquier circunstancia, legislar en materia de seguridad interior habría 
generado preocupación desde la óptica de derechos humanos, pero en el 
actual contexto mexicano la preocupación se acrecienta dado que son 
múltiples las deficiencias y contradicciones en las iniciativas que se han 
presentado hasta ahora.

Enseguida destacaremos las siguientes deficiencias: imprecisión 
conceptual; definición no taxativa de amenazas a la seguridad interior; 
regulación inadecuada para el uso de la fuerza; inaplicabilidad del pro-
cedimiento administrativo ordinario; opacidad; procedimiento sin con-
trapesos; controles insuficientes; temporalidad indefinida; no sujeción al 
mando civil; facultades de inteligencia; amenazas a órganos constitucio-
nales autónomos; sustitución de las autoridades civiles de investigación 
del delito; omisión de disposiciones para la transición y omisión de medi-
das que incentiven el fortalecimiento progresivo de las policías civiles.

2.4.5.1. Imprecisión conceptual
Aun cuando las iniciativas de ley tienen como objeto regular la seguridad 
interior, ninguna define con precisión este concepto; antes bien, la natu-
raleza ambigua de éste queda de relieve en las diferencias y discrepancias 
visibles en dichos proyectos.

De manera imprecisa, las iniciativas hacen referencia a lo que se debe 
entender bajo ese concepto, empleando un uso confuso de los conceptos 
de seguridad nacional y seguridad pública desde sus respectivas exposi-
ciones de motivos.

Definición de la seguridad interior en los proyectos de ley 

PAN

Artículo 2. La seguridad interior es la función de seguridad nacional a cargo de 
la Federación que tiene como objeto preservar el orden constitucional, el Estado 
de derecho, la gobernabilidad democrática y los derechos humanos en todo el 
territorio nacional para garantizar condiciones de desarrollo de la población.
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Esta imprecisión conceptual también se extiende respecto de lo que 
en las iniciativas se entiende como situaciones de hecho que justificarían 
el enfoque de seguridad interior. El cuadro siguiente da cuenta de la forma 
en que cada iniciativa propone conceptos diferentes:

Fuente: Elaboración propia con base en las iniciativas de Ley de Seguridad Interior; énfasis añadido.

Definición de la seguridad interior en los proyectos de ley 

PAN

El artículo 6 enumera las “afectaciones” a la seguridad interior.
I. Actos tendentes a infiltrar o capturar las instituciones de seguridad nacional o 

de seguridad pública, de los órdenes federal, local o municipal;
II. Actos tendentes a obstaculizar o impedir la prestación del servicio de seguridad 

pública por parte de las autoridades federales, locales, o municipales, o de otras 
funciones o servicios públicos pertenecientes a las áreas estratégicas o priori-
tarias previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

III. Actos tendentes a obstaculizar o impedir a las autoridades federales, locales o 
municipales, la administración o ejecución de programas de apoyo federal;

IV. Actos tendentes a obstaculizar o impedir a las autoridades federales, locales 
o municipales la prevención, auxilio, recuperación y apoyo a la población en 
casos de emergencias o desastres naturales;

V. Actos tendentes a consumar violaciones graves de derechos humanos o 
delitos de lesa humanidad en una entidad federativa, en un municipio, en una 
demarcación territorial de la Ciudad de México o en una Región del territorio 
nacional, y

VI. Actos tendentes a destruir o inhabilitar la infraestructura de carácter es-
tratégico o indispensable para la provisión de bienes o servicios públicos en 
una entidad federativa, en un municipio, en una demarcación territorial de la 
Ciudad de México o en una Región del territorio nacional.

Definición de la seguridad interior en los proyectos de ley 

PRD

Artículo 2. La seguridad interior comprende las preservación de la integralidad, 
estabilidad y permanencia del Estado mexicano, en todo o en una parte del terri-
torio nacional, así como la preservación colectiva de la integridad física y patri-
monial de la población y el pleno goce de los derechos humanos y sus garantías, 
bajo los supuestos comprendidos en las fracciones I, III, IV y VI del artículo 3 de la 
Ley de Seguridad Nacional.

PRI

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
[…]

III. Seguridad Interior: La condición que proporciona al Estado mexicano que 
permite salvaguardar la continuidad de sus instituciones y el desarrollo na-
cional, mediante el mantenimiento del estado de derecho y la gobernabilidad 
democrática en todo el territorio nacional en beneficio de su población.
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Definición de la seguridad interior en los proyectos de ley 

PRD

El artículo 4 enumera los “actos que pueden provocar afectaciones a la seguri-
dad interior”.
I. El impedimento de la ejecución regular de acciones por las autoridades compe-

tentes necesarias para la protección de la nación mexicana, frente a amena-
zas y riesgos internos derivados de la acción del hombre o de la naturaleza, 
con respecto de: a) La preservación colectiva de la integridad física y patri-
monial de la población; b) La operación regular de la infraestructura básica 
de comunicaciones, salud y protección civil, y c) La provisión de los bienes o 
servicios socialmente indispensables;

II. La alteración de la paz pública que amenaza en forma grave la vigencia de los 
derechos humanos y sus garantías;

III. La alteración del orden constitucional que socaba en forma grave y generali-
zada el funcionamiento regular de las instituciones de gobierno;

IV. El impedimento o alteración de la forma democrática de organización política 
en los distintos órdenes de gobierno, y

V. La generación de riesgo actual e inminente de secesión entre uno o más inte-
grantes de la Federación señalados en el artículo 43 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

Además, se incluyen en esta categoría los definidos en las fracciones iii, iv, v, vi, 
viii, ix, xi y xii del artículo 5 de la Ley de Seguridad Nacional, cuando generan 
o se desarrollan bajo las siguientes circunstancias de riesgo, en un municipio, 
una entidad federativa o una región determinada y expresamente se excluyen 
las movilizaciones de protesta social o que tengan un motivo político-electoral.

PRI

El artículo 7 enumera las “amenazas” a la seguridad interior.
I. Actos violentos tendientes a quebrantar la continuidad de las instituciones, el 

desarrollo nacional, la integridad de la federación, el estado de derecho y la 
gobernabilidad democrática en todo el territorio nacional o en alguna de sus 
partes integrantes;

II. Presencia de fenómenos de origen natural o antropogénico, tales como una 
emergencia ambiental, biológica, nuclear, química, sanitaria o cualquier otra 
que ponga en peligro a la sociedad, sus bienes y a la infraestructura de carácter 
estratégico en áreas geográficas del país, y

III. Cualquier otro acto o hecho que ponga en peligro la estabilidad, seguridad o 
paz públicas en el territorio nacional o en áreas geográficas específicas del país.

Fuente: Elaboración propia con base en las iniciativas de Ley de Seguridad Interior; énfasis añadido.

Como puede advertirse, las iniciativas presentan concepciones muy 
diversas respecto de cuáles son las situaciones que ameritan el enfoque 
de seguridad interior. Estos van desde la obstaculización de la ejecución 
de programas federales hasta la posible secesión de una entidad, pasan-
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do por la atención a desastres naturales. Esta amplitud de situaciones da 
cuenta, precisamente, de la ambigüedad y laxitud inherentes al concep-
to de seguridad interior.

Así, las iniciativas de ley presentan problemas serios en cuanto a la 
definición de la categoría de seguridad interior y, por ende, respecto a su 
contenido y alcance; además, las propuestas generan confusiones al regu-
lar dentro de este concepto acciones que sustancialmente ya son aborda-
das por la Ley de Seguridad Nacional.

2.4.5.2. Definición no taxativa de amenazas a la seguridad interior 
Otra de las deficiencias de las iniciativas tiene que ver con que el catálogo 
de las situaciones de hecho que pueden considerarse amenazas a la segu-
ridad interior y motivar, por tanto, que en un municipio, región o estado de 
la República se decrete una afectación a ésta. Dicha enumeración es laxa y 
emplea conceptos demasiado amplios.

Por ejemplo, en la iniciativa del prd, una “alteración a la paz pública” 
(artículo 4, fracción II) podría considerarse una amenaza de esta índole, 
si bien la propia iniciativa refiere expresamente que no se considerarán 
bajo este rubro movilizaciones de protesta social o aquellas realizadas por 
motivos político electorales.

En este orden de ideas, el ejemplo más claro de amplitud se encuentra 
en la iniciativa del diputado Camacho. En ésta, la definición de las amena-
zas a la seguridad interior no es taxativa; es decir, no se trata de un catálo-
go cerrado, sino que contiene una cláusula abierta, lo que puede permitir 
que situaciones de hecho no previstas expresamente en la ley sean invo-
cadas como amenazas a la seguridad interior.

Esta deficiencia puede observarse en el artículo 7 de esa iniciativa, que 
señala:

Artículo 7. Son amenazas a la Seguridad Interior, siempre que superen las 

capacidades efectivas de las autoridades competentes, las siguientes:

I. Actos violentos tendientes a quebrantar la continuidad de las institucio-

nes, el desarrollo nacional, la integridad de la federación, el estado de de-

recho y la gobernabilidad democrática en todo el territorio nacional o en 

alguna de sus partes integrantes;

II.  Presencia de fenómenos de origen natural o antropogénico, tales como 

una emergencia ambiental, biológica, nuclear, química, sanitaria o cual-
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quier otra que ponga en peligro a la sociedad, sus bienes y a la infraestruc-

tura de carácter estratégico en áreas geográficas del país, y

III. Cualquier otro acto o hecho que ponga en peligro la estabilidad, seguridad 

o paz públicas en el territorio nacional o en áreas geográficas específicas 

del país.

Notoriamente la fracción III de este artículo 7 es una cláusula abier-
ta que posibilita la discrecionalidad al momento de establecer cuáles son 
las amenazas a la seguridad interior. Una formulación de esta naturaleza 
generaría incertidumbre respecto de un tema en extremo delicado. 

2.4.5.3. Regulación inadecuada para el uso de la fuerza
Las iniciativas también son deficientes en la regulación del uso de 

la fuerza. Sobre este aspecto, debe recordarse que México carece a nivel 
federal de una ley que regule el uso de la fuerza pública, pese a que esto ha 
sido recomendado por diversas instancias internacionales. El propio Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos instó a 
México recientemente a adoptar una ley nacional sobre el uso de la fuer-
za por parte de servidores públicos en concordancia con los estándares 
nacionales y asegurar su efectiva implementación.189

Frente a la ausencia de dicha Ley, las Fuerzas Armadas Mexicanas ela-
boraron su propio Manual del uso de la fuerza, de aplicación común a las 
tres Fuerzas Armadas, publicado en el Diario Oficial de la Federación (dof) 
durante el sexenio de Enrique Peña Nieto, el 30 de mayo de 2014190. Dicho 
manual, que tiene el rango de un reglamento sin que esté revestido del 
rango de ley, fue diseñado por el Ejército, la Marina y la Fuerza Área sin que 
haya sido objeto de un escrutinio externo. Esto ha sido reconocido por el 
propio secretario de la Defensa Nacional, quien al respecto escribió:

Ante la ausencia de normatividad, la Secretaría de la Defensa Nacional, a 

nivel administrativo, emitió directivas y un manual sobre el uso de la fuer-

189. Oficina en México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (oacnudh), Recomendaciones a México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos. Sr. Zeid Ra’Ad Al Hussein y Respuesta del Estado mexicano, 2016. 
(México: onu, 2016) Recomendación 5. p. 10 Puede consultarse en: http://bit.ly/2tmVwuL

190. Véase: http://bit.ly/RKuvtn
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za para tratar de orientar a nuestro personal de cómo actuar en situacio-

nes en las que se pone en riesgo su integridad física o la de terceros. Pero 

éstas son reglas meramente administrativas […].191

Al haber sido hecho exclusivamente por el sector castrense, el manual 
incorpora algunos conceptos problemáticos para la perspectiva de los 
derechos humanos; esto ocurre, de forma significativa, con la habilitación 
que provee para que los elementos castrenses puedan usar la fuerza para 
neutralizar actos de resistencia no agresiva.

Sobre este particular, lo que el manual señala es que el uso de la fuerza 
“es la utilización de técnicas, tácticas, métodos y armamento, que realiza el 
personal de las fuerzas armadas, para controlar, repeler o neutralizar actos 
de resistencia no agresiva, agresiva o agresiva grave” (artículo 1). Particular-
mente, sobre los actos de resistencia no agresiva, el instrumento los define 
como toda aquella “conducta de acción u omisión que realiza una o varias 
personas, exenta de violencia, para negarse a obedecer órdenes legítimas 
comunicadas de manera directa por personal de las fuerzas armadas, el cual 
previamente se ha identificado como tal” (Art. 5-A-c). Frente a este tipo de 
resistencia, el manual autoriza el empleo de la “Fuerza no letal”, aunque más 
adelante enuncie de forma preocupante que: “ante una resistencia no agre-
siva se debe emplear métodos disuasivos mismos que pueden convertirse 
en métodos persuasivos, empleo de la fuerza no letal y fuerza letal, depen-
diendo de la evolución de la conducta que se presente en el caso particular” 
(artículo 8). Es decir, en los términos del Manual del uso de la fuerza, de apli-
cación común a las tres Fuerzas Armadas no se descarta la posibilidad de 
que los castrenses haga frente a resistencias no agresivas con la fuerza letal.

Este abordaje es preocupante desde la óptica de los derechos huma-
nos, como ya se dijo Bajo la estricta aplicación de los principios de propor-
cionalidad, razonabilidad y necesidad, es difícil pensar en alguna situación 
fáctica donde pueda justificarse el uso de la fuerza letal frente a un acto 
de resistencia no agresiva.

Más allá de que estas observaciones no pudieron formularse al manual 
al no haber sido objeto de deliberación pública, como ocurriría si una Ley 
de Uso de la Fuerza se discutiera en el Congreso, lo que aquí interesa seña-

191. Cienfuegos, Salvador. (2016, 5 de diciembre). op. cit.
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lar es que esa misma conceptualización ha sido incorporada en las inicia-
tivas de Ley de Seguridad Interior.

Por ejemplo, en la iniciativa del pri, el artículo 3 fracción VIII entiende 
el “uso legítimo de la fuerza” en el contexto de la aplicación de la Ley de 
Seguridad Interior como sigue:

VIII. Uso legítimo de la fuerza: utilización de técnicas, tácticas, métodos, 

armamento y protocolos que realiza el personal de las fuerzas armadas y 

federales, para controlar, repeler o neutralizar actos de resistencia no agre-

siva, agresiva o agresiva grave.

De esta manera, se introduciría al nivel de una ley de alcance nacional 
los estándares sobre el uso de la fuerza que por sí y ante sí adoptaron las 
Fuerzas Armadas. Sobre el particular, es ilustrativo lo señalado por el Insti-
tuto Belisario Domínguez del Senado de la República:

[…] resulta especialmente delicado que dos de las iniciativas califiquen de 

“legítimo” el uso de la fuerza pública para controlar actos de resistencia 

no agresiva por parte de la población. Esto es cuestionable porque nuestro 

marco constitucional sólo faculta el uso de la fuerza pública en contra de 

civiles en casos sumamente restringidos, y nunca en contra de la población 

que realiza actos de naturaleza pacífica.

Aún más, de acuerdo con los Principios Generales del Derecho, puede 

interpretarse que el uso de la fuerza pública se califica después de que 

ésta ha sido ejercida. Es decir, no debe calificarse en la ley y tampoco an-

tes de que se ejerza; pues solamente hasta que se hizo uso de ella, puede 

determinarse si fue un uso correcto o no, esto es, si su uso fue legítimo o 

ilegítimo –un ejemplo similar es la calificación de “legítima” defensa–.192

La anotación del Instituto Belisario Domínguez es fundamental. El uso 
legítimo de la fuerza no sólo debe calificarse desde una perspectiva nor-
mativa ex ante sino ante todo desde una perspectiva de investigación ex 
post. Para ello se necesita mucho más que incorporar a nivel administrati-
vo algunos estándares de fuente internacional; es indispensable, ante todo, 

192. Galindo, C., et al. (2017). op. cit. 15-16.
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fortalecer los mecanismos de investigación que deben activarse cuando 
en un evento hay indicios de que el uso de la fuerza fue excesivo o despro-
porcional; estos deben incorporar desde las medidas extraordinarias para 
reforzar la independencia de las instancias que investiguen, hasta el ade-
cuado encuadramiento legal de los eventos (en temas como la responsabi-
lidad de la cadena de mando, el correcto entendimiento del dolo y la culpa 
cuando un agente estatal emplea la fuerza letal), pasando por el asegura-
miento expedito y conforme a la debida diligencia de la evidencia balísti-
ca por expertos capacitados y ajenos a las Fuerzas Armadas, entre otros.

2.4.5.4. Inaplicabilidad del procedimiento administrativo ordinario
Otra deficiencia de las iniciativas es que todas coinciden en disponer que 
lo relacionado con la seguridad interior quedará exento de la aplicación 
de la Ley Federal del Procedimiento Administrativo. La iniciativa del pri lo 
hace en el artículo 6; la del pan en el artículo 7; y las del prd en el artículo 11.

En principio, la inclusión de esta norma sugiere la intención de evitar 
que la aplicación de la Ley de Seguridad Interior sea objeto de impugnacio-
nes litigiosas en aras de una mayor efectividad en su aplicación.

Sin embargo, al sustraer el ámbito de la seguridad interior de la apli-
cación de dicha ley, se puede socavar el principio de legalidad al que debe 
ajustarse toda actuación gubernamental y que precisamente busca res-
guardar el procedimiento administrativo. Aunado a ello, no es claro si la 
aplicación e interpretación de esta exclusión podría traducirse en que 
no puedan invocarse, ahí donde se decrete una afectación a la seguridad 
interior, instrumentos legales que han probado ser útiles para la defensa 
de derechos y que están estrechamente vinculados con la posibilidad de 
acudir al procedimiento administrativo.

Por ejemplo, no es evidente si en el contexto de la seguridad interior 
podrán ser activados los mecanismos que prevé la Ley Federal de Responsa-
bilidad Patrimonial del Estado, que ha mostrado ser relevante para combatir 
la arbitrariedad en que pueden incurrir las dependencias de la administra-
ción pública federal, incluso en casos de violaciones a derechos humanos.193

193. Véanse, por ejemplo, los casos de las mujeres indígenas otomíes del estado de Querétaro, 
Jacinta Francisco, Alberta Alcántara y Teresa González, quienes por virtud de la aplicación de la 
mencionada Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado obligaron a la Procuraduría 
General de la República (pgr), tras casi una década de litigio, a reconocer su inocencia y a que 
les reparara una parte del daño causado. Véase: http://bit.ly/2uF8og3
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2.4.5.5. Opacidad
Las iniciativas hoy presentadas también propenden a la opacidad y dejan de 
lado las obligaciones del Estado respecto de la transparencia y la rendición 
de cuentas. Específicamente, la iniciativa del pri, en su artículo 6, señala:

Artículo 6. La información que se genere con motivo de la aplicación de 

la presente Ley, será considerada de Seguridad Nacional, en los términos 

de la ley de la materia y clasificada de conformidad con ésta y las disposi-

ciones aplicables en materia de transparencia y acceso a la información.

Al establecer de forma genérica que toda la información generada al 
aplicar la Ley de Seguridad Interior será considerada como de seguridad 
nacional, se abre la puerta a que prevalezca la opacidad.

Si bien es dable considerar que en algunos casos el derecho a la infor-
mación pueda restringirse en aras de la seguridad nacional, la manera 
adecuada de hacerlo no es por medio de disposiciones genéricas sino a 
través de la más cuidadosa ponderación caso por caso. Máxime en entor-
nos como el mexicano, donde la inclusión de preceptos normativos como 
el propuesto en la iniciativa que promueve el diputado Camacho podrían 
restringir a priori la intervención del órgano constitucional autónomo 
garante de la transparencia.

Más aun, en caso de que se aprobara una Ley de Seguridad Interior, sin 
duda en ese marco se generaría información cuya publicidad no sólo sería 
pertinente sino incluso indispensable a la luz de la experiencia acumula-
da durante la última década. Es el caso de la información que permitiría 
medir el índice de letalidad de las Fuerzas Armadas desplegadas por afec-
tación a la seguridad interior o bien de la información asociada con los 
casos de violaciones graves a derechos humanos, que por su propia natu-
raleza no tendría que ser absolutamente reservada. 

Al respecto, son ilustrativas las razones expuestas en los antecedentes 
de los Principios Globales sobre Seguridad Nacional y el Derecho a la Infor-
mación (Principios de Tshwane)194:

194. Emitidos el 12 de junio de 2013. Fueron redactados por 22 organizaciones durante un perío-
do de 2 años en los que se contó con la asesoría de más de 500 expertos de al menos 70 países. 
El proceso de redacción culminó con una reunión en la ciudad sudafricana de Tshwane, de la 
que estos principios tomaron su nombre.  Cfr. http://bit.ly/2tceZKK
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La seguridad nacional y el derecho a saber de la sociedad a menudo se con-

sideran objetivos contrapuestos. Si bien a veces puede haber cierto grado 

de tensión entre el interés de un gobierno por preservar el carácter reser-

vado de cierta información por razones de seguridad nacional y el derecho 

de la población a acceder a información en poder de autoridades públicas, 

un examen exhaustivo del pasado reciente indica que los intereses legí-

timos de seguridad nacional, en la práctica, se ven favorecidos cuando la 

sociedad está bien informada sobre las actividades del Estado, incluidas 

aquellas llevadas a cabo para resguardar la seguridad nacional.195

Asumiendo a cabalidad la racionalidad detrás de estos principios, es 
evidente que la pretensión de restringir la transparencia en el contexto de 
la seguridad interior se torna preocupante.

2.4.5.6. Procedimiento sin contrapesos
Una deficiencia adicional de las iniciativas es que prácticamente todas 
proponen diseños conforme a los cuales el procedimiento para efectuar 
una declaratoria de afectación a la seguridad interior se realizaría sin sufi-
cientes contrapesos.

En la iniciativa presentada por el pri –de acuerdo con los artículos 10, 11, 
12 y 13– el presidente de la República por decisión propia, por solicitud de 
los gobernadores o de las legislaturas locales, podrá ordenar la implemen-
tación de acciones de seguridad interior, previa consideración del Conse-
jo de Seguridad Nacional. Cuando estas acciones se estimen procedentes, 
dentro de un plazo no mayor a 72 horas se emitirá un acuerdo de “Decla-
ratoria de Protección a la Seguridad Interior” que se publicará en el Diario 
Oficial de la Federación.

En la iniciativa del pan –artículos 16 a 25– se propone también que el 
procedimiento pueda iniciar a solicitud del presidente por decisión pro-
pia, por solicitud de los gobernadores o de las legislaturas locales, pero 
se faculta también al Senado para hacerlo. En esta propuesta, el procedi-
miento sería sustanciado por el titular de la Secretaría de Gobernación y 
requeriría el visto bueno del Comité de Seguridad Interior que la iniciativa  

195. Principios globales sobre seguridad nacional y el derecho a la información (Principios de 
Tshwane). Antecedentes y Exposición de Motivos. (New York: Open Society Foundations, 2013). 6. 
Puede consultarse en: http://bit.ly/2tceZKK
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propone crear, que estaría integrado básicamente por los titulares de 
las secretarías de Estado con funciones en el ámbito de la seguridad y la 
justicia, a las que se sumaría el presidente de la Comisión Bicameral de 
Seguridad Nacional. Conforme a este diseño, a partir de las deliberacio-
nes del Comité se formularía el proyecto de declaratoria de afectación a 
la seguridad interior que la Secretaría de Gobernación enviará al presi-
dente de forma que éste, de estimarlo procedente, formalizaría la decla-
ración en un decreto que tendría que publicarse en el Diario Oficial de  
la Federación.

En la iniciativa del prd –artículos 12 a 16–, se propone que la afectación 
a la seguridad interior se establezca por decreto que emita el presidente a  
solicitud expresa del titular del Poder Ejecutivo de la entidad federativa 
que su implementación afecte o de la mayoría de las dos terceras partes 
de los integrantes del Poder Legislativo de dicha entidad. También este 
diseño prevé que con antelación a la declaratoria presidencial la Secreta-
ría de Gobernación convoque y escuche a un Consejo de Seguridad Inte-
rior, que incorpora a los mismos funcionarios que contempla la iniciativa 
panista, con el añadido de que introduce también a los gobernadores de 
las entidades federativas y los presidentes municipales de las zonas don-
de se presente la afectación a la seguridad interior.

Sin duda, de estos diseños legislativos el que más podría prestarse a 
decisiones arbitrarias del titular del Ejecutivo es el incluido en la propues-
ta del pri. Faculta al presidente para que cuando así lo considere o se lo 
soliciten pueda decretar, tras una evaluación que no podrá extenderse 
más allá de las inmediatas 72 horas posteriores, una afectación a la segu-
ridad interior que habilite el despliegue militar intensivo, puede prestarse 
a abusos. Máxime si como en esa iniciativa se propone, en el procedimien-
to de adopción de dicha decisión no concurren otros poderes que puedan 
fungir como contrapeso.

Este riesgo se agrava, además, con la ausencia de controles suficientes 
para vigilar la actuación de las fuerzas que se desplieguen como conse-
cuencia de una afectación a la seguridad interior, como se verá enseguida. 

2.4.5.7. Controles insuficientes
Aunque todas las iniciativas coinciden en diseñar un esquema que per-
mita el despliegue extraordinario de fuerzas federales a cierta parte 
del territorio nacional, todas fracasan al momento de diseñar controles 
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extraordinarios que sean capaces de vigilar el respeto a los derechos 
humanos durante esos operativos intensivos.

La iniciativa del pri es la más escueta en este rubro. Incluye sólo dos 
artículos –numerales 30 y 31– que tan solo disponen que se informará de 
los resultados al presidente de la República, por medio de la Secretaría  
de Gobernación, y que el titular de esta dependencia remitirá un informe a 
la Comisión Bicameral de Seguridad Nacional.

La propuesta del pan establece un control legislativo atenuado en 
manos de la Comisión Bicameral, a la que le dota de diversas facultades 
(artículo 43). Éstas, sin embargo, no son lo robustas que se requeriría en 
términos de contrapeso. Implican sólo, por ejemplo, que el secretario de 
Gobernación presente a la Comisión un informe al término del plazo de la 
afectación (artículo 43, fracción III). Pero ésta sólo queda habilitada para 
formular observaciones (artículo 43, fracción IV), si bien se prevé que pue-
da proponer al Pleno que dictamine el fin de la declaratoria de afectación 
(artículo 43, fracción V).

La propuesta del prd es un poco más amplia en este renglón. Inclu-
ye una sección entera sobre “Revisión, evaluación y control” –artículos 17 
a 23– en la que, entre otras cosas, se dice que los mecanismos de revisión 
y evaluación serán interno y externos (artículo 17). En esta sección se pro-
pone, por ejemplo, que la Comisión Bicameral pueda citar a comparecer a 
los funcionarios integrantes del Consejo de Seguridad Interior (artículo 22, 
fracción I), solicitar informes (artículo 22, fracción II) y emitir recomenda-
ciones (artículo 22, fracción III).

Como se ve, las iniciativas coinciden en ubicar a la Comisión Bicame-
ral de Seguridad Nacional como el principal contrapeso cuando se decre-
te una afectación a la seguridad interior. Sin embargo, las facultades que 
a ésta se otorgan varían en cada propuesta: de ser prácticamente reci-
piente pasivo de informes como sugiere la iniciativa del pri, en un extre-
mo, hasta ejercer un acotado control como lo diseña la iniciativa del prd, 
en el otro. Pero, de cualquier manera, las iniciativas no se caracterizan 
por habilitar un control legislativo que verdaderamente pueda llamar a 
cuentas a las autoridades a cargo de las acciones de seguridad interior 
que se realicen.

Lejos están las iniciativas de perfilar mecanismos de supervisión como 
los que Alejandro Madrazo sugiere para el supuesto de que se activara una 
suspensión de derechos:
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(a) una supervisión legislativa seria que incluya la declaratoria de sesión 

permanente del Congreso mientras dure la suspensión; el nombramien-

to de una Comisión Ad-Hoc con facultades para investigar el desempeño 

de las Fuerzas Armadas en las tareas asignadas, incluyendo visitas in situ, 

acceso pleno a toda la información generada en las operaciones, así como 

la facultad para llamar a comparecer a cualquier funcionario involucrado, 

etc.; un impedimento para legislar en ciertas materias (seguridad pública, 

electoral, derechos fundamentales) mientras dure la suspensión corres-

pondiente, etc.; y

(b) periodos cortos y con exigencia escalonada para su renovación. Así, 

por ejemplo, se puede aprobar la suspensión de garantías con la mitad 

más uno de los votos, pero sólo por tres meses; para un periodo mayor,  

se exige una supermayoría de 60%. Cualquier renovación de la suspen-

sión exige mayorías crecientes y periodos más cortos hasta estabilizar las 

renovaciones en votaciones muy elevadas (85% del Congreso) por perio-

dos muy cortos (mes con mes).196

En este mismo orden de ideas, la ausencia de otros controles es espe-
cialmente preocupante. No se establecen, por ejemplo, controles judicia-
les adicionales como sería robustecer la presencia del Poder Judicial de 
la Federación en las zonas donde se decrete una afectación con la fina-
lidad de acercar a los habitantes la protección de la justicia. Y en mate-
ria de derechos humanos el diseño es pobre: a lo más que se llega es a 
disponer que se notifique a la cndh el inicio de operativos de seguridad 
para que ejerza “sus atribuciones legales” según el artículo 23 de la ini-
ciativa del pan, o para que agilice el “ejercicio de sus funciones constitu-
cionales”, de acuerdo con el artículo 27 de la iniciativa del prd. En el caso 
de la iniciativa del pri, la cndh ni siquiera es mencionada en alguno de 
los artículos.

Esta ausencia del ombudsman nacional es grave y ocurre como con-
secuencia de que las y los legisladores rehúyen a reconocer la magnitud 
de la crisis de violaciones a derechos humanos en el país. Como soslayan 
que el despliegue militar ha acarreado el aumento de los abusos, omiten 
diseñar controles extraordinarios que entrañen una vigilancia agravada 

196. Madrazo, A. (2017, 21 de febrero) “La salida a nuestro problema de seguridad pública”. 
Horizontal. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tnPBG3
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de la cndh. Frente a un despliegue militar extraordinario, sería de espe-
rarse que se propusieran paralelamente medidas extraordinarias como 
el envío de un cuerpo numeroso de visitadores especializados o bien 
facultar a la Comisión para vigilar las situaciones que se pretende regu-
lar mediante un monitoreo estrecho que le implicara, por ejemplo, emi-
tir un informe especial sobre el cumplimiento de los derechos humanos 
al cabo de la afectación, allegar sus conclusiones a la Comisión Bicame-
ral y al Consejo de Seguridad Interior o incluso emitir recomendaciones 
específicas sobre los impactos a los derechos de cada declaratoria. Nada 
de esto es contemplado en las iniciativas, que son magras y displicentes 
en este aspecto.

2.4.5.8. Temporalidad indefinida
La falta de definiciones claras en cuanto a la temporalidad es otro de los 
grandes defectos de las iniciativas, pues no establecen plazos acotados 
con tiempos estrechos. Tampoco establecen un esquema en el que las 
posibles prórrogas de los períodos de afectación tengan algún límite razo-
nable ni mucho menos incluyen disposiciones que permitan un control 
progresivo cuando se extienda dicho plazo.

En este aspecto, la más preocupante de las iniciativas es sin duda la del 
pri. En ésta se dice simplemente lo siguiente:

Artículo 14. La Declaratoria de Protección a la Seguridad Interior, previo 

análisis, podrá estar sujeta a modificaciones y prórrogas las veces que 

sean necesarias mientras subsistan las causas que le dieron origen. Las 

modificaciones y prórrogas deberán publicarse en el Diario Oficial de la 

Federación.

De este modo, la propuesta que impulsa el diputado César Cama-
cho permite que la intervención federal extraordinaria generada por una 
declaratoria de afectación a la seguridad interior se prorrogue indefini-
damente; es decir, por ejemplo, que el despliegue militar a una determi-
nada región del país se prolongue de forma incesante. Con ello se genera 
una condición que no alienta al desarrollo de capacidades en las poli-
cías civiles, amén de que se abre la puerta a perpetuar la militarización. 
Se trata, como puede verse, de una de las deficiencias más preocupantes 
de las iniciativas.
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2.4.5.9. No sujeción al mando civil
Otro aspecto deficiente que merece la pena abordar es el relacionado con 
la determinación de la autoridad que ejercerá el mando operativo duran-
te el desarrollo de una declaratoria de afectación a la seguridad interior. 

Se trata de un aspecto fundamental puesto que, como se dijo más 
arriba, cuando la scjn avaló la intervención de las Fuerzas Armadas en 
tareas de seguridad pública como auxiliar de las autoridades civiles, dis-
puso enfáticamente que en tales contextos los castrenses debían subor-
dinarse a los civiles. Empero, las iniciativas no dilucidan adecuadamente 
este aspecto, apartándose peligrosamente de lo dispuesto por la máxima 
autoridad judicial del país.

Así, la iniciativa del pri expresamente adscribe a las Fuerzas Armadas 
las funciones de mando durante el despliegue de fuerzas federales que 
caracterizaría a una declaratoria de afectación a la seguridad interior. El 
artículo 19 de dicha iniciativa señala:

Artículo 19. Las Fuerzas Armadas sólo intervendrán cuando las capacida-

des de las Fuerzas Federales resulten insuficientes para contrarrestar la 

amenaza de que se trate, conforme al procedimiento siguiente:

I. El Presidente de la República a propuesta de los Secretarios de la Defensa 

Nacional y Marina, designará a un Comandante de las Fuerzas Armadas 

participantes, quien dirigirá los grupos interinstitucionales que para el 

efecto se integren;

II. El comandante elaborará el protocolo de actuación para establecer respon-

sabilidades, canales de comunicación y coordinación de las autoridades 

militares y civiles participantes;

III. El protocolo contemplará la integración de grupos interinstitucionales, a 

fin de que cada una lleve a cabo la misión que se les asigne con base en las 

atribuciones y responsabilidades que les correspondan, coordinadas por el 

comandante, y 

Las Fuerzas Armadas actuarán realizando las acciones descritas en el 

artículo 3, fracción I de la presente Ley.

De adoptarse una Ley de Seguridad Interior que incorporase esta nor-
ma, quedaría claro que se estaría entregando todo el mando y la conduc-
ción de la seguridad en las zonas involucradas a las Fuerzas Armadas. 
Ante ese panorama, sería de primera importancia contrastar ese diseño 



127ley de seguridad interior. legalizar lo ilegal para perpetuar la militarización

con lo que la scjn dispuso pues de manera expresa se rompería uno de los 
límites relevantes que ésta impuso a la intervención castrense en tareas 
ajenas a su mandato al garantizar jurídicamente la preeminencia de la 
cadena de mando militar. En pocas palabras, se materializaría una sustitu-
ción de los poderes civiles por los poderes castrenses.

2.4.5.10. Facultades de inteligencia
Un aspecto llamativo y preocupante de las iniciativas presentada por el pri 
es la pretensión de regular nuevas facultades de inteligencia para el Ejérci-
to y la Marina respecto de la seguridad interior.

La iniciativa promovida por el diputado Camacho, en su artículo 28, 
habilita expresamente a las Fuerzas Armadas para realizar labores de inte-
ligencia en materia de seguridad interior “considerando los aspectos tác-
tico y operacional”, señalando que “podrán hacer uso de cualquier método 
de recolección de información” (artículo 28).

La introducción de estas facultades es extraña. No se explica en la 
exposición de motivos si obedece a un diagnóstico poco favorable sobre 
las labores que desempeña el Centro de Investigación y Seguridad Nacio-
nal (Cisen), instancia que hoy realiza las tareas de inteligencia en el ámbi-
to que pretende regularse bajo el concepto de seguridad interior. De otro 
modo, si se estimaran suficiente y satisfactoria la labor de este órgano de 
Estado sería incomprensible facultar a las Fuerzas Armadas para la reali-
zación de dichas tareas, pues sería bastante un diseño que incentivara la 
colaboración y la coordinación interinstitucional. Por otro lado, tampoco 
es claro si esta facultad tendría un impacto presupuestal y orgánico aso-
ciado con la creación formal de áreas de inteligencia militar que se ocupen 
de ejercitar esta función. Menos aún se explicita si esta medida debe-
rá estar sometida al control judicial; pareciera que se trata de una facul-
tad autónoma que podrían ejercer las Fuerzas Armadas sin necesidad de 
orden judicial.

Justamente por ello se ha señalado que con propuestas como ésta se 
busca que la Ley de Seguridad Interior autorice a las Fuerzas Armadas a 
intervenir las comunicaciones privadas ahí donde se declare que hay una 
afectación a la seguridad interior.197

197. Atilano, T. (2016, 27 de diciembre). op. cit.
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En los términos de las iniciativas, el desempeño de labores de inteli-
gencia para la seguridad interior por las Fuerzas Armadas podría significar 
su incursión en ámbitos que les están vedados constitucionalmente, con-
siderando que la definición de este concepto en las iniciativas es amplio 
y ambiguo.

En este mismo rubro, es relevante destacar también que otras inicia-
tivas proponen también ampliar las atribuciones de los órganos de inte-
ligencia, si bien no exclusivamente en relación con las Fuerzas Armadas. 
Así, por ejemplo, en sus artículos 32 y 41, la iniciativa del pan faculta al 
Cisen para que pueda solicitar la intervención de comunicaciones priva-
das y la localización geográfica en Juzgados de Control, sin precisar con 
claridad si el ejercicio de esta prerrogativa se acotará a casos donde exis-
ta una investigación criminal en curso ni imponer ningún otro límite en 
razón de materia.

2.4.5.11. Amenazas a organismos constitucionales autónomos
En el caso de la iniciativa del pri, llama la atención también la inclusión de 
un artículo que parece amenazar veladamente el ejercicio vigoroso de las 
facultades que la ley confiere a organismos constitucionales autónomos 
como los pertenecientes al sistema ombudsman.

De este modo, el artículo 29 de la iniciativa promovida por el diputado 
Camacho Quiroz señala:

Artículo 29. En materia de Seguridad Interior, las autoridades federales 

y los órganos autónomos deberán proporcionar la información que les 

requieran las autoridades que intervengan en los términos de la presen-

te Ley.

En el caso de las autoridades de las entidades federativas y de los 

municipios, la colaboración se llevará a cabo en términos de los esque-

mas de colaboración y coordinación establecidos o que al efecto de es-

tablezcan. [sic]

Con esta redacción, la iniciativa abre la puerta para que se mine 
la autonomía del sistema ombudsman, entre otros, al establecer que 
los organismos autónomos deberán proporcionar la información 
que les requiera. A partir de esta formulación, por ejemplo, las Fuer-
zas Armadas podrían exigir legalmente a la cndh que rompa el sigilo  
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de sus expedientes para entregar a los castrenses datos contenidos  
en sus expedientes de queja, sin que en realidad exista una justifica-
ción manifiesta para habilitar esta medida inédita, ni respecto del sis-
tema ombudsman ni respecto de otros organismos constitucionales 
autónomos como los que garantizan los derechos políticos electorales 
o el derecho a la información.

2.4.5.12. Sustitución de las autoridades civiles de investigación del delito
En el caso de la iniciativa del pan genera preocupación adicional la inclu-
sión de articulado que abiertamente propone sustituir a las autoridades 
civiles no sólo en la función de seguridad sino incluso en la de investiga-
ción y persecución del delito.

En la propuesta que impulsa el senador Gil Zuarth, la enumeración 
de las facultades que tendrían la Fuerza Especial de Apoyo Federal y la 
Fuerza Armada Permanente cuando intervengan en las zonas abarca-
das por declaratorias de afectación a la seguridad interior implica cla-
ramente una sustitución excesiva de facultades de autoridades civiles 
en tareas de persecución del delito. Por ejemplo, de adoptarse dicha 
iniciativa se facultaría a las Fuerzas Armadas para recibir denuncias si 
éstas no pueden ser formuladas ante el Ministerio Público; también a 
participar en la investigación del delito preservando hallazgos o entre-
vistando testigos, como se desprende del artículo 29, fracciones II, IV, 
VII y VIII.

La extensión de la intervención castrense sobre las tareas propias de la 
investigación del delito es sin duda excesiva y va más allá de lo que en su 
momento y bajo otro contexto validara la scjn. De nueva cuenta se consti-
tuye una sustitución de poderes en la que instituciones civiles son suplan-
tadas por la institución militar en la investigación.

2.4.5.13. Omisión de disposiciones para la transición
Otra deficiencia de las iniciativas es que ninguna establece con claridad 
el marco jurídico actual que permita transitar de la situación actual al 
esquema que se pretende regular con la Ley.

En otras palabras, las iniciativas no precisan qué ocurrirá en los esta-
dos o regiones del país donde las Fuerzas Armadas ya se encuentran des-
plegadas, pues no contemplan si en esos casos habrá procedimiento de 
revisión sobre la pertinencia de la continuidad del despliegue o si las 
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Fuerzas Armadas deberán replegarse hasta que se regularice el respecti-
vo procedimiento mediante la emisión de las correspondientes declara-
torias de afectación.

2.4.5.14. Omisión de medidas que incentiven el fortalecimiento de las 
policías civiles
Finalmente, sin duda una de las deficiencias más grandes de las iniciativas 
es que no incluyen medidas orientadas a propiciar el fortalecimiento de 
las policías civiles en aquellos lugares donde se decrete que hay una afec-
tación a la seguridad interior.

Los esquemas propuestos en las iniciativas se limitan a regular  
el despliegue intensivo de las Fuerzas Armadas, dando a éstas la cer-
teza jurídica que han demandado, sin incluir medidas encaminadas 
a que en dichas zonas las policías se fortalezcan paulatinamente 
para que, poco a poco, la presencia del Ejército y de la Marina se vaya 
haciendo innecesaria.

Con frecuencia, esta omisión se justifica aludiendo a que se trata de 
un tema que debe abordarse en una legislación diversa. Pero no pue-
de obviarse que uno de los aprendizajes que ha dejado la década de la 
fallida Guerra contra el narcotráfico es que el abordaje fragmentado y 
parcial a los problemas de seguridad no ha abonado a desarrollar solu-
ciones integrales.

En suma, como puede observarse, es claro que las iniciativas de Ley de 
Seguridad Interior que hoy se discuten presentan serias y profundas defi-
ciencias. De aprobarse un dictamen sobre esta base se corre el riesgo de 
que dichas limitaciones trasciendan a la ley. En este sentido, vale la pena 
recoger las palabras del representante en México de la oacnudh al com-
parecer ante el Senado de la República, quien tras advertir que la adopción 
de una Ley de Seguridad Interior perpetuaría un modelo de seguridad falli-
do, señaló también que:

[…] si a pesar de todo lo anterior el Estado mexicano decide adoptar una 

legislación sobre seguridad interior que reconozca la participación de las 

Fuerzas Armadas en tareas que le son impropias, es indispensable que a 

efecto de aminorar sus consecuencias negativas en materia de derechos 

humanos se garantice que la misma:

1. No implique una suspensión de derechos.
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2. Sea compatible con los compromisos y obligaciones internacionales del 

Estado mexicano en materia de derechos humanos.

3. Parta de supuestos claros, precisos y taxativos de instrumentación.

4. Obligue a especificar las causas y objetivos.

5. Defina medidas estrictamente necesarias, adecuadas y proporcionales a la 

situación que se pretende enfrentar.

6. Establezca que el llamado a las fuerzas militares sea el último recurso.

7. Defina de manera clara que las Fuerzas Armadas no pueden participar en 

tareas relacionas con la investigación de los delitos, la regulación de las 

migraciones o actividades de inteligencia civil.

8. Establezca el retiro gradual, medible y con plazos definidos de las Fuerzas 

Armadas.

9. Prevea que cualquier involucramiento de las Fuerzas Armadas en tareas de 

seguridad pública deberá tener una vigencia temporal breve y precisa.

10. Tutele que los despliegues militares se desarrollen bajo la coordinación y 

control efectivo de las autoridades civiles.

11. Contemple las obligaciones a cargo de los tres órdenes de gobierno.

12. Establezca mecanismos de rendición de cuentas reforzados, tanto internos 

como externos, que aseguren una supervisión rápida, independiente, im-

parcial y exhaustiva de las violaciones a los derechos humanos.

13. Defina estrategias especiales de supervisión por parte de la Comisión Na-

cional de los Derechos Humanos.

14. Precise la adopción de medidas específicas para garantizar el trabajo de las 

y los periodistas y de las y los defensores de derechos humanos.

15. Informe a la población de las medidas adoptadas y de las posibilidades y 

vitrinas para denunciar de forma segura y sin temores cualquier abuso.

16. Instrumente políticas especiales para la atención y garantía de los dere-

chos de las víctimas de violaciones a los derechos humanos.

17. Transparente e informe de manera constante el resultado de las acciones 

desplegadas y de los operativos implementados.

 Por su parte, la cndh formalmente dijo al Senado que: 

[…] la seguridad vinculada a las personas debe estar a cargo de instituciones 

de carácter civil; nuestra Fuerza Armada debe volver, cuando las condicio-

nes del país lo permitan, a las funciones que le son propias, pero bajo un 

programa gradual y verificable. El carácter extraordinario de su participación 
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en tareas de seguridad de las personas, sobre todo en su interacción con la 

población civil, no debe asumirse como algo permanente o promoverse que 

así sea”198.

Y en este sentido, el ombudsman nacional destacó 10 puntos indispen-
sables para el debate199:

1. Tomar como premisa general el reconocimiento y respeto de la digni-
dad de las personas.

2. Preservar la vigencia del esquema de competencias y atribuciones que 
contemplar el artículo 21 constitucional en materia de seguridad públi-
ca, así como lo previsto en el artículo 89, fracción VI, de la Constitución 
Federal, en lo concerniente a la seguridad interior y defensa exterior 
(es decir, que “la seguridad interior no debe rebasar los límites de la 
seguridad pública”).

3.  Distinguir y acotar los conceptos de seguridad pública, seguridad 
nacional y seguridad interior.

4. Preservar el respeto al principio de legalidad que debe revestir todo 
acto de autoridad, en particular por lo que hace a los actos de molestia 
o incluso privativos que pudieran sufrir las personas.

5. Prevenir que se afecte o se propicie la afectación del legítimo ejercicio 
de otros derechos fundamentales, tales como la libertad de expresión 
y manifestación.

6. Contemplar mecanismos de control institucional claros y de colabora-
ción entre autoridades para la implementación, seguimiento y control 
de las acciones que se desarrollen.

198. Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh). “Algunas consideraciones ante las pro-
puestas legislativas que se han formulado para la eventual emisión de una ley de seguridad 
interior en México”. Documento presentado en el Senado de la República, el 27 de febrero de 
2017. p. 3. Puede consultarse en: http://bit.ly/2uztXOb

199. Ibid. 4-7.
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7. Fortalecimiento de las instituciones civiles de seguridad.

8. Definir los ámbitos temporal, especial y material de las acciones de 
seguridad interior, así como su difusión y publicidad.

9. Evitar que las Fuerzas Armadas participen en la prevención e investi-
gación de los delitos.

10. No asumir bajo ningún supuesto que la intervención de las Fuerzas 
Armadas en tareas vinculadas a la seguridad de las personas pueda 
asumir carácter permanente.

Hasta hoy, ninguna de las iniciativas presentadas satisface estos 17 
puntos concretos que la oacnudh trajo al debate como parámetro frente 
a una eventual Ley de Seguridad Interior, ni mucho menos las 10 preocu-
paciones específicas de la cndh. Este conjunto de cuestiones sería insos-
layable, en caso de que contra toda evidencia y contra toda prudencia el 
Congreso sucumbiera a la presión castrense y avanzara en la aprobación 
de dicha norma. Al no estar garantizada la incorporación de estos pun-
tos ni en el debate ni en el eventual dictamen, tanto por la premura como 
por la ausencia de una discusión integral, ambas instancias han llama-
do claramente a no aprobar la Ley de Seguridad Interior. Así, incluso en 
su intervención al presentar el más reciente informe anual de la cndh, el 
ombudsman nacional expresó:

“[…] es preciso reiterar que la existencia de un marco normativo que re-

gule las tareas que con carácter extraordinario llevan a cabo las fuerzas 

armadas desde hace más de diez años, respecto de la seguridad de las 

personas, no implica, por sí misma, la solución a la inseguridad, violencia 

y falta de acceso a la justicia que nuestro país enfrenta. La participación 

de las fuerzas armadas en tareas vinculadas a la seguridad de las perso-

nas no es lo más deseable, como tampoco lo es la emisión de la ley que 

se ha planteado”.200

200. Palabras del titular de la cndh en la presentación del Informe Anual 2016 realizada en la 
Residencia Oficial de Los Pinos ante el Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, el 31 de 
marzo de 2017. Puede consultarse en: http://bit.ly/2oqvwZC
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***

A lo largo de este capítulo se ha hecho un recuento del debate sobre la 
Ley de Seguridad Interior. Tras analizar cómo surge por un inédito empla-
zamiento de las Fuerzas Armadas a los representantes populares, se han 
presentado en este texto los riesgos inherentes a la adopción de una 
norma de esta naturaleza. Así se ha destacado que una Ley de Seguri-
dad Interior tendría serios problemas de inconstitucionalidad; que sería 
incompatible con el régimen internacional de derechos humanos que 
México se ha obligado a respetar; que no reduciría la violencia; que incre-
mentaría las violaciones a derechos humanos y que partiría de iniciativas 
con notorias deficiencias.

A estas cinco contundentes razones podría agregarse otra. Una rele-
vante que aquí no se analiza, por ejemplo, tiene que ver con que el impacto 
presupuestal del despliegue castrense, al aumentar las partidas que ejer-
cen las Fuerzas Armadas, puede propiciar una inercia nociva. Como lo ha 
dicho Alejandro Anaya: “La estructura de incentivos para continuar en las 
calles para las Fuerzas Armadas ha cambiado mucho en los últimos diez 
años: más presupuesto, mejor equipo, más salario para los participantes 
en operativos y, quizá, sobre todo, mayor poder de veto”.201

Pero quizá valga la pena concluir destacando otro argumento, muy 
vinculado con el origen de la discusión: su déficit democrático. Como se 
ha visto, las iniciativas en materia de seguridad interior no responden a 
un diagnóstico profundo y serio de la situación de violencia generalizada 
que vive el país, tras diez años de intensiva Guerra contra el narcotráfico,  
ni mucho menos a una sentida necesidad de la sociedad expresada de  
forma clara y articulada; más bien responden a una exigencia elevada  
de forma inusualmente pública por el propio sector castrense.

Este origen, lamentablemente, ha permeado el curso del respectivo pro-
ceso legislativo y ha mermado la legitimidad democrática de la discusión. 
No son las y los legisladores, consultando a la sociedad civil y a especialis-
tas en el campo, quienes hoy fijan los contenidos de esa legislación; son el 
Ejército y la Marina las instituciones que, trastocando el siempre delicado 
balance de las relaciones cívico militares, fijan la agenda en la discusión.  

201. Anaya, A. (2017, 11 de enero) “¿Ley de seguridad interna? Mejor las Fuerzas Armadas de 
regreso a sus cuarteles”. La Silla Rota. Puede consultarse en: http://bit.ly/2tmxErs
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Por ejemplo, en vez de que las comisiones dictaminadoras hayan citado 
a los secretarios de la Defensa Nacional y de la Marina para que en las 
cámaras de Diputados o de Senadores –en tanto recintos de la deliberación 
democrática– comparecieran en público a explicitar sus preocupaciones y 
planteamientos respecto de la Ley de Seguridad Interior, han sido dichos 
mandos castrenses quienes han citado en sus instalaciones a legisladoras 
y legisladores para fijar su posición sobre el tema. Estas reuniones se han 
realizado a puerta cerrada, sin ningún tipo de escrutinio público.202

Obviamente, un debate realizado en estas condiciones merma la legi-
timidad democrática del proceso. Esto es un riesgo en sí mismo. Lo dice 
con claridad Raúl Benítez Manaut:

Un debate profundo es necesario. Lo conceptual y doctrinal en lo militar y lo 

policiaco es básico. Se deben discutir tácticas y estrategias, y se deben tener 

en cuenta las capacidades reales de todas las instituciones de seguridad 

nacional, defensa, seguridad pública, inteligencia y judiciales. El problema 

está inmerso en un todo donde las partes no actúan solas. Pero principal-

mente, no se deben dejar de lado las contribuciones constitucionales de los 

últimos años que sellan el vínculo entre derechos humanos, leyes, y cuerpos 

de resguardo de la seguridad nacional y el orden público, como lo establece 

el artículo primero de la Constitución en sus reformas de 2011.203

Lo mismo hace la respuesta de actores políticos y castrenses frente a 
las voces que alertan sobre los riesgos de aprobar una ley que privilegie 
la certeza legal de las Fuerzas Armadas por encima del respeto a los dere-
chos humanos y de la revisión integral de la política fallida de seguridad.

Por ejemplo, en las conmemoraciones del Día del Ejército, el general 
secretario de la Defensa Nacional se refirió a quienes advierten riesgos en 
la aprobación de esta ley, diciendo:

[…] a quienes por falta de información o tergiversación de la misma u otros 

intereses no visibles señalan que la iniciativa induce a la institucionaliza-

202. Cfr. Aranda J. et al. (2017, 7 de febrero) “Diputados abordan con titulares de Semar y Sedena 
ley de seguridad”. La Jornada. Puede consultarse en: http://bit.ly/2vysxB0

203. Benítez, R. (2017, 30 de enero) “Seguridad Interior: otro dilema del 2017”. Nexos. Puede con-
sultarse en: http://bit.ly/2jIekLf
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ción de militares en seguridad o a su militarización les aclaro que las Fuer-

zas Armadas Mexicanas creen, respetan e impulsan el Estado de Derecho y 

la gobernabilidad democrática.204

Como puede verse, aunque en la discusión pública sobre la ley se ha 
reiterado una y otra vez que señalar los riesgos de adoptar este marco 
legal no implica una descalificación a la relevante labor que realizan en 
diversas regiones del país bajo condiciones adversas hombres y mujeres 
de las Fuerzas Armadas, el mando del Ejército ha adoptado una posición 
defensiva en la que no es concebible el disenso democrático: así, quienes 
–como en el Centro Prodh en este informe– critican la perspectiva de la 
seguridad interior, son ignorantes, falsean los hechos o actúan guiados 
por intereses aviesos. En esos contornos discursivos no resulta sencillo 
discutir racionalmente las limitaciones y potencialidades de determina-
das políticas públicas.

La falta de legitimidad democrática que merma el proceso legislati-
vo en curso, aunada a las cinco razones que han sido expuestas en este 
capítulo, fundamentan el rechazo a la Ley de Seguridad Interior desde una 
perspectiva de derechos humanos. No son esas las coordenadas desde las 
que puede construirse en México una seguridad sin guerra. Las alternati-
vas, más bien, requieren una aproximación renovada e integral a la gene-
ralizada violencia que vive el país, recogiendo los duros aprendizajes de 
una década de Guerra contra el narcotráfico. Como ha escrito Catalina 
Pérez Correa:

[…] Hacer legal lo que hoy es ilegal no es la respuesta y difícilmente servirá 

para construir policías funcionales o disminuir la violencia. Una década de 

fracaso tendría que convencernos que el rumbo emprendido no traerá paz.205

204. Cfr. Villa P. et al. (2017, 19 de febrero) “Ley de seguridad no busca militarizar al país: Salvador 
Cienfuegos”. El Universal. Puede consultarse en: http://eluni.mx/2lA7Ovb

205. Pérez, C. (2016, 18 de octubre) “Otro Golpe a la Constitución”. El Universal. Puede consultar-
se en: http://eluni.mx/2doMosO
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Cuando hacia la mitad del sexenio de Felipe Calderón comenzaban a 
ser claras las consecuencias de la política de seguridad adoptada por la 
administración, el Centro Prodh publicó el informe ¿Comandante Supre-
mo? La ausencia de control civil sobre las Fuerzas Armadas al inicio del sexe-
nio de Felipe Calderón.206

En aquella publicación advertimos los riesgos inherentes al desplie-
gue castrense en tareas de seguridad:

La participación de las Fuerzas Armadas en labores de seguridad pública e 

investigación de los delitos constituye […] un riesgo para la vigencia de los 

derechos humanos en el país. Esta situación, grave por sí misma, es más 

preocupante [pues] están ausentes los controles civiles. Reestablecer el or-

den constitucional para que las Fuerzas Armadas se sometan al poder civil 

es una tarea que exige numerosos ajustes [...] Hoy cuando el Ejército está 

en las calles, recaba denuncias e investiga delitos, hoy cuando el Ejército de-

tiene a las personas sospechosas de haber cometido un ilícito, es pertinente 

preguntar: ¿Cuál es el control del poder civil sobre los castrenses? ¿Qué fac-

tores pueden inhibir a un militar de cometer violaciones a derechos huma-

nos de los civiles a quienes se “enfrentan” en el “combate” al narcotráfico?207

206. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C., ¿Comandante Supremo? 
La ausencia de control civil sobre las Fuerzas Armadas al inicio del sexenio de Felipe Calderón. 
(México: Centro Prodh, 2009). Puede consultarse en: http://bit.ly/2uvZMb2

207. Ibid. 59.
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Lamentablemente, advertencias como las que entonces lanzó el Cen-
tro Prodh no fueron escuchadas. La política de seguridad centrada en 
el despliegue de las Fuerzas Armadas para el combate frontal al narco-
tráfico ha continuado y, como lo evidenciamos en este informe, hoy se 
intenta profundizar y perpetuar mediante una peligrosa Ley de Seguri-
dad Interior.

Los argumentos sobre los problemas de inconstitucionalidad, incon-
vencionalidad, ineficacia e incumplimiento de derechos humanos que 
tendría una legislación de esta índole son contundentes. Pero acaso lo 
sean más los testimonios de las víctimas que han experimentado directa-
mente los abusos castrenses y su común secuela de impunidad. Testimo-
nios de personas que el Centro Prodh ha acompañado en sus infatigables 
búsquedas de justicia: desde las víctimas de la llamada Guerra Sucia –
como, por ejemplo, la familia Guzmán Cruz de la cual el padre y cuatro 
hijos fueron desaparecidos por el Ejército durante la década de los seten-
ta– hasta Rodolfo Montiel y Teodoro Cabrera, campesinos ecologistas de 
Guerrero torturados por elementos castrenses cuya lucha llegó hasta la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Testimonios que siguen sur-
giendo hasta el día de hoy, como por ejemplo los de las sobrevivientes de 
la masacre de Tlatlaya, en la que la dignidad de Clara Gómez y la labor del 
Centro Prodh permitieron comprobar que la unidad del Ejército involucra-
da había operado con la orden explícita de “abatir delincuentes en horas 
de oscuridad”.208

El modelo de seguridad imperante debe debatirse y reestructurarse. 
La salida inmediata del Ejército de las calles es imposible en regiones don-
de los hombres y las mujeres de las Fuerzas Armadas realizan una valien-
te labor en condiciones adversas. Empero, esto no significa que deban 
permanecer a perpetuidad en dichas tareas ni que todo nuestro sistema 
constitucional deba adaptarse a esa condición extraordinaria, sin dise-
ñar contrapesos que tomen en cuenta el legado de abusos impunes que 
se han generado. Señalarlo así no implica descalificar infundadamente al 
Ejército y a la Marina; por el contrario, este llamado al debate sólo supo-
ne extraer los aprendizajes que deja una década de fallida Guerra contra 
el narcotráfico.

208. Cfr. Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, A.C. Tlatlaya a un año: la 
orden fue abatir. op. cit.
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Al plantear estas cuestiones, a menudo se presenta la opción milita-
rista como la única disponible. Pero esta reducción de la discusión es ten-
denciosa. Las alternativas han sido planteadas una y otra vez. Desde los 
puntos puestos en el debate público del Movimiento por la Paz con Justi-
cia y Dignidad, hasta las propuestas de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México (unam) en el documento “Elementos para la Construcción 
de una Política de Estado para la Seguridad y la Justicia en Democracia”.209

En este escenario, no pueden soslayarse los aportes de los mecanis-
mos internacionales de protección a los derechos humanos.

Respecto de estos últimos, sus recomendaciones pueden resumirse en 
la propuesta de que se desarrolle un plan de retiro paulatino de la inter-
vención castrense en tareas de seguridad, acompañado de una ruta de 
fortalecimiento progresivo de las instituciones civiles.

En ambos rubros hay tareas que aún deben acometerse. En cuanto 
al plan de retiro de las Fuerzas Armadas de las tareas que hoy realizan, 
es necesario terminar de hacer la evaluación del despliegue militar en 
las diversas zonas del país, reconociendo tanto los aprendizajes positivos 
como las lecciones negativas. No podrá hacerse un balance integral si, por 
un mal entendido respeto a las Fuerzas Armadas, se soslayan realidades 
como la posible incidencia del despliegue castrense en el repunte de la vio-
lencia registrado en algunas zonas de la República; o bien como la inter-
vención de unidades enteras del Ejército en atrocidades sistemáticas, tales 
como las documentadas en algunas regiones. Tras efectuar este balance 
sería necesario también desarrollar un cronograma que, reconociendo las 
particularidades de cada región, establezca el plazo perentorio de máxima 
permanencia territorial en dichas zonas del Ejército y de la Marina.

Este plan de retiro tendría que ir acompañado del paulatino fortaleci-
miento de las policías civiles. El mejoramiento de los controles de confian-
za, incorporando criterios que incluyan el respeto a los derechos humanos 
como un factor a considerar para la depuración de los cuerpos, apunta en 
esa dirección. Pero también hay otras dimensiones que hasta ahora han 
sido ignoradas: revertir la ocupación de los mandos medios y superiores 

209. Universidad Nacional Autónoma de México (unam), et al. Elementos para la Construcción 
de una Política de Estado para la Seguridad y la Justicia en Democracia, (México: unam e 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional, 2011). Puede consultarse en: http://bit.
ly/2uzm2Rj
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por directivos de extracción militar que reproducen la lógica bélica es un 
elemento relevante, lo mismo que asegurar que los controles se extien-
dan sobre todas las fuerzas policiacas, incluyendo por ejemplo a las poli-
cías ministeriales investigadoras del delito, que en no pocos estados de 
la República son parte activa del mundo delincuencial. En este sentido, 
el mejoramiento de los controles externos sobre las policías es también 
determinante; la figura de las auditorías externas a las policías, impulsa-
da desde hace años por Insyde y otros expertos y expertas en nuestro país, 
adquiere en el mencionado contexto una importancia central.

Y sin duda, el corolario de estas mejoras requeridas tendría que ser el 
fortalecimiento de las capacidades de investigación criminal del Estado 
mexicano. La violencia que generan los esquemas de macrocriminalidad 
predominantes en varias regiones del país no se resolverá con un desplie-
gue militar que funciona en lógica de guerra, como una verdadera fuerza 
de ocupación que desplaza a las autoridades civiles cuando han sido reba-
sadas o cooptadas. Este tipo de medidas de fuerza no serán efectivas para 
desarticular estructuras delictivas de gran calado, que sólo podrán sucum-
bir cuando se realicen investigaciones exhaustivas que identifiquen a 
los máximos responsables, afectando los flujos económicos y políticos 
que mantienen esos circuitos criminales. La transición hacia una Fiscalía 
General de la República que sea verdaderamente autónoma y que desa-
rrolle capacidad para encabezar investigaciones de este corte es determi-
nante en este sentido.

En suma, como puede verse, las alternativas existen. Hace falta volun-
tad política para recogerlas y corregir el rumbo.

Trabajar por un cambio en la política de seguridad no es una tarea sen-
cilla; en ocasiones, como en el caso de la Ley de Seguridad Interior, supone 
más resistir los retrocesos que construir los caminos para avanzar la agen-
da de los derechos humanos. Transformar un modelo de seguridad que se 
nutre del miedo y de la incertidumbre es una labor a contracorriente. Sin 
embargo, en aspectos como revertir el protagonismo militar, esta tarea 
puede nutrirse de la sinergia natural que genera respecto de las labores 
impulsadas por quienes trabajan para la consolidación de la democracia 
en México. En efecto, la profundización de la militarización no sólo entra-
ña riesgos para los derechos humanos y no sólo se traduce en políticas de 
seguridad inefectivas: también pone en juego los balances indispensables 
para la vida democrática. Cuando las Fuerzas Armadas se saben habilitadas 
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para exigir en el espacio público a los actores políticos una ley a modo, no 
se anuncian épocas halagüeñas para una democracia aún no consolidada 
como lo es la mexicana.

En este sentido, la constante militarización ha generado incentivos 
políticos perversos que en la vía de los hechos se han materializado en que 
los gobiernos estatales y municipales se desentiendan negligentemente 
de su deber de profesionalizar y depurar a sus corporaciones. Una posible 
Ley de Seguridad Interior perpetuaría estos incentivos.

Nuestro andamiaje normativo previó desde hace más de veinte años 
la creación de un Sistema Nacional de Seguridad Pública, que con el paso 
del tiempo se convirtió en poco más que un ente que reparte recursos y 
que genera cifras. Frente a la crisis que vive el país, resulta claro que el 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública no se ha 
conformado como un espacio que construya la política pública, que dise-
ñe estrategias y que evalúe tanto lo que ha funcionado como lo que ha 
fracasado. En estos términos, cuando sostenemos que los esfuerzos legis-
lativos deben ir encaminados al fortalecimiento de las instituciones civi-
les de seguridad, nos referimos también a que el Poder Legislativo debería 
impulsar una evaluación que explique por qué no ha sido exitoso el referi-
do sistema con miras a su rediseño y reconstrucción.

En vía de consecuencia, el Congreso de la Unión debería considerar 
abrir a discusión democrática la posible reglamentación del artículo 21 
constitucional que, al ser reformado en el 2008, puso especial énfasis en 
que las instituciones de seguridad serían del orden civil.

Asimismo, sería preciso abrir a debate el propio paradigma prohibicio-
nista contra el narcotráfico, pues ha ido acompañado de una idea bélica y 
-por lo tanto- militarista. Diez años de lucha contra el crimen organizado 
dan cuenta de que esta guerra no se ha ganado, del mismo modo que la 
violencia no ha disminuido.

Para el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez el 
cambio en la política de seguridad es urgente; tras la década de pérdida, 
es de esperar que finalmente sea atendida esta urgencia, cada vez recono-
cida por más sectores.

Hay que decirlo claramente: una Ley de Seguridad Interior no es la 
legislación que México necesita para garantizar la seguridad y disminuir 
la violencia, pues su aprobación pondría en riesgo el respeto a los dere-
chos humanos.
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Esta amenaza se vuelve más grave dado que el marco jurídico nacio-
nal en materia de derechos humanos no ha sido fortalecido, pues  
apenas se aprobó la ley general para prevenir y sancionar la tortura, no 
así la de desaparición forzada ni tampoco una para regular adecuada-
mente el uso de la fuerza. Respecto de esta última, en el contexto mexi-
cano su contenido no debería relacionarse sólo con la incorporación de 
los principios a los que debería sujetarse tal uso, sino que también ten-
dría que incluir esquemas de supervisión externa especializada y meca-
nismos aptos para verificar de forma independiente el empleo de la 
fuerza, una vez que se ha hecho uso de ella cuando existan datos de un 
posible uso legítimo. Es decir, el momento en el que resultaba funcio-
nal la sola adopción de protocolos para incorporar principios ha queda-
do rebasado; hoy se necesitan también lineamientos claros para que las 
evaluaciones e investigaciones sobre casos de uso arbitrario de la fuer-
za se realicen con solvencia técnica e independencia, de modo que los 
casos de violaciones a derechos humanos no queden impunes y gene-
ren aprendizaje institucional.

Los organismos civiles, como el Centro Prodh, respetamos la valiente 
labor que día a día realizan los hombres y mujeres que integran las Fuer-
zas Armadas. En esa misma medida rechazamos tajantemente la vio-
lencia inhumana que desatan las organizaciones delictivas. Pero con la 
misma convicción estimamos que las consecuencias de legislar con pre-
mura esencialmente para dotar a las Fuerzas Armadas de la certeza jurí-
dica que sus mandos reclaman, sin atender otras preocupaciones y sin 
ponderar lo que ha significado su despliegue los últimos años, inevitable-
mente repercutirá de forma negativa en los derechos humanos.

Cuando el Constituyente de 1857 discutió el artículo 129, que hasta el 
presente regula las tareas de las Fuerzas Armadas en tiempos de paz, Pon-
ciano Arriaga reflexionó:

[…] será imposible, de todo punto imposible, que la autoridad política se 

moralice y recobre sus legítimos derechos si ha de estar teniendo frecuen-

tes ocasiones de entrar en comercio de condescendencias, debilidades y 

funestas consideraciones con el poder militar.

Visionario, Ponciano Arriaga coincidía con señalamientos como los 
que en la actualidad formulan la Comisión Interamericana o la onu: las 
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corporaciones civiles no mejorarán si en la vía de los hechos son forta-
lecidas las Fuerzas Armadas. Saludamos este debate y hacemos votos 
para que no sólo una voz sea atendida en el actual debate sobre la Ley de 
Seguridad Interior, de suerte que no por legislar a partir de la visión cas-
trense se pasen por alto las obligaciones de México en materia de dere-
chos humanos.
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a n e x o s
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Anexo 1: Recomendaciones internacionales a México en materia  
de seguridad y fortalecimiento de las instituciones civiles

Tanto el Sistema Universal como el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
han sido enfáticos en señalar las preocupaciones y riesgos para los derechos huma-
nos –y en general, para la vida en democracia– que conlleva el involucrar a las Fuer-
zas Armadas en tareas de seguridad. Por ello han recomendado a México en diversas 
ocasiones que las tareas de seguridad pública sean exclusivas de las policías (las cua-
les deben estar fortalecidas, reguladas de manera adecuada y contar con mecanis-
mos de control y transparencia, entre otras) y no de las Fuerzas Armadas, por lo que 
resulta esencial el retiro paulatino de éstas de las tareas de seguridad que actual-
mente realizan. A continuación presentamos las principales recomendaciones:

CIDH. Informe sobre la situación de derechos humanos en México
(después de su visita in loco en septiembre de 2015)

31 de diciembre de 2015
diagnóstico recomendación

Este contexto de lucha contra el narco-
tráfico y la consecuente militarización 
de zonas del país ha resultado en varias 
ocasiones en un incremento de la vio-
lencia y de las violaciones a los derechos 
humanos, así como en mayores niveles 
de impunidad. Es decir, la atribución a 
las fuerzas armadas de roles que corres-
ponderían a las fuerzas policiales civiles y  
el despliegue de operativos conjuntos 
entre las fuerzas armadas y las institucio-
nes de seguridad estatales y municipales 
en distintas partes del país, han dado 
lugar a mayores violaciones de derechos 
humanos. (Párrafo 88)

La cidh considera indispensable que el Go-
bierno federal presente un plan concreto y 
por escrito sobre el retiro gradual de estas 
tareas [de las fuerzas armadas en tareas 
de seguridad], que por su naturaleza co-
rresponderían a la policía. Párr. 89

Frente la situación de militarización 
que atraviesa México, la Comisión Inte-
ramericana manifiesta su preocupación 
ante la participación de las fuerzas ar-
madas en tareas profesionales que, por 
su naturaleza, corresponderían exclusi-
vamente a las fuerzas policiales. En rei-
teradas ocasiones, la Comisión y la Corte 
han señalado que, dado que las fuerzas 
armadas carecen del entrenamiento 
adecuado para el control de la seguridad 
ciudadana, corresponde a una fuerza po-
licial civil, eficiente y respetuosa de los 
derechos humanos combatir la insegu-
ridad, la delincuencia y la violencia en el 
ámbito interno. (Párrafo 91)
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CIDH. Informe anual 2015. Capitulo IV a) Uso de la fuerza
Diciembre de 2015

diagnóstico recomendación

México reporta que la perspectiva militar 
adoptada por el Ejecutivo para abordar 
los retos enfrentados en materia de se-
guridad se caracteriza por ser excepcio-
nal, complementaria, a solicitud de las 
autoridades civiles, “únicamente cuando 
sea necesario”210. En su informe sobre 
la Situación de Derechos Humanos en 
México del 2015, la Comisión aborda a 
profundidad la experiencia mexicana al 
optar por una mayor intervención mili-
tar en su “guerra contra el narcotráfico” 
y la violencia, la cual ha venido apareja-
da por graves violaciones a los derechos 
humanos producto del incremento en el 
uso excesivo de la fuerza211. CIDH advirtió 
no observar iniciativa alguna que sugiera 
el retiro gradual de la Fuerzas Armadas 
mexicanas de las tareas ordinarias de 
seguridad ciudadana, por lo que consi-
deró vital que el Gobierno federal diseñe 
planes concretos que contemple la devo-
lución de dicha función a las fuerzas de 
policía civil. (Párrafo 44)

La cidh enfatiza enérgicamente que la 
seguridad y el orden interno deberán ser 
“competencia exclusiva de cuerpos poli-
ciales civiles debidamente organizados y 
capacitados, y no así de fuerzas armadas 
militares”. (Párrafo 49)

210. Respuesta de México al cuestionario de consulta sobre el uso de la fuerza formulado por la cidh. Pág. 12.

211. cidh, Situación de derechos humanos en México, 31 de diciembre de 2015, párrafos 17-18, 20, 60-65. En 
este informe, la cidh refiere que, según la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena), hasta julio de 2015 se 
reportaban 3.227 detenidos, y además cita un estudio realizado por especialistas del Centro de Investigación y 
Docencia Económicas (cide) y del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma 
de México (unam) que muestra el índice de letalidad del ejército en 7.7 civiles muertos por cada herido en el 
2013, escalando a 11.6 en el primer trimestre del 2014.
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Recomendaciones a México del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, Sr. Zeid Ra’ad al Hussein,

resultado de su visita oficial al país en octubre de 2015
Declaración al término de su visita, 7 de octubre de 2015.

Recomendaciones finales: Marzo de 2016
diagnóstico recomendación

[…] Muchas desapariciones forzadas, 
actos de tortura y ejecuciones extrajudi-
ciales presuntamente han sido llevadas a 
cabo por autoridades federales, estatales 
y municipales, incluyendo la policía y al-
gunas partes del Ejército, ya sea actuan-
do por sus propios intereses o en colusión 
con grupos del crimen organizado […] Las 
problemáticas se han acrecentado tanto, 
que para cualquier gobierno sería una 
tarea abrumadora solucionarlas, pero el 
gobierno que lo logre – el que reforme 
radicalmente la policía, haga funcionar la 
justicia, aplaste el índice de criminalidad 
y encarcele a los criminales, el que regre-
se al Ejército a los cuarteles, proteja a las 
personas marginadas, trabaje duro para 
reducir la violencia contra las mujeres –
ése es el gobierno que la nación necesita 
y quiere.

Adoptar un cronograma para el retiro de 
las fuerzas militares de las funciones de 
seguridad pública y fortalecer de manera 
urgente la capacidad de la policía para 
llevar a cabo sus funciones de seguridad 
pública en línea con las obligaciones de 
derechos humanos, incluyendo el desa-
rrollo de un marco legal sobre el uso de 
la fuerza.212

Recomendaciones a México del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos: 

4. Seguridad pública en línea con los 
derechos humanos: Complementar los 
esfuerzos ya iniciados por el Gobierno 
para promover un enfoque de seguridad 
ciudadana en la seguridad pública con 
mayores medidas para asegurar que las 
políticas de seguridad pública y las ins-
tituciones que las ejecutan cumplan con 
los estándares internacionales de dere-
chos humanos y garantizar una efecti-
va rendición de cuentas por violaciones 
cometidas por miembros de las fuerzas 
armadas.

212. “Declaración del Alto Comisionado de la onu para los Derechos Humanos, Zeid Ra’ad Al Hussein, al tér-
mino de su visita a México”. Palabras pronunciadas por el Alto Comisionado en conferencia de prensa, en la 
Ciudad de México, el 7 octubre de 2015. Puede consultarse en: http://bit.ly/1Nqf6tF
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Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los 
defensores de los derechos humanos Michel Forst, 

Informe de cierre de misión.Visita a México.
24 de enero de 2017

diagnóstico recomendación

Estoy al tanto de los retos que conlle-
van la posición geográfica de México y 
la compleja dinámica de los carteles de 
drogas y crimen organizado en el país. 
Sin embargo, el uso de las fuerzas ar-
madas en las funciones de seguridad 
pública y la falta de un programa para 
el regreso a un enfoque de seguridad 
completamente civil levanta varias pre-
ocupaciones en términos de gobernanza 
democrática. Sin tampoco haber puesto 
fin a la violencia. […]

Los defensores de derechos humanos 
que luchan contra la impunidad tam-
bién han enfrentado retos en el acceso 
a la información pública en poder de las 
fuerzas armadas.

*Pendiente la presentación de su Infor-
me y recomendaciones ante el Consejo 
de Derechos Humanos.
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Informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias 
o arbitrarias, Christof Heyns, visita a México. A/HRC/26/36/Add.1

28 de abril de 2014
diagnóstico recomendación

El Relator Especial observa además que 
es bien sabido que, en cualquier país, a los 
soldados que realizan labores policiales 
les cuesta mucho renunciar al paradig-
ma militar. […] El Relator Especial advierte 
que la aplicación de un enfoque militar al 
mantenimiento de la seguridad pública 
puede crear una situación en que la pobla-
ción civil se vea expuesta a toda una serie 
de atropellos. Además, no hay suficiente 
rendición de cuentas por esos actos en el 
sistema de justicia militar, el cual carece de 
independencia y transparencia y ha sido 
sistemáticamente incapaz de enjuiciar de 
manera efectiva a los soldados acusados 
de haber cometido abusos graves. Estos 
problemas son particularmente acucian-
tes en México y deben ser objeto de medi-
das inmediatas. (Párrafo 21)

Para alejarse del paradigma militar es im-
portante centrarse en el fomento de la ca-
pacidad de las autoridades civiles –como 
los jueces, los fiscales, la policía judicial y 
demás funcionarios del poder judicial– 
para prevenir, investigar y enjuiciar los 
delitos. (Párr. 25)

Será de primordial importancia para 
México y sus vecinos –de hecho, para la 
causa de la protección del derecho a la vida 
en todo el mundo– que México realice un 
esfuerzo concertado para apartarse de los 
sistemas de justicia militar y recurrir en su 
lugar a la justicia civil. (Párrafo 90).

Deberían adoptarse todas las medidas 
necesarias, con efecto inmediato, para 
que la defensa de la seguridad pública 
esté en manos de civiles y no de las fuer-
zas de seguridad militares. (Párrafo 103)

Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos
o penas crueles, inhumanos o degradantes, Juan E. Méndez. 

Misión México, A/HRC/28/68/Add.3
29 diciembre 2014

diagnóstico recomendación

La militarización de la seguridad públi-
ca se mantiene como estrategia, ya que 
más de 32.000 militares aún cumplen 
tareas propias de corporaciones civiles. 
También se incorporaron militares reti-
rados o en licencia a corporaciones civi-
les de seguridad y se creó una Gendar-
mería con entrenamiento militar, lo que 
compromete los principios que deben 
regir la fuerza pública y las garantías de 
los detenidos. (Párrafo 22)

Retirar definitivamente a las fuerzas 
militares de labores relacionadas con 
la seguridad pública y restringir su par-
ticipación a operaciones de apoyo con 
supervisión de órganos judiciales civiles. 
(Párrafo 83)
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Comisión de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial
sobre la situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen

Adición Misión a México E/CN.4/2004/80/Add.2.
23 de diciembre de 2013

diagnóstico recomendación

Numerosas organizaciones de derechos 
humanos señalaron al Relator Especial 
que los militares en ocasiones participan 
en tareas de orden civil en materia de se-
guridad pública e investigación judicial, 
al margen de su mandato constitucio-
nal, lo que se concreta en acciones tales 
como numerosos retenes y revisiones en 
carreteras y caminos, detenciones y reten-
ciones arbitrarias, revisión corporal y de 
pertenencias, incursión a comunidades y 
cateo de propiedades, interrogatorios in-
timidatorios, amenazas de muerte, ejecu-
ciones extrajudiciales o sumarias, acoso 
y abuso sexual a mujeres indígenas, por 
mencionar sólo algunas de las denuncias. 
(Párrafo 45)

Cuando así lo demanden las comuni-
dades indígenas, el ejército deberá ser 
replegado de las inmediaciones de las 
comunidades indígenas y su presencia y 
actividades en zonas indígenas deberán 
ser estrictamente compatibles con sus 
deberes constitucionales. (Párrafo 99)
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Consejo de Derechos Humanos. Informe del Grupo de Trabajo
sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias 

Adición Misión a México. A/HRC/19/58/Add.2.
20 de diciembre de 2011

diagnóstico recomendación

En diciembre de 2006, el Gobierno fede-
ral decidió desplegar a las Fuerzas Arma-
das para realizar labores de seguridad 
pública. De acuerdo con la información 
recibida, las Fuerzas Armadas no se limi-
tan a actuar como auxiliares de las au-
toridades civiles y a aceptar sus órdenes 
(como lo establecen la Constitución y los 
criterios de la cidh), sino que realizan ta-
reas que corresponden exclusivamente a 
las autoridades civiles. Estas operaciones 
consisten en el despliegue de miles de 
militares en zonas urbanas o en puntos 
estratégicos como carreteras y puestos 
de control y el registro de casas, indivi-
duos y automóviles, en muchas ocasio-
nes sin contar con una orden judicial dic-
tada por una autoridad civil competente 
[…] (Párrafo 23)

La lógica y entrenamiento del ejército 
y la policía son diferentes y por lo tanto 
los operativos militares desplegados 
en el contexto de la seguridad pública 
deben ser estrictamente restringidos y 
adecuadamente supervisados por auto-
ridades civiles. No es de extrañar que el 
número de quejas recibidas por la cndh 
relacionadas con la Sedena. (Párrafo 25)

El Grupo de Trabajo recomienda conside-
rar en el corto plazo el retiro de las fuer-
zas militares de las operaciones de segu-
ridad pública y de la aplicación de la ley 
penal como una medida para prevenir 
las desapariciones forzadas. (Párrafo 90)



158 anexos

Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial
sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión 

y de expresión, Frank La Rue Adición Misión a México. A/HRC/17/27/Add.3.
19 de mayo de 2011

diagnóstico recomendación

[…] esta Relatoría lamenta la informa-
ción recibida sobre hostigamientos y 
agresiones cometidas contra periodistas 
que cubren temas de seguridad pública, 
atribuidas a miembros de las fuerzas 
del orden, tanto de las fuerzas armadas 
como de las policías. (Párrafo 28)

[…] tanto las fuerzas armadas como los 
cuerpos policiales deben colaborar am-
pliamente con las investigaciones de los 
organismos públicos de derechos huma-
nos y de los órganos de control interno 
a efecto de que se deslinden las respon-
sabilidades de las y los funcionarios que 
deshonran a las instituciones que han 
sido concebidas para garantizar la segu-
ridad de las personas. (Párrafo 30)

Corte Interamericana de derechos humanos Caso cabrera García y Montiel 
Flores vs. México, Sentencia de 26 de noviembre de 2010 
(Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas)213

26 de noviembre de 2010
diagnóstico

La Corte considera que, en algunos contextos y circunstancias, la alta presencia militar 
acompañada de intervención de las Fuerzas Armadas en actividades de seguridad pública, 
puede implicar la introducción de un riesgo para los derechos humanos […]. (Párrafo 86)

Tal como ha señalado este Tribunal, los Estados deben limitar al máximo el uso de las 
Fuerzas Armadas para el control de la criminalidad común o violencia interna, puesto que el 
entrenamiento que reciben está dirigido a derrotar un objetivo legítimo, y no a la protección 
y control de civiles, entrenamiento que es propio de los entes policiales. El deslinde de las 
funciones militares y de policía debe guiar el estricto cumplimiento del deber de prevención 
y protección de los derechos en riesgo a cargo de las autoridades internas. (Párrafo 88)

213. En referencia a la presencia de elementos del Ejército como elementos a considerar en el contexto en el 
que ocurrieron las violaciones a derechos humanos de casos en que sentenció al Estado mexicano, la Corte 
idh señaló lo siguiente: “Entre las formas de violencia que afectan a las mujeres en el estado de Guerrero se 
encuentra la ‘violencia institucional castrense’. La presencia del Ejército cumpliendo labores policiales en el 
estado de Guerrero ha sido un tema controvertido en relación con los derechos y libertades individuales y 
comunitarias, y ha colocado a la población en una situación de gran vulnerabilidad, afectando a las mujeres 
de una manera particular.” Cfr. Corte idh. Caso Rosendo Cantú y otra vs México, sentencia de 31 de agosto de 
2010. Párr. 71. Puede consultarse en: http://bit.ly/1cJdDuB. Corte idh. Caso Fernández Ortega y otros vs México, 
sentencia de 30 de agosto de 2010. Párr. 79 Puede consultarse en: http://bit.ly/1IVMRv4
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Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial sobre 
los derechos humanos de los migrantes, Sr. Jorge Bustamante.

Adición Misión a México. A/HRC/11/7/Add.2
24 de marzo de 2009

recomendación

El Relator Especial observa la participación de las fuerzas armadas y el personal de segu-
ridad privada en la gestión de los migrantes, práctica que no les está permitida en virtud 
del derecho internacional ni la legislación federal. Recomienda que México y, más concre-
tamente, el Instituto Nacional de Migración adopten las medidas necesarias para que las 
autoridades competentes lleven a cabo exclusivamente el control de la migración y el ase-
guramiento de los migrantes y que se denuncie rápidamente cualquier violación en ese 
sentido. (Párrafo 90)

Alta Comisionada de la ONU para los Derechos Humanos, 
la Señora Louise Arbour, al término de su visita a México.

8 de febrero de 2008
diagnóstico recomendación

Durante mi visita he visto y escuchado que 
la situación de los derechos humanos en el 
ámbito nacional plantea persistentes pre-
ocupaciones en varias áreas. Entre los prin-
cipales temas que me presentaron estuvo 
el uso de los militares que toman parte en 
actividades destinadas a hacer cumplir la ley. 
Quiero enfatizar que la primera obligación 
del Estado es proteger y defender la vida y la 
seguridad física. En una situación de serios 
desafíos a la autoridad del Estado de parte de 
organizaciones fuertemente armadas y de  
severas deficiencias en las instituciones en-
cargadas de hacer cumplir la ley, incluyendo 
una corrupción extendida, reconozco el dile-
ma al que se enfrentan las autoridades en 
el cumplimiento de su responsabilidad por 
proteger. Sin embargo, utilizar a los militares 
continúa siendo problemático, pues es fun-
damentalmente inapropiado –en cuanto a 
la capacitación, la filosofía, el equipamiento 
y las perspectivas en el desarrollo de funcio-
nes civiles para hacer cumplir la ley.

La atención debe centrarse en dedicar 
urgentemente los recursos necesarios 
para fortalecer las instituciones civi-
les para que trabajen con integridad 
y profesionalismo. Mientras tanto, los 
tribunales civiles deben tener jurisdic-
ción sobre los actos del personal mili-
tar que desarrolla funciones para hacer 
cumplir la ley, y deben estar disponibles 
recursos efectivos ante las violaciones 
de derechos humanos perpetradas por 
personal militar.
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Comisión de Derechos Humanos. Informe del Grupo de Trabajo sobre la 
Detención Arbitraria acerca de su visita a México. E/CN.4/2003/8/Add.3

17 de diciembre de 2002
recomendación

El Grupo de Trabajo cree conveniente insistir en la necesidad de que se observe una es-
tricta separación entre tareas militares y tareas policiales en funciones de orden público.

Comisión de Derechos Humanos. Informe presentado por la 
Relatora Especial sobre Trabajadores Migrantes, Sra. Gabriela Rodríguez 

Pizarro. Adición Visita a México. UN Doc. E/CN.4/2003/85/Add.2.
30 de octubre de 2002

diagnóstico recomendación

[…] a la Relatora Especial le preocupa que 
el aumento de controles y de presencia 
de fuerzas armadas puedan tener impac-
tos negativos tanto para los migrantes 
internacionales como para los propios 
mexicanos que se dirigen al norte del 
país. (Párrafo 39)

La Relatora Especial también anima el 
Gobierno mexicano a capacitar a los ele-
mentos de la pfp involucrados en la labor 
de apoyo al inm en materia de gestión 
migratoria y derechos humanos y a limi-
tar la intervención de otras fuerzas ar-
madas o de seguridad pública en activi-
dades de control migratorio. (Párrafo 51)
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Informe del Relator Especial sobre la independencia de los magistrados y 
abogados, Sr. Dato’Param Coomaraswamy, E/CN.4/2002/72/Add.1

24 de enero de 2001
diagnóstico recomendación

Se expresó preocupación por la impu-
nidad de las violaciones de los derechos 
humanos y por los delitos cometidos por 
militares. Se informó al Relator Especial 
de que, en términos generales, son los 
militares y no el ministerio público quien 
investiga los casos. Muchos consideran 
que los tribunales militares no son inde-
pendientes ni imparciales. Hay quienes 
piensan que dejar el enjuiciamiento de 
los delitos comunes cometidos por mi-
litares en manos de ellos mismos reper-
cutirá negativamente en el derecho a la 
justicia. Párr. 117.

En este sentido, el Relator Especial 
tuvo conocimiento de que, de ordinario, 
las autoridades civiles solicitan la ayu-
da de los militares, lo que ha provoca-
do un incremento de las denuncias de 
violación de los derechos humanos. Se 
señala ron a la atención del Relator Espe-
cial las bases de operaciones mixtas, de 
las que forman parte militares, agentes 
de la seguridad pública del Estado, de la 
policía federal y local y de la policía de 
migración. (Párrafo 118)

Las autoridades civiles deben investigar 
los delitos supuestamente cometidos 
por militares contra la población civil, 
para disipar las sospechas de parcialidad. 
Es menester modificar la legislación vi-
gente a fin de permitir que la judicatura 
civil pueda juzgar a miembros del ejérci-
to acusados de haber cometido delitos 
específicos de carácter grave contra civi-
les, estando fuera de servicio. Es preciso 
estudiar con la máxima celeridad la posi-
bilidad de apartar a los militares de la vi-
gilancia del orden público en la sociedad. 
(Párrafo 192)
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Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 
Informe de la Relatora, Sra. Asma Jahangir, relativo a las ejecuciones

extrajudiciales, sumarias o arbitraria. Adición Visita a México.
E/CN.4/2000/3/Add.3

25 de noviembre de 1999
diagnóstico recomendación

Las autoridades mexicanas competen-
tes son reacias a hacer responsables de 
sus actos a los militares por ejecuciones 
extrajudiciales y otras transgresiones de 
los derechos humanos […]. Los tribunales 
ordinarios no pueden juzgar a los milita-
res por violaciones de los derechos hu-
manos, aunque las víctimas sean civiles. 
(Párrafo 102)

La Relatora Especial recomienda al Go-
bierno de México que: b) Logre la desmi-
litarización de la sociedad y evite delegar 
en las fuerzas armadas el mantenimien-
to del orden público o la lucha contra el 
delito. (Párrafo 107)

CIDH. Informe sobre la situación de los Derechos Humanos en México
(presentado después de su visita in loco en 1998)

1998
diagnóstico recomendación

Durante la visita in loco a México, la Co-
misión recibió diversas denuncias en las 
cuales se señalan a las fuerzas armadas 
como responsables de detenciones ar-
bitrarias, de realizar interrogatorios a 
los presuntos delincuentes y cateos sin 
orden judicial. En este sentido, se debe 
señalar que el artículo 21 constitucional 
establece que incumbe exclusivamente 
al Ministerio Público y a la Policía Judi-
cial la persecución de los delitos. (Párrafo 
505)

Actualmente la militarización se ex-
tiende a varios Estados, justificándose 
con argumentos de combate al tráfico 
de drogas y la delincuencia. Sin embar-
go, esa presencia ha traído consigo el au-
mento de denuncias de violaciones a los 
derechos de la población civil, inclusive 
su derecho a la vida. (Párrafo 682)

Que revise el contenido de la Ley del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, con 
el fin de mantener a las Fuerzas Armadas 
en el rol propio para el cual fueron crea-
das, de acuerdo a lo establecido por la 
legislación internacional en la materia, 
en especial por el artículo 27 de la Con-
vención Americana. (Párrafo 738)
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Comisión de Derechos Humanos. Informe del Relator Especial sobre cuestión 
de los derechos humanos de todas las personas sometidas a cualquier  
forma de detención o prisión, y en particular la tortura y otros tratos  

o penas crueles, inhumanos o degradantes, Sr. Nigel S. Rodley,  
Adición Visita del Relator Especial a México. E/CN.4/1998/38/Add.2

14 de enero de 1998
diagnóstico recomendación

[De acuerdo a información recibida por 
fuentes no gubernamentales] las fuer-
zas armadas intervienen en la investi-
gación y persecución de delitos como 
el terrorismo contrabando, tráfico ilegal 
de personas, armas y estupefacientes, a 
pesar de que el artículo 21 de la Consti-
tución dispone que la investigación y 
persecución de los delitos incumbe al 
Ministerio Público.

Se informó que para justificar este pa-
pel de las fuerzas armadas se argumenta 
que las mismas actúan como coadyu-
vantes de la autoridad civil, aunque en 
los hechos no están sujetas a ese mando. 
Por su cuenta practican diligencias enco-
mendadas al Ministerio Público: detie-
nen e interrogan a presuntos delincuen-
tes, realizan cateos sin orden judicial y 
establecen retenes en carreteras y otras 
vías de comunicación con el pretexto de 
buscar drogas o armas. Ello en contra 
de lo establecido en el artículo 129 de la 
Constitución […]. (Párrafos 8 y 9)

La tortura se inflige sobre todo para ob-
tener confesiones o información. En oca-
siones, acompaña a detenciones practica-
das con brutalidad. Sus autores pueden 
ser agentes de la policía federal o estatal, 
de la policía preventiva o judicial y perso-
nal militar, cuando éste interviene en acti-
vidades de aplicación de la ley. (Párrafo 79)

Los delitos graves perpetrados por per-
sonal militar contra civiles, en particular 
la tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, deben ser co-
nocidos por la justicia civil, con indepen-
dencia de que hayan ocurrido en acto de 
servicio. (Párrafo 88)
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Anexo 2: Recomendaciones de la CNDH a las Fuerzas Armadas durante 
la primera década de la guerra contra el narcotráfico

Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

1 Sedena 77/2009 Baja California Tortura Retención ilegal

2 Sedena 87/2011 Baja California Tortura

Detención arbitraria, 
retención ilegal, incomuni-

cación y atentados contra la 
libertad sexual

3 Sedena 52/2012 Baja California Tortura
Detención arbitraria, 

retención ilegal y atentados 
contra la libertad sexual.

4 Sedena 72/2012 Baja California Tortura

La inviolabilidad del 
domicilio, uso arbitrario de 
la fuerza pública, detención 

arbitraria y tratos crueles 
e inhumanos, así como la 
violación al derecho a la 

protección a la salud

5 Sedena 02/2013 Baja California Tortura
Cateo ilegal, privación ilegal 
de la libertad, tratos crueles, 
inhumanos y degradantes.

6 Sedena 33/2015 Baja California Tortura

Inviolabilidad del domicilio, 
detención arbitraria, reten-
ción ilegal, así como acceso 

a la justicia

7 Sedena 22/2011 Chiapas Ejecución 
extrajudicial

8 Sedena 62/2012 Chiapas Tortura

Entrar a un domicilio sin 
orden judicial, sustracción 
de bienes muebles del do-

micilio, detención arbitraria, 
retención ilegal

9 Sedena 28/2009 Chihuahua Tortura

Introducirse a un domicilio 
sin autorización judicial, 
detención arbitraria, uso 

excesivo de la fuerza durante 
la detención, retención ilegal.

10 Sedena 33/2009 Chihuahua Tortura Detención arbitraria, reten-
ción ilegal

11 Sedena 34/2009 Chihuahua Tortura Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación

12 Sedena 44/2009 Chihuahua Desaparición 
forzada

Entrar a un domicilio sin 
orden judicial, detención 

arbitraria, retención ilegal, 
privación ilegal de la libertad
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

13 Sedena 53/2009 Chihuahua Tortura Retención ilegal

14 Sedena 54/2009 Chihuahua Tortura Detención arbitraria,
retención ilegal

14 Sedena 55/2009 Chihuahua Tortura Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación

16 Sedena 59/2009 Chihuahua Tortura Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación

17 Sedena 61/2009 Chihuahua Tortura

Detención arbitraria y 
retención ilegal, así como 

violación a la privacidad del 
domicilio

18 Sedena 70/2009 Chihuahua Tortura

Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación 
y tortura, incluida violación 

sexual

19 Sedena 73/2009 Chihuahua Tortura

Introducirse en un domicilio 
sin orden de autoridad 

competente, detención arbi-
traria, retención ilegal

20 Sedena 11/2010 Chiapas Tortura

Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación, 
tratos crueles e inhumanos, 

tortura y dilación en la 
presentación

21 Sedena 22/2010 Chihuahua Tortura Retención injustificada

22 Sedena 50/2010 Chihuahua Tortura Retención injustificada

23 Sedena 52/2010 Chihuahua Tortura Detención arbitraria 
y retención ilegal

24 Sedena 52/2010 Chihuahua Tortura

Violación del domicilio, 
deterioro de la propiedad o 
posesión y uso arbitrario de 

la fuerza pública. 
**V5 niña de tres años, V6 
niña de dos años, V7 varón 

de tres años, V8 niña de 
siete años y V9 niña de 

ocho meses

25 Sedena 43/2011 Chihuahua Desaparición 
forzada Detención arbitraria

26 Sedena 49/2011 Chihuahua Tortura Detención arbitraria 
y retención ilegal

27 Sedena 66/2011 Chihuahua Ejecución 
extrajudicial

Tratos crueles y detención 
arbitraria
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

28 Sedena 88/2011 Chihuahua Tortura

Incumplir con alguna de las 
formalidades para la emi-
sión de la orden de cateo o 

durante la ejecución de éste, 
detención arbitraria, reten-

ción ilegal, incomunicación y 
atentados contra la libertad 

sexual [violación sexual]

29 Sedena 91/2011 Chihuahua Tortura Denegación de justicia

30 Sedena 18/2012 Chihuahua Ejecución 
extrajudicial

Inhumación clandestina 
por ocultar y sepultar un 
cadáver indebidamente

31 Sedena 37/2007 Coahuila Tortura Violación sexual

32 Sedena 60/2008 Coahuila Tortura Detención arbitraria 
y retención ilegal

33 Sedena 67/2008 Coahuila Tortura Detención arbitraria 
y retención ilegal

34 Semar 71/2011 Coahuila Tortura

Legalidad y seguridad jurí-
dica, a la libertad, al acceso 

a la justicia y a la integridad 
personal y seguridad 

personales

35 Sedena 07/2012 Coahuila Ejecución 
extrajudicial

Omitir brindar información 
sobre el desarrollo del 

procedimiento al negar la 
detención de V1 y omitir 

informarle sobre su suerte 
y paradero, y finalmente los 

derechos a la familia y al 
sano desarrollo

36 Sedena 16/2012 Coahuila Ejecución 
extrajudicial

Tratos crueles, incumplir con 
alguna de las formalidades 
para la emisión de la orden 
de cateo o durante la ejecu-
ción de éste, entrando a un 
domicilio sin orden judicial

37 Semar 10/2016 Coahuila Tortura
Vida, a la integridad y segu-
ridad personal y a la legali-

dad y seguridad jurídica

38 Semar 63/2011 Colima Tortura
Vida, a la integridad y segu-
ridad personal y a la legali-

dad y seguridad jurídica

39 Semar 69/2012 Colima Tortura

Legalidad y seguridad jurídi-
ca, libertad, integridad y segu-
ridad personal, a la protección 

a la salud y trato digno
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

40 Semar 73/2012 Colima Tortura sexual

Legalidad y seguridad 
jurídica, libertad, integridad 

y seguridad personal, a la 
protección a la salud, al trato 
digno y a la libertad sexual

41 Semar 37/2013 Colima Tortura

Legalidad y seguridad 
jurídica, libertad, integridad 

y seguridad personal, y al 
trato digno

42 Semar oct-12 Distrito Federal Tortura
Legalidad y seguridad jurí-

dica, integridad y seguridad 
personal y trato digno

43 Sedena 13/2009 Durango Tortura Detención arbitraria, 
retención ilegal

44 Sedena 31/2009 Durango Tortura

45 Sedena 49/2010 Durango Tortura Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación

46 Sedena 28/2011 Durango Ejecución 
extrajudicial

47 Sedena 53/2012 Durango Tortura Inviolabilidad del domicilio

48 Sedena 51/2014 Edo. de México
Ejecución 

extrajudicial 
y tortura

Libertad sexual
**Alteración de la escena de 

los hechos

49 Sedena 19/2010 Guerrero Tortura

Retención ilegal, diferir la 
presentación del detenido 

ante la autoridad competen-
te, tortura e incomunicación

50 Sedena 8/2011 Guerrero Ejecución 
extrajudicial

Uso arbitrario de 
la fuerza pública

51 Sedena 38/2011 Guerrero Ejecución 
extrajudicial Tratos crueles

52 Sedena 67/2011 Guerrero Ejecución 
extrajudicial

Uso arbitrario de la fuerza 
pública, así como ejercicio in-
debido de la función pública. 
**Existió duda razonable de 

que se alteró la escena 
del crimen

53 Sedena 74/2012 Guerrero
Ejecución 

extrajudicial 
y tortura

Incumplir con alguna de las 
formalidades para la emi-
sión de la orden de cateo o 

durante la ejecución de éste

54 Semar 68/2012 Guerrero Tortura sexual

Libertad personal, a la inte-
gridad y seguridad personal, 
al trato digno, a la legalidad 

y a la seguridad jurídica
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

55 Sedena 42/2016 Guerrero Ejecución 
extrajudicial

Violación a los derechos a la 
inviolabilidad del domicilio y 
libertad personal por cateo 
ilegal y detención arbitraria

56 Sedena 34/2012 Jalisco Desaparición 
forzada

Detención arbitraria, 
derecho a la legalidad y a la 
inviolabilidad del domicilio, 
intimidación y amenazas, y 
los tratos crueles o inhuma-

nos contra todos ellos

57 Semar 03/2015 Matamoros Tortura Integridad, seguridad 
personal y al trato digno

58 Sedena 38/2007 Michoacán Tortura Violación sexual

59 Sedena 39/2007 Michoacán Tortura Detención arbitraria, 
allanamiento

60 Sedena 30/2008 Michoacán Tortura Atentados a la propiedad 
y detención arbitraria

61 Sedena 32/2008 Michoacán Tortura Detención arbitraria

62 Sedena 33/2008 Michoacán Tortura Atentados a la propiedad, 
detención arbitraria

63 Sedena 34/2008 Michoacán Ejecución 
extrajudicial

Uso excesivo de la fuerza 
pública y de las armas de 

fuego, Irregular integración 
de la averiguación previa

64 Sedena 18/2009 Michoacán Tortura Detención arbitraria, 
retención ilegal

65 Sedena 37/2009 Michoacán Tortura

Detención arbitraria, 
introducirse en un domicilio 

sin autorización judicial, 
retención ilegal

66 Sedena 38/2009 Michoacán Tortura Retención ilegal

67 Sedena 42/2010 Michoacán Tortura Retención ilegal

68 Sedena 75/2010 Michoacán Tortura

Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, uso arbitrario de 
la fuerza pública, incumpli-
miento de las formalidades 
durante la ejecución de un 
cateo o visita domiciliaria

69 Sedena 80/2010 Michoacán Ejecución 
extrajudicial **Niña de 12 años

70 Sedena 40/2011 Michoacán

Desaparición 
forzada, tortura 

y ejecución 
extrajudicial

Injerencia arbitraria al 
domicilio, uso arbitrario de 
la fuerza pública y tratos 

crueles, inhumanos 
o degradantes
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

71 Sedena 45/2012 Michoacán Tortura
Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación 

y cateo ilegal

72 Sedena 65/2016 Michoacán Ejecición 
extrajudicial

Derecho a la integridad 
personal y a la legalidad

73 Semar 72/2010 Morelos Ejecición 
extrajudicial

Vida, a la integridad y segu-
ridad personal, y a la legali-

dad y seguridad jurídica
** Uso arbitrario de la fuerza 
pública y privación de la vida

74 Semar 83/2010 Morelos Ejecición 
extrajudicial

Legalidad y la seguridad 
jurídica, a la integridad y 

seguridad personal, al trato 
digno, a la información, al 

acceso a la justicia  
y al honor

75 Sedena 38/2012 Morelos
Ejecición 

extrajudicial 
y tortura

76 Semar 33/2011 Nayarit Ejecición 
extrajudicial

Vida, a la integridad y segu-
ridad personal, y a la legali-

dad y seguridad jurídica

77 Sedena 45/2010 Nuevo León Ejecición 
extrajudicial

Uso arbitrario de la fuerza 
pública, tratos crueles e 

inhumanos, alteración de 
la escena de los hechos e 
imputaciones indebidas.

** Alteración de la escena de 
los hechos

78 Sedena 10/2011 Nuevo León Ejecición 
extrajudicial

Uso arbitrario de la fuerza 
pública y ejercicio indebido 

de la función pública

79 Sedena 19/2011 Nuevo León Ejecición 
extrajudicial

Uso arbitrario de la fuerza 
pública y ejercicio indebido 

de la función pública

80 Sedena 42/2011 Nuevo León Ejecición 
extrajudicial

Seguridad jurídica, a la 
integridad y seguridad 

personal, al trato digno, a la 
información, al acceso a la 

justicia y al honor por actos 
consistentes en privación 

de la vida y uso arbitrario de 
la fuerza pública, así como 

ejercicio indebido de la 
función pública.

** Alteración de la escena 
de los hechos
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

81 Sedena 05/2012 Nuevo León Ejecición 
extrajudicial

Uso arbitrario de la fuerza 
pública, alteración de la es-

cena de los hechos, indebida 
preservación de indicios 

delictivos e indebida impu-
tación de hechos

82 Sedena 67/2012 Nuevo León Tortura Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación

83 Semar 50/2012 Nuevo León Tortura
Legalidad y seguridad 

–jurídica e integridad y 
seguridad personal

84 Sedena 57/2013 Nuevo León Ejecición 
extrajudicial

85 Semar 11/2016 Nuevo León

Desaparición 
forzada y 
ejecución 

extrajudicial

Libertad personal, a la segu-
ridad personal, a la legalidad 

por la detención arbitraria, 
a la integridad y seguridad 

personal

86 Sedena 48/2009 Oaxaca Tortura Detención arbitraria,
retención ilegal

87 Sedena 75/2009 Oaxaca Ejecición 
extrajudicial

88 Semar 41/2013 Oaxaca Tortura

Libertad, a la integridad y 
seguridad personal, al trato 
digno, a la legalidad y a la 

seguridad jurídica

89 Sedena 37/2016 San Luis Potosí Tortura Inviolabilidad del domicilio

90 Semar 43/2016 San Luis Potosí Tortura

Libertad y seguridad 
personal, a la inviolabilidad 

del domicilio, integridad 
personal, así como al acceso 

a la justicia

91 Sedena 40/2007 Sinaloa Ejecición 
extrajudicial

Uso excesivo de la fuerza 
pública y de las armas de 

fuego, detención arbitraria
** Alteración de la escena de 

ejecución

92 Sedena 36/2008 Sinaloa Ejecición 
extrajudicial

Uso excesivo de la fuerza 
pública y de las armas 

de fuego

93 Sedena 77/2010 Sinaloa Tortura
Trato cruel y/o degradante 
y retención ilegal. Violación 

sexual

94 Semar 34/2010 Sinaloa Ejecición 
extrajudicial

A la vida, y a la legalidad y 
seguridad jurídica
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

95 Sedena 29/2008 Sonora Tortura Detención arbitraria

96 Sedena 31/2008 Sonora
Tortura y 
ejecución 

extrajudicial

Legalidad y seguridad 
jurídica

97 Sedena 66/2009 Sonora Tortura Cateo ilegal, detención arbi-
traria, retención ilegal

98 Sedena 57/2010 Sonora Tortura A la libertad

99 Sedena 79/2010 Tabasco
Tortura y 
ejecución 

extrajudicial

Detención arbitraria, 
retención ilegal, uso arbi-
trario de la fuerza pública, 

trato cruel, inhumano y 
degradante

100 Semar 61/2010 Tabasco Ejecución 
extrajudicial

Vida, a la integridad y segu-
ridad personal, y a la legali-

dad y seguridad jurídica.
** Privación de la vida, 

uso arbitrario de la fuerza 
pública, alteración de la 

escena de los hechos y ejer-
cicio indebido de la función 

pública

101 Sedena 14/2011 Tabasco Tortura
Detención arbitraria, reten-
ción ilegal, incomunicación 

y trato cruel

102 Sedena 41/2011 Tabasco Tortura

Detención y retención arbi-
trarias, omisión de informar 

a los detenidos y/o a sus 
familiares sobre el motivo 

o causa eficiente de su 
situación o de su estado de 
salud, y la obstaculización 

de la posibilidad de que 
los agraviados y su familia 

tuvieran comunicación

103 Sedena 59/2011 Tabasco Ejecución 
extrajudicial

Empleo arbitrario de la 
fuerza pública, alteración 

de la escena de los hechos, 
indebida preservación de in-
dicios delictivos e indebida 

imputación de hechos
** Alteración de la escena de 

los hechos

104 Sedena 86/2011 Tabasco Tortura Retención ilegal, 
incomunicación

105 Sedena 35/2008 Tamaulipas Ejecución 
extrajudicial

Uso excesivo de la fuerza 
pública y de las armas 

de fuego
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

106 Sedena 71/2009 Tamaulipas Tortura

Introducirse a un domicilio 
sin autorización judicial, de-
tención arbitraria, retención 

ilegal, incomunicación

107 Sedena 36/2010 Tamaulipas Ejecución 
extrajudicial

Tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, omisión 
de auxilio, alteración de 
la escena de los hechos, 

incumplimiento de alguna 
de las formalidades para 
la emisión de la orden de 

cateo y ejercicio indebido de 
la función pública.

** Alteración de la escena de 
los hechos

108 Semar 86/2010 Tamaulipas Tortura
Vida, a la integridad y segu-
ridad personal, y a la legali-

dad y seguridad jurídica

109 Sedena 29/2012 Tamaulipas
Tortura y 
ejecución 

extrajudicial

Incumplir con alguna de 
las formalidades para la 

emisión de orden de cateo 
o durante la ejecución de 
éste, entrar a un domicilio 
sin autorización judicial, 

detención arbitraria

110 Semar 39/2012 Tamaulipas Desaparición 
forzada

Libertad personal, a la inte-
gridad y seguridad personal, 
al trato digno, a la legalidad 

y a la seguridad jurídica

111 Sedena 34/2007 Veracruz Ejecución 
extrajudicial Violación sexual

112 Sedena 52/2011 Veracruz Tortura

113 Sedena 55/2011 Veracruz Ejecución 
extrajudicial [Se aprecia retención ilegal]

114 Semar 15/2012 Veracruz Tortura

Integridad y seguridad 
personal, al trato digno, 
así como a la legalidad y 

seguridad jurídica

115 Semar 16/2013 Veracruz Tortura

Seguridad jurídica, a la invio-
labilidad del domicilio, a la 

legalidad, a la libertad perso-
nal, así como a la integridad 
y seguridad personales, a la 

verdad y al trato digno

116 Semar 52/2013 Veracruz Tortura sexual
Legalidad, seguridad jurídi-
ca, integridad y seguridad 

personal y libertad
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Recomendaciones de CNDH a Sedena y Semar de 2007 a 2016
por violaciones graves agrupadas por estado

# fuerza recomendación estado violaciones 
graves

otras violaciones 
y observaciones

117 Semar 53/2013 Veracruz Tortura

Libertad, a la integridad y 
seguridad personal, al trato 
digno, a la legalidad y a la 

seguridad jurídica

118 Semar 68/2013 Veracruz Tortura sexual

Inviolabilidad del domicilio, 
legalidad y seguridad 

jurídica, libertad, integridad 
y seguridad personal y al 

trato digno

119 Semar 31/2014 Veracruz Tortura
Seguridad jurídica, legali-
dad, libertad, integridad y 

seguridad personal

120 Semar 1/2016 Veracruz Tortura sexual

Libertad personal, por 
detención arbitraria y 

retención ilegal, violación al 
derecho a la inviolabilidad 

del domicilio

121 Semar 20/2016 Veracruz Tortura

Libertad personal, inviolabi-
lidad del domicilio, integri-
dad y seguridad personal  

y jurídica

122 Semar 30/2016 Veracruz Tortura Seguridad jurídica, legalidad 
y privacidad

123 Semar 62/2016 Veracruz Tortura
Vida, a la integridad y segu-
ridad personal, y a la legali-

dad y seguridad jurídica
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A una década de la “Guerra contra el narcotráfico” 
–iniciada durante el gobierno de Felipe Calderón, 

continuada en el de Enrique Peña Nieto e ineficaz para 
reducir índices de violencia o fortalecer a las policías–, 
una amplia corriente de opinión demanda una Ley de 

Seguridad Interior que dote a las instituciones castren-
ses de facultades propias de estados de excepción. 

 
En esta discusión lo que está en juego es el modelo de 
seguridad adoptado. El fracaso de la guerra ha sido tal 
que tanto el Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos como la Comisión Intera-

mericana de Derechos Humanos han propuesto el retiro 
paulatino de los castrenses de la seguridad pública.

 
Los proyectos de Ley de Seguridad Interior despiertan 

una alta preocupación desde la perspectiva de los 
derechos humanos. Estas regulaciones deben ser 

profundamente debatidas, pues generan excepciones 
a los principios básicos que rigen el sistema. Deman-
dar este debate no es mezquindad hacia las Fuerzas 

Armadas ni ingenuidad frente a la delincuencia, sino lo 
contrario: se trata de defender las bases constituciona-

les de nuestra maltrecha democracia.
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